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SECCION DOCUMENTOS OFICIALES
Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia

La Secretaria de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia CERTIFICA: 
Que en el expediente de INCONSTITUCIONALIDAD con referencia 21-2020/23-2020/24- 
2020/25-2020 acumulado, el primero promovido por Ruth Eleonora López Alfaro y Oscar Rene 
Franco Sánchez; el segundo por Silvia Noemy Vásquez de García; el tercero por Roxana María 
Rodríguez y Jonatan Mitchel Siseo Martínez; y el cuarto por Saúl Antonio Baños Aguilar, 
Maximiliano Ornar Martínez Flores, Loyda Abigaíl Robles Robles, Herbert Mauricio Serafín 
García, David Otoniel Ortiz, Antonio Rodríguez López-Tercero y Teresa de Jesús Hernández 
Rodríguez; se encuentra la resolución que literalmente dice:

21-2020/23-2020/24-2  020/25-2020  
In c o n s t i tu c io n a l id a d

S a la  d e  lo C o n s t i t u c io n a l  d e  la  C o r t e  S u p r e m a  d e  Just ic ia :  San Salvador, a las d ieciocho 
horas con cincuenta y cinco m inutos del ocho de ju n io  de dos m il  veinte.

Los presentes procesos de inconstitucionalidad acum ulados han sido prom ovidos por 
los ciudadanos Ruth E leonora L ópez A lfaro y Ó scar R ené Franco Sánchez (21-2020); Silvia 

N oem y V ásquez de G arcía (23-2020); Roxana M aría R odríguez y Jonatan  M itchel Siseo 

M artínez (24-2020); y Saúl A ntonio Baños Agui lar, M  axim iliano O rnar M artínez Flores, 

Loyda A bigaíl R obles R obles, H erbert M auricio  Serafín García, D avid O toniel O rtiz, 

A ntonio R odríguez L ópez y T eresa de Jesús H ernández R odríguez (25-2020), a  fin de que se 

declare la inconstitucionalidad, por vicios de form a y  de contenido, de la Ley de R estricción 

Tem poral de D erechos C onstitucionales C oncretos para A tender la Pandem ia CO V ID -19, 

contenida en el D ecreto Legislativo n° 594 (D ecreto n° 594), por la supuesta violación de los 

arts. 2, 29 y 131 ords. 4 o y 27° Cn. El D ecreto n° 594 fue aprobado el 14 de m arzo de 2020 

y publicado en el D iario Oficia! n° 53, tom o 426, de 15 de m arzo de 2020.

En los p rocesos han intervenido los dem andantes, la A sam blea L egislativa y el Fiscal 
G eneral de la República.

Analizados los argumentos y  considerando:
I. O bjeto de control.

D ebido a la extensión del objeto  de control y a que se im pugna en su totalidad, se 

om itirá transcribir su contenido com pleto. El texto  íntegro del decreto legislativo im pugnado 

se puede consultar en: h ttps://w w w .diariooficial.gob.sv /d iarios/do-2020/03-m arzo/15-03- 
2020.r

II. A rgum entos de los intervínientes.

/ .  A. a. E n la inconstitucionalidad 21-2020, sobre los vicios de form a, los 

dem andantes sostuvieron que durante la sesión plenaria extraordinaria n° 7 celebrada el 1 4 

de m arzo de 2020 se llam ó a conform ar asam blea a los diputados suplentes en tres m om entos 

diferentes: ,(i) tras la aprobación del Estado de Em ergencia N acional po r la Pandem ia 

provocada por la C O V ID -19, los diputados N um an Salgado y C arlos R eyes pidieron que se 

introdujera en la agenda de la plenaria, para su  discusión, el proyecto de decreto  dfe régim en 

de excepción propuesto  por el Presidente de la R epública y que se dictara  un  receso con ese 

fin. A firm aron que en ese m om ento se produjeron los siguientes llam am ientos a los 

diputados: (a) por el Partido de C oncertacíón N acional, M iguel A lfaro fue sustitu ido por 

R oberto  A ngulo; y (b) por el partido A lianza R epublicana N acionalista , ICarla H ernández, 

A lejandrina C astro y N orm an Q uijano fueron sustituidos, en su orden, po r A ndrés Ernesto  

L ópez Salguero, Johanna A huath de Q uezada y Esm eralda A zucena G arcía, (ii) Luego se

https://www.diariooficial.gob.sv/diarios/do-2020/03-marzo/15-03-2020.r
https://www.diariooficial.gob.sv/diarios/do-2020/03-marzo/15-03-2020.r
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convocó  a la C om isión  P o lítica  y se declaró  un receso  de 15 m inu tos. S egún  los ac to res, al 

fina lizar el receso  la agenda  de la sesión p lenaria  fue m od ificada  y se p rodu jeron  7 

llam am ien to s m ás, de  los cuales iden tifican  so lo  los que  siguen: (a) po r el partido  A lianza  

R epub licana  N ac io n a lis ta , S ilv ia O slorga, M artha  E velyn  B atres, Patric ia  V ald iv ieso  y L ucia  

A yala  de L eón fueron  su stitu idas, en su  orden, por M elissa  R uiz , Jo sé  M auric io  L ó p ez  N avas, 

D ouglas C ard o n a  y M ón ica  R ivas; (b) p o r el partido  G ran  A lian za  por la  U nidad  N acional, 

G u ille rm o  G allegos fue sustitu ido  po r Jo sé  W ilfredo  G uevara  D íaz. D espués, el D ecreto  n° 

594  fue ap robado  con  57 votos, (iii) U na v ez  ap robado , el decre to  se som etió  a  vo tac ión  

nom ina l y pública. En este  m om ento  el d ipu tado  G u illerm o  G allegos se  re inco rporó  y el 

d ipu tado  sup len te  W ilfredo  G uevara, que hasta ese m om en to  hab ía  ac tuado  en sustitución  

suya, pasó  a  sup lir a L orenzo  R ivas en d icha  vo tac ión . En ella , c iertas m od ificac iones al 

D ecreto  n° 594 fueron  ap robadas con  56 vo tos (ej., la  del art. 9).

A su  parecer, la inconstituc ionalidad  d escansaría  en  que n in j -uno de los llam am ien tos 

de sup len tes fue ju sli ficado, con lo que se v ioló  la ex igenc ia  estab lec ida  en el art. 13 1 ord. 4 o 

Cn. A firm aron  que , según  esta  d isposic ión  y lo d icho  p o r esta  sala en  la  sen tenc ia  de 13 de 

ju lio  de 2016 , inconstituc iona lidad  35-2015 , es necesario  que ex ista  una causa ju stificad a  

para llam ar a un d ipu tado  sup len te  a que sustituya  a  un d ipu tado  prop ietario . Para e llos, con 

esto  se v io laría  s im u ltáneam en te  el art. 131 ord. 27° Cn. en relación  con el art. 29 C n., pues 

el cuó rum  necesario  fue a lcanzado  con el voto de d ipu tados sup len tes cu y a  com parecenc ia  
ex trao rd in a ria  no fue ju stificad a .

b En cuan to  al vicio de con ten ido , adu jeron  que la m edida adop tada  viola el art. 2 

C n., que con tiene  el p rincip io  de seguridad  ju ríd ic a , en  tan to  que en  el D ecreto  n° 594 no se 

señalan  p arám etro s  de ju stificac ió n  ni los lím ites pa ra  la res tricc ión  de los derechos 

fundam en ta les co ncern idos — libertad  de tránsito , de  reun ión  pacífica  y derecho  a  no ser 

ob ligado  a cam b iar de dom icilio-— .

B. En la inconstituc iona lidad  23-2020 , la d em andan te  sostuvo  que el D ecreto  n° 594 

es inconstituc ional, deb ido  a que no se cum ple  con  n inguna  de las cond ic iones de ap licación  

p rev istas  en el art. 29  Cn. E n  concre to , a firm ó  que, pa ra  la fecha  en  que se p resen tó  la 

dem anda , ni el Institu to  S a lvado iefio  del Seguro S ocial n i el M inisterio  de Salud hab ían  

in fo rm ado  sob re  p ersonas in fectadas de  C O V 1D -19 o que  hayan  ingresado  personas 

in fec tad as  co n  d icho  virus al país. E ntonces, no se estaba  en  p resenc ia  de ep idem ia  alguna, 

por lo que no se ha verificado  la ex is tencia  del supuesto  necesario  para  adop tar el rég im en  

de  ex cep c ió n  al que se refiere  el art. 29 Cn.

C. E n la inconstituc iona lidad  24 -2020 , los dem andan tes señ a la ro n  que el D ecreto  n° 

594  v io la  el art. 131 ords. 4 o y 27° Cn. L a razón  es que  en la sesión  p lenaria  ex trao rd inaria  

en  que fue aprobado  se llam ó a d ipu tados sup len tes para  sustitu ir a los d ipu tados que  habían 

exp resado  su negativa a  adop tar cua lqu ier dec isión  que suspend iera  derechos de los 

sa lvado reños, sin  que  este  llam am ien to  estuv ie ra  ju s tificad o  (v io lación  al art. 131 ord. 4 o
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Cn.)- D e iguaJ form a, a legaron  que hay  un  fraude a la  C onstituc ión , en tan to  que el art. 13 1 

ord . 4 o Cn. sirv ió  com o norm a de cobertu ra  para  lograr el cuórum  prev isto  en  el art. 1 31 ord. 

27° Cn. — que sería , a su  parecer, la n o rm a  defraudada— . T am bién  so stuv ie ron  que  hay una 

v io lac ión  específica  del art. 131 ord. 27° Cn. — ya no com o norm a defraudada— . El supuesto  

vicio de inconstitucional ¡dad consistiría , a su  ju ic io , en que no se docum en tó  o fundam en tó  

las razones po r las que la A sam blea  L egisla tiva consideró  que se cum ple con los requ isito s 

ju risp ru d en c ia les  necesarios para  suspender “ garan tías constituc ionales’’. S egún  su criterio , 

en tan to  que el ob jeto  de contro l es un acto de ap licación  d irec ta  de la C onstituc ión , deb ió  

ser ju s ti ficado por el Ó rgano L eg isla tivo . \ V

S eguidam ente , a rgum entaron  que el D ecreto  n° 594 v io la  el art. £9 Cn. E n  sín tesis , 

para e llos que no ex iste  n inguna causa  hab ilitan te  para hacer uso de la com petenc ia  

estab lecida en esta  d isposición . Según afirm aron , no se estaba en casos de guerra , invasión 

del territo rio , rebelión , sed ición , catástrofe , ep idem ia u o tra calam idad  general o de graves 

pertu rbaciones al o rden público . En este análisis debe tom arse en cu en ta  que el P residen te  de 

la R epúb lica  expresó  en una cadena nacional b rindada cerca  de  la Techa de  p resen tac ión  de 

la dem anda que no había ningún caso  confirm a

D. Finalm ente , cn la inconstiluc ionalidad  

vicio  de form a que el ob jeto  de control v io la el art 

p lenaria  ex trao rd inaria  en la que fue aprobado  se 11 

sustituyeran  a de term inados d ipu tados p rop  

G racias a los vo tos de d ichos d ipu tados s

1D-19.

s dem andan tes adu jeron  com o 

° C n ., porque durante  la sesión  

varios d ipu tados sup len tes pa ra  que 

, sin  que d icha situación  fuera  ju stificada , 

es, el D ecreto  n° 594 fue ap robado  en  votación

nom inal y  púb lica  con  la m ayoría  m ín im a  de 56 votos — en concreto , a legan  que  hubo  cuan to  

m enos 7 votos correspond ien tes a  tales d ipu tados— . R eseñaron  que el decre to  que  con ten ía  

la D eclara to ria  de E stado  de E m ergenc ia  N acional de la  Pandem ia por C O V ID -19  se aprobó  

en la  m ism a sesión  p lenaria  con el voto unán im e de  los 84 d iputados, qu ienes en  ese  m om ento  

n o  requ irieron  de sustituc iones; pero esto  no fue así con  el D ecreto  n° 594, pues fue necesario  

el voto  de los d ipu tados sup len tes en relación  con el d ictam en  favorab le  n° 30 y  el p royecto  

del decreto , en tre  qu ienes figuran: A ndrés E rnesto  L ópez Salguero , Johanna E lizabe th  

Q uezada, E sm eralda A zucena G arcía  M artínez, M ónica  del C arm en R ivas G óm ez, M aría 

Im elda R ivas —-única con voto  en  con tra— , D ouglas A ntonio  C ardona, José  M auric io  L ópez  

N avas, M elissa Y am ile th  R uiz R odríguez  y José  W ilfredo  G uevara  Díaz.

Las dem andas p resen tadas se adm itieron  p o r au tos separados y se o rdenó  su 

acum ulación . En cad a  p roceso  se requirió  a la A sam blea  L eg isla tiva  que rind ie ra  el in fo rm e 

al que se refiere el art. 7 de la Ley de P roced im ien tos C onstituc ionales (L PC ) y se co rrió  

traslado al F iscal G eneral de la R epúb lica  de conform idad  con el art. 8 LPC .
2. A . L os in form es de la A sam blea  L eg isla tiva frieron rend idos s in  anexar 

docum entación  alguna. E n  el in fo rm e de  los procesos 21-2020 , 23 -2020  y 24 -2020 , la 

A sam blea  L eg isla tiva  sostuvo  que respecto  a  la  v io lación  del p rincip io  de seguridad  ju ríd ic a
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(art. 2  C n .), no  ex istía  inconstituc iona lidad  a lguna, ya  que  en el D ecreto  n° 594 se 

en co n trab an  de lim itados los a lcances de ob jeto  de  con tro l. En ese  sen tido , a rgum en tó  que el 

art. 29  C n. e s tab lece  los supuesto s que  hab ilitan  la  su spensión  de d erechos constituc ionales, 

que son: guerra , invasión  del te rrito rio , rebe lión , sed ic ión , ca tástro fe , ep idem ia  u o tra  

ca lam id ad  genera l o g raves  pertu rbac iones del o rden  público . D e no enm arcarse  en estos 

su p u esto s , y  obv iando  d e lim ita r las “garan tía s”  su spend idas  y el ám bito  territo ria l de 

ap licac ión , se ría  im posib le  su sp en d er las “ g aran tías  co n stitu c io n a les” a las que hace 

refe ren c ia  el art. 29 C n. A  su ju ic io , el cum plim ien to  de tales requ isito s e s  ev iden te  en  el 

D ecreto  n° 594 , y a  que  los p resupuestos del art. 29  Cn. están  recog idos en los considerandos 

y la  d e lim itac ió n  d e  las “ garan tía s”  suspend idas es tá  d efin ida  en  el art. 1 del decre to , que  se 

refiere  ex c lu s iv am en te  a la  libertad  de tránsito , al derecho  de reunión  y el derecho  a no ser 

ob lig ad o  a  cam b iarse  d e  dom icilio . A sim ism o , en  los arts. 3, 4, 5 y  6 del D ecreto  n° 594 se 

co n sig n aro n  las lim itaciones territo ria les  y  tem porales, cum p liendo  así con todos los

violac

a  A sam blea L eg isla tiva  sostuvo  que el

p resu p u esto s  que  ex ige  e l art. 29 C n ., p o r lo que  no  ha ex istido  v io lac ión  del p rinc ip io  de 

seg u rid ad  ju ríd ic a .

B. S obre  la supuesta  v io lac ión  del art. 29 

D ecreto  n° 594  cu m p le  con los su p u esto s  que h ab ilitan  su  im p lem en tae ión . M an ifestó  que es 

un hecho  n o to rio  lo que acon tece  no so lo  en nuestro  pa ís , sino en el m undo  en tero , situación  

que e sca p a  de  las m anos de  las in stituc iones o rd in a rias  del E stado  y, p o r tanto, se vuelve  

necesario  ac tivar he rram ien tas  ex trao rd in a rias  y  excepc ionales  pura sa lvaguardar la 

in teg ridad  de la pob lac ión , observando  s iem p re  el cum p lim ien to  de sus derechos 

fundam en ta les. A legó  que ese  ó rgano  esta tal es conscien te  de la  m ala  u tilizac ión  que se  ha 

hecho de los reg ím en es de  excepc ión  en el pasado , po r lo que se rea lizaron  anális is  

ex h au stiv o s, tom ando  en  con sid e rac ió n  aspectos ju r íd ic o s  y po líticos, p rev io  a con ced er al 

Ó rgano  E jecu tivo  la p o s ib ilid ad  de su spender c ie rto s  derechos y garan tías constituc ionales. 

C o n tin u ó  m an ifestando  que  si b ien  u n a  de las carac te rís ticas  del E stado de  D erecho  es la de 

ser un  E stado  n o rm ativ izado , deb ido  al fenóm eno  de  los estados de excepc ión , el D erecho  

que  pued e  ser vá lido  en épocas de no rm alidad  no  lo es en m om en tos excepcionales.

A dem ás, consideró  que  ha  cum plido  co n  los pa rám etro s  p ro po rc ionados po r la 

ju r isp ru d e n c ia  constituc ional para  e s tab lece r un rég im en  de excepc ión , m ism os q u e  la Sala  

de lo C onstituc iona l fijó  en la sen tenc ia  de  14 de febrero  de 1997, inconstituc iona lidad  15­

96. L uego de  h acer con sid e rac io n es  genera les sob re  la s ituac ión  actual del m undo  y de  El 

S a lvado r com o co n secu en c ia  de la p ro p ag ac ió n  de la  C O V 1D -19, estim ó que  se está  fren te  a 

un supuesto  que sob repasa  al de te rm inado  com o  causal de su spensión  de garan tías  

co n stitu c io n a les  (el de ep idem ia) y, p o r lo tan to , el E stado  debe ac tu a r de m anera  p rev iso ra  

pa ra  sa lv ag u ard ar la  salud e in teg ridad  de  sus hab itan tes, s iendo  la p revenc ión  una  de las 

he rram ien tas  que la m ism a  O rgan izac ión  M und ia l de Ja Salud  h a  de te rm inado  com o m ás 

e fec tiv as  en  la  lucha  co n tra  el v irus. E n  este  pun to , la A sam b lea  L eg isla tiva  h izo  una serie  de
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consideraciones doctrinarias  y de D erecho  com parado  para  ju s tif ic a r  la im p lem en tación  del 

rég im en de excepc ión  y la consecuen te  suspensión  de  c iertas “garan tías  co nstituc ionales” .

C. En cuan to  a la v io lac ión  del art. 131 ords. 4 o y 27° C n ., la A sam blea  L eg isla tiva  

h izo  idén ticas considerac iones en los inform es rend idos en  los p rocesos 21 -2020 , 23-2020  y 

24 -2020 , y  en el p roceso  25-2020. En ellos negó que  haya realizado  ac tuac iones 

inconstituc ionales en con tra  d e  tales d isposic iones. P ara  com enzar, expuso  que los 

dem andan tes, de fo rm a com ún, invocan  el p receden te  ju risp ru d en c ia l estab lec ido  en la 

sen tenc ia  de 13 de ju lio  de 2016 , inconstitucional idad 35-2015 , en lo que respecta  al 

llam am ien to  de d ipu tados sup len tes. S in  em bargo , estim ó que dicho p receden te  con tiene  

e lem en tos que en la actualidad  ya no son  suscep tib les de  se r ap licados, y a  que  el D erecho  es 

d inám ico  y evo luciona co n fo n n e  evo luciona  Ja sociedad . En esc sen tido , consideró  que en 

su  in form e p lan tea e lem en tos que en la actualidad  leg itim an y legalizan  la partic ipación  de 

los d ipu tados sup len tes en las de liberac iones y vo tac iones leg isla tivas, y que  por tan to  

desleg itim an  las a legaciones de los dem andan tes.

La A sam blea  L eg isla tiva  consideró  que los dem andan tes no han p ropo rc ionado  

e lem en tos Tácticos o ind iciarlos, que perm itan  co rro b o rar una supuesta  m an ipu lac ión  del 

cuó rum  para  ob tener una vo tac ión  favorable para  la ap robac ión  del D ecreto  n° 594. 

P osterio rm ente , h izo  ciertas considerac iones sobre  la inv io lab ilidad  y la inm unidad  

parlam entarias para  conc lu ir que el hecho de que un d ipu tado  prop ie tario  se  re tire  del 

desarro llo  de la sesión  p lenaria  debe  ser in te rp re tado  com o u n a  ex tensión  de las g aran tías  que 

osten ta  cn su ca lidad  de d ipu tado , ya que no  se  le puede  re tener fo rzosam en te  para que 

con tinúe  en  los debates, de liberac iones y v o tac io n es  de la sesión  de la A sam blea  L egisla tiva. 

A ñade que in te rp re ta r que la  au sencia  de  un d ipu tado  debe  basarse  en un caso  fo rtu ito , de 

fuerza m ayor o en causa ju stificad a , es a ten tato rio  de las garan tías parlam en tarias , pues con 

base en la au tonom ía  de la vo lun tad  de cada persona, lo  que  esté  ju s tificad o  para unos, puede 

no estarlo  para o tros. A su ju ic io , es aquí donde la  figura del sup len te  co b ra  relevancia , pues 

su llam am iento  debe ser aprobado  por m ayoría  s im ple , es decir, que es el p leno leg isla tivo  el 

que da  legalidad al llam am ien to  y perm ite  que un sup len te  pase a p a rtic ip a r en  la p lenaria .

D. P osterio rm en te , la A sam blea  L eg isla tiva  h izo  ciertas co nsiderac iones  sob re  la 

facultad del C onse jo  de M in istro s para su spender las “ garan tías co n stitu c io n a les”  que 

estab lece  el art. 29 Cn. cuando  la A sam blea  no estuv iere  reunida. A sim ism o , rea lizó  una 

ex ten sa  consideración  sob re  la  leg itim idad  de los d ipu tados sup len tes y su  fo rm a de c lección . 

F inalm enle , so lic itó  que se sobresea el p roceso , deb ido  a que la v igencia  del D ecreto  n° 594 

ha  finalizado y ya no es posible expu lsarlo  del o rdenam ien to  ju ríd ic o  m ed ian te  una 

dec la ra to ria  de  inconstituc ionalidad . Pero , en caso  de que se desestim e d icha  pe tic ión , so lic itó  

que se  declare  que no ex isten  las inconstituc ionalidades alegadas.

3. Al rend ir sus in fo rm es, el F isca l G eneral de la R epública  h izo  una ex p o sic ió n  de la 

ju risp ru d en c ia  constitucional refe rida  a  los requ isito s para el llam am ien to  de d ipu tados
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su p len tes  para  in tegrarse  a  una  sesión  p lenaria , al fraude a la C onstituc ión  y a  las razones que 

ju s tif ic a n  la  em isión  de un decre to  leg isla tivo . P osterio rm ente , rea lizó  una  serie  de 

co n sid e rac io n es  sobre  la situación  que a fron ta  el país an te  la  pandem ia  p rovocada  por la 

C O V 1D -19, con  especial re fe ren c ia  a  los p roducto s  no rm ativos encam inados a  su  p revenc ión  

y co m b ate , para  luego hacer una  breve reseña  ju risp ru d en c ia l sob re  el rég im en  de excepción .

A . En cuan to  al v ic io  de fo rm a alegado , refe rido  a  la falta  de  ju s tif ica c ió n  en el 

llam am ien to  de  d ip u tad o s  sup len tes p a ra  la ap robac ión  del D ecreto  n° 594, consideró  que  la 

s ituac ión  en  la que  se d io  la partic ipación  de los d ipu tados sup len tes en  d icha  p lenaria  fue 

“c o n fu sa ” , pues no  hay c la ridad  sobre  el m ecan ism o  para  rea lizar los llam am ien tos durante  

la sesión  p lenaria . Solo  es posib le  observar las sa lidas e ingresos de d ipu tados p rop ie tario s 

en toda la p lenaria , que duró  casi dos días. A gregó  que se rea lizaron  d iv erso s  llam am ien tos 

en la sesión  p lenaria  ex trao rd ina ria  n° 7, de 13 de  m arzo  de 2020 , que finalizó  el 14 de m arzo  

de 2020  a a ltas  horas de la noche. S in  em bargo , de la  docum en tac ión  d ispon ib le  a través de 

la pág ina  w eb ofic ial de la A sam blea  L eg isla tiva , no es posib le  in fe rir  cuáles d ipu tados 

p rop ie tario s  se  en co n trab an  presen tes al m om ento  en que  se  in trodu jo  en  agenda el d ictam en 

n° 30 de la C o m isió n  Política , ni los d ipu tados sup len tes que fueron  llam ados du ran te  el lapso 

del p roceso  de a p ro b ac ió n  del ob jeto  de control.

P o r tan to , estim ó que  la A sam blea  L eg isla tiva  está  o b ligada  a  rem itir  a la Sola de  lo 

C onstituc iona l las ju stificac io n es  que se  tuv ieron  p o r vá lidas para  rea lizar las su stituc iones 

de d ip u tad o s p rop ie tario s p o r d ipu tados sup len tes, pues en ellas se deb ió  h acer constar, com o 

la ju r isp ru d e n c ia  constituc ional ya lo h a  afirm ado , que  sobre  los d ipu tados p rop ie tario s 

acaec ía  una im posib ilidad  de co n cu rrir  a sus labo res y deb ieron  ser sustitu idos por un 

d ipu tado  sup len te ; de lo co n tra rio , p o d ría  estarse  en  p resen c ia  de un fraude a la C onstituc ión . 

D e allí que , si la  A sam blea  L eg isla tiva  no  com prueba  la ex is tencia  de causas de ju stifica c ió n  

que  co n cu rrían  en los d ipu tados p rop ie tario s p a ra  rea lizar el llam am ien to  de  sup len tes, y  

adem ás se  concluye  que los votos de estos sup len tes fueron necesarios para  a lcan zar la  

m ayo ría  para  ap robar el decre to  leg isla tivo  n° 594, las dec isiones que su rg ieron  de  ese acto  

se rían  inválidas.

I . B. E n cuan to  a la supuesta  v io lac ión  del art. 131 ord. 27° Cn. por el hecho  de  que no 

ex is tió  ju s tificac ió n  para la em isión  del ob jeto  de con tro l, afirm ó que los m otivos que 

fu ndam en tan  la em isión  de  un  decre to  leg isla tivo  constan  en sus considerandos, en  los cuales 

se consignan  las razones ju ríd icas , socia les, e stra tég icas, técn icas y  po líticas que con llevan  a 

la em isión  de una m edida com o un  rég im en  de excepción . En el caso  de la em isión  del 

D ecreto  n° 594, todas esas razones se  s in te tizan  en  d ichos considerandos; y al analizarlos, 

es tim ó  que  sí ha  ex istido  ju s tif ica c ió n  de las razones que han  llevado a la  adopción  del 

D ecreto  n° 594 po r parte  de la A sam b lea  L eg isla tiva , p o r lo que no ex iste  la 

inconstituc iona lidad  a leg ad a  en  este  punto .
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C. Sobre la v io lación  del art. 29  Cn., expresó  que una pandem ia  se constituye  en un 

g rado  superio r a la ep idem ia , po r lo que su  ex istencia  es una  causa hab ilitan te  para decre ta r 

un estado  de excepción  y suspender las “ garantías constituc ionales” taxativam en te  p rev istas 

en tal d isposic ión  constituc ional. Por tan to , consideró  que , con base en los datos c ien tíficos 

em itidos po r la O rgan ización  M undial de la S alud  y la no rm ativa  que co n sta  en  el D iario  

O ficial (lo  cual no requ iere  p rueba), sí se h a  cum plido  con el supuesto  hab ilitan te  p rev isto  en 

el arl. 29  Cn (pandem ia), por lo que  no ex is te  la inconstituc iona lidad  a legada  por los 

dem andan tes.
D. F inalm ente , en lo refe ren te  a la supuesta  vu lneración  del p rinc ip io  de seguridad  

ju ríd ic a  (art. 2 C n.), m antuvo  que el D ecreto  n° 594 regu la  de m anera fundam ental los 

aspectos esenciales de un rég im en de excepción , de conform idad  con las reg las estab lec idas 

en  los arts. 29 y 30 C n., cn los cuales se estab lece  el m arco  de actuación  m ín im o al que deben 

ceñ irse  las d istin tas au to ridades cuando  se den los supuestos para  decre ta r una restricción  a 

derechos. A dem ás, se cuenta con la posib ilidad  de  rea liza r un control de constituc ional idad 

del decre to  que suspende derechos fundam enta les de m anera tem poral, y este  proceso  

constituc ional es m uestra  de ello. Por ello , consideró  que  el D ecreto  n° 594 no v io la  el 

p rincip io  de seguridad  ju ríd ica , ya que  plasm a las pautas generales fundam en ta les y el m arco

norm ativo  en el que se desarro llará  el rég im en de  excepción  que prevé.

I II . R eso lución  de la petic ión  de sob rese im ien to  rea lizada  p o r la A sam blea  

Legislativa.

La A sam blea L egisla tiva ha so lic itado  que esta  sa la  sobresea  este  p roceso , deb ido  a 

que la v igencia  del D ecreto  n° 594 ha  finalizado  y ya no es posib le  expu lsarlo  del 

o rdenam ien to  jurídico m edian te  una declara to ria  de inconstituc ionalidad . A unque los 

preceden tes constituc ionales indican que la pérd ida de v igencia  del ob jeto  de con tro l es una 

razón  para  sob reseer (sob reseim ien to  de 2 de octub re  de 201 3, inconstituc iona lidad  83-201 1; 

sob rese im ien to  de 6 de nov iem bre  de 1998, inconstituc ionalidad  2-88; y sob rese im ien to  de 

16 de m arzo  de  2018 , inconstituc ionalidad  37-2016), esta sala co n sid e ra  que en el caso  de  

decre tos de adopción  de rég im en de excepción  o de aquellos que p roduzcan  los efec tos 

m ateria les de uno, d icha  a lternativa  no es adecuada  p o r tra tarse  de un rég im en de excepción , 

el cual constituye  la lim itación  m ás in tensa  de los derechos fundam entales; adem ás, porque 

que tales preceden tes adm itirían  una cond ic ión  de refu tac ión , que  es aque lla  que apun ta  a las 

c ircunstanc ias cn que  ha de excep tuarse  la au to ridad  de los enunciados genera les que  

perm iten  pasar de c ie rto s dalos a  una afirm ación  (S tephen  T oulm in , L o s  usos de la  

argum en tación , 1" ed ., 2007 , pp. 134-139).

En este caso , la cond ic ión  de refu tac ión  v iene  dada  po r la c ircunstanc ia  p a rticu la r de 

los lím ites tem porales de un estado  de excepción . Si se adm ite  la au to ridad  general de  los 

p receden tes citados — que cn ningún caso  quedan  superados, sino so lo  ex cep tuados en  los 

casos com o este— , el resu ltado  sería  perm itir  el fraude a la C onstituc ión , pues b asta ría  con
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la em isión  de decre tos de co rta  duración  para  abstraerse  del control constituc ional de esta 

sala. Y com o uno de los p ilares en la relación  en tre  C onstituc ión  y poder es que la p rim era 

lím ite  al segundo, no pueden  adm itirse las “zonas exentas de contro l constituc ional” , tal com o 

se ha venido señalando  con insistencia  en  la ju risp ru d en c ia  constitucional (im procedencia  de 

18 de abril de 2005, inconstiluc ionalidad  8-2005). P o r tanto , deberá  rechazarse  la petic ión  

rea lizada  po r la A sam blea  L egislativa. E n  cuan to  a los efectos p rocesales que tendría  lo 

resuelto  para  la  sen tencia , esto  será  detallado  m ás adelante.

IV . T raslado  del ob jeto  de control.

/. El p resen te  caso  p lan tea una situación  particu la r y anorm al en  el o rdenam ien to  

ju ríd ic o  sa lvadoreño . La Ley de R estricción  T em poral de  D erechos C onstituc ionales 

C oncre tos para  A tender la P andem ia CO V 1D -19 fue em itida  con base en el art. 29 Cn. 

(C onsiderando  I). E l art. 30 C n ., estrecham ente  ligado al art. 29 C n ., p revé que el p lazo de 

suspensión  de los derechos fundam entales no debe  exceder de  30  días y que, transcurrido  el 

m ism o, la suspensión  puede pro longarse  por igual período  y m ediante un nuevo decreto , 

siem pre  que con tinúen  las c ircunstancias que lo m otivaron . E l D ecreto  n° 594 tenia, según 

su art. 10, una v igencia  de 15 días con tados a partir de  su  en trada  en vigor, esto  es, de su 

pub licación  en el D iario O íic ia l, que se realizó  e l 15 de  m arzo de 2020. A nte el vencim ien to  

de d icho  p lazo , constituye  un hecho  público y  no torio  que  la A sam blea L egisla tiva ap robó  el 

D ecreto  L egisla tivo  n° 611, de 29 de  m arzo  de 2020 , que contiene la Ley de R estricción  

T em poral de  D erechos C onstituc ionales C oncretos para  A tender la Pandem ia CO V1D -19. 

D icho decreto  fue pub licado  en  el D iario O ficial n° 65, lom o 426, de 29 de m arzo  de 2020.

El p lazo  p rev isto  en el art. 30 Cn. es  un p lazo  m áx im o , no  m ínim o. La expresión  “ no 

excederá” es ind ica tiva  de  ello. P uesto  que el rég im en de excepción  perm ite  al Estado 

suspender derechos fundam entales, el p lazo durante el cual estará  v igente  se su je ta  a  las 

ex igencias derivadas del p rincip io  de p roporc ionalidad . E n efecto , d icho p lazo  debe ser el 

razonab lem ente  ind ispensab le  para la ob tención  del fin constitucional que se persigue con la 

suspensión  de derechos. C om o se está  en presencia  de una situación de em ergencia  o 

anorm alidad , su v igencia  debe quedar lim itada  a la ex istencia  de la situación  excepcional que 

se trata  de co rreg ir, pues su objetivo  esencial es restab lecer la norm alidad  (C arlos V idal Prado 

y D avid  D elgado R am os, “ A lgunas consideraciones sobre  la declaración  del estado de a larm a 

y  su p ró rroga” , en R ev is ta  E spaño la  de D erecho  C onstituc iona l, n° 92, 2011, p. 261).

Si esto  es así, ello  sug iere  que no se le puede  ex ig ir a la A sam blea L egisla tiva o al 

C onsejo  de M in istros un acierto  m atem ático  sobre  si las m edidas específicas aprobadas serán  

de la duración  ap rop iada  para  poner fin  a la situación  de anorm alidad . Por esta  falta  de 

certeza , el art. 30 Cn. prevé que “ [tjran scu n id o  este p lazo  [la suspensión] podrá  pro longarse 

[ . . . ]  por igual período  y m ediante  nuevo decreto , si con tinúan  las c ircunstancias que la 

m o tivaron”. “ P ro longar” (verbo u tilizado  en el art. 30  C n.) es un  verbo  que hace referencia a
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la ex tensión  de un plazo fijado con an terio ridad , de m anera  tal que  al p lazo  aprobado  

orig inalm en te  le debe suceder una p ro longación , no  la fijación  de uno nuevo.

Por las razones ind icadas, esta  sa la  considera  que el D ecreto  L eg isla tivo  n° 611 

constituye  m ateria lm en te  una  p ró rroga  del D ecreto  n° 594. Y  ello  es a  p esar d e  que  a la ley 

que con tiene  el D ecreto  n° 6 1 1 se le ca lifique  com o "n u ev a” . Esta fo rm a de  en tender el estado  

de cosas p roducido  por este  ú ltim o decreto  p rev iene  fraudes a  la C onstituc ión , porque im pide  

que cualqu ier decreto  sucesivo  a un decreto  de rég im en  de  excepción  sirva para  d efraudar el 

lím ite  p rev isto  po r la n o rm a  fundam ental m ed ian te  “ nuevos” decre tos indefin idos. A dem ás, 

a la luz de la realidad — de la que el D erecho no puede aislarse  (adm isión  de  17 de  febrero  

de 2020, inconstituc ionalidad  10-2020)— , es ev iden te  que el “n u ev o ” rég im en de excepc ión , 

adop tado  ju stam en te  el ú ltim o día de v igencia  del an terior, con tiene  el m ism o  supuesto  

hab ilitan te: la em ergenc ia  san ita ria  p rovocada po r la  CO V 1D -19. Y por ello  m ism o tiene un 

con ten ido  casi idéntico  al del an te rio r y relaciona  expresam en te  ju risp ru d en c ia  constitucional 

em itida  en el m arco del rég im en de excepción  m ateria lm ente  p rorrogado .

2. Por tan to , el control de  constituc ionalidad  deberá  trasladarse  al D ecreto  L eg isla tivo  

n° 61 1. Esta posib ilidad  de trasladar el control de  constituc ionalidad  a  una fuen te  d ife ren te  a 

la que fue o rig ina lm en te  im pugnada no es una novedad  en la  ju risp ru d e n c ia  constituc ional, 

sobre  lodo cuando  la nuev a  no rm a rep lica  a  la an terio r o  cuando  se lim ita a  p rorrogarla . E n 

efec to , esta  sa la  ha sosten ido  que cuando  el contro l constituc ional requerido  se refiere  a un 

v icio  de con ten ido  o de  form a y du ran te  la tram itac ión  del proceso  de inconstituc ionalidad  

se consta ta  una reform a en la d isposic ión  som etida  a  control, o bien su d eroga to ria  expresa  

po r una nueva norm ativa , es preciso  de te rm inar los efectos que ello  g enera  en la d isposic ión  

cuestionada. Si el con traste  subsiste  en  el nuevo cuerpo legal, es te  tribunal está  hab ilitado  

para con tinuar con el control si es que ex iste  con tinu idad  en los térm inos de im pugnación  

(sen tencia  de 26 de ju lio  de 1989, inconstituc ionalidad  3-85 e  im procedenc ia  de  31 de ju lio  

de 2009, inconstituc ionalidad  94-2007).

A sí, an te  cualqu ier m odificac ión  leg isla tiva  e fec tuada  sobre  el ob jeto  de contro l 

propuesto  en un p roceso  de inconstituc ionalidad , lo de term inan te  para  es te  tribunal es 

es tab lecer la perm anencia  en el o rdenam ien to  ju ríd ic o  de la n o rm a — no de la d isposic ión—  

que fue in ic ia lm ente  im pugnada, aunque la  d isposic ión  en la que ella  se  con tiene  haya sido 

m od ificada  (sen tencia  de 1 4 de sep tiem bre  de 2011 , inconstituc ionalidad  37-2007). E sto  se 

fundam enta  en que, por la ac tiv idad  leg islativa, una  d isposición  o cuerpo  no rm ativo  pueda 

sustraerse  del control de constituc ionalidad . Por tanto, el decreto  que se exam inará  en  la  

p re sen te  sen tenc ia  es e l D ecreto  n a 611, que es la  norm a tiva  en que la  a u to rid a d  dem andada  

rep itió  lo  estab lecido  en el D ecreto  n °  594, que es e l que orig ina lm en te  fu e  im pugnado.

V. D eterm inación  de los p rob lem as ju ríd ico s  a reso lver y de  los tem as que  serán

abordados en la sen tencia .



32 D IA R IO  O FIC IA L Tom o N ° 427

1. E n  a tenc ión  a las p re ten sio n es  p lan teadas  y a  lo de lim itado  en  las respec tivas 

ad m is io n es , el p rob lem a ju ríd ic o  a reso lver co n sis te  en  d e te rm in a r si la Ley de R estricción  

T em p o ra l de  D erechos C onstituc iona les  C oncre tos para  A ten d er la  P andem ia  C O V 1D -19, 

co n ten id a  en el D ecreto  n° 61 1, con trav iene : (i) el art. 131 ords. 4 o y 27° C n „  en tan to  que  

su p u estam en te  fue ap robada  con  una m ayoría  co n seg u id a  con el voto de d ipu tados sup len tes 

que, según  los ac to res , fueron  llam ados en  su stituc ión  de  los p rop ie tario s sin  que  se 

ju s tif ic a ra n  las razones que  leg itim aran  su  llam am ien to ; y, adem ás, por h aberse  com etido  un 

fraude a la C o n stitu c ió n , deb ido  a que  el art. 131 ord . 4o Cn. habría  se rv ido  com o no rm a de 

co b ertu ra  pava lograr el cuó rum  p rev isto  en el art. 131 ord . 27° Cn. — q u e  sería  la norm a 

d e frau d ad a— ; (ii) el ari. 131 ord. 27° C n ., d eb ido  a que  la A sam blea  L eg isla tiv a  no hab ría  

d o cu m en tad o  la ex is tencia  de  razones que  ju s tif ica b a n  la em isión  del ob jeto  de  co n tro l; (iii) 

el art. 2  C n. (p rinc ip io  de segu ridad  ju ríd ic a ), porque, según los ac to res, no señala  los 

p a rám etro s  de  ju s tif ic a c ió n  ni los lím ites para  la restricc ión  de los d erechos fundam en ta les 

co n cern id o s  — libertad  de tránsito , de reun ión  p ac ífica  y  derecho  a no ser ob ligado  a  cam b iar 

de d o m ic ilio — ; y (iv ) el art. 2 9  C n ., pues a ju ic io  de los dem and 

n in g u n a  cau sa  h ab ilitan te  para  h acer uso de la co m p eten c ia  esta

tes  no se ha  cum plido  con

.s ta b le c id a  en esta  d isposic ión .

2. P a ra  ju s tif ic a r  esta  dec is ión  se abordarán  los tem as que  siguen: (V I) el m arco 

co n stitu c io n a l de los d erechos fundam en ta les , con  én fasis  en los concep to s de regu lación , 

lim itac ión , su spensión  y pérd ida  de los m ism os; (V II) la C o nstituc ión  frente a s ituac iones  de 

em erg en c ia ; (V III) el rég im en  de e xcepción ; (IX ) el respeto  a la  d em o crac ia  y al E stado  de 

D erecho  en  d icho  rég im en ; (X ) la s  lagunas co n stitu c io n a les  y la du rac ión  del rég im en  de 

excepc ión ; (X I) las libertades de trán sito  o  c ircu lac ió n  y de reun ión , los derechos a e s tab lece r 

el d o m ic ilio , m orada  y/o residencia , y el derecho  a la salud; para , fina lm en te , (X II) reso lv e r 

los p ro b lem as  ju ríd ico s .

V I. M arco  co nstituc ional de los derechos fundam en ta les.

1. A. La ju risp ru d e n c ia  de es ta  sa la  ha defin ido  los derechos fundam en ta les com o “ las 

facu ltades o p o d e res  de ac tuación  reconocidos a la p ersona  h um ana  com o co n secu en c ia  de 

ex ig en c ias  é tico -ju ríd icas  derivadas de  su  d ign idad , su libertad  y su  igualdad inheren tes, que 

han s ido  p o s itiv ad as  en el tex to  constituc ional y  que , en  v irtud  de d ich a  positiv ac ió n , 

d esarro llan  u n a  fu n c ió n  de fu n d am en tac ió n  m ateria l de  todo el o rdenam ien to  ju ríd ic o , 

gozando  asim ism o  de la su p rem acía  y la p ro tecc ió n  refo rzada  de las que  goza la 

C o n stitu c ió n ”  (sen tencia  de  23 de m arzo  de 2001 , inconstituc ional idad 8-97; y  sen tenc ia  de 

17 d e  nov iem b re  de  2015 , in co n stitu c io n a lid ad  105-2014). E stos d erechos tam b ién  funcionan  

com o  p rinc ip io s  in fo rm adores  o no rm as estruc tu ra les del o rd enam ien to  ju ríd ic o  (sen tencia  

de 6 de ju n io  de 2008 , in constituc iona lidad  31 -2004 ; y  M iguel C arbonel!, L o s  derechos  

fu n d a m e n ta le s  en M éxico, 1“ ed ., 2004 , pp. 39-40).

B. La C o n stitu c ió n , al d is tr ib u ir  las a trib u c io n es  y co m petenc ias  en tre  los d istin to s 

ó rganos p o r e lla  c reados, y al es tab lece r la  ob lig ac ió n  del e jercic io  con jun to  en  la  fo rm ación
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de la vo luntad  estatal, lim ita  el e jercic io  del p oder (sen tencia  de 25 de agosto  de 2010 , 

inconstituc ionalidad  1-2010). E sta  d inám ica  de in teracción  en el p roceso  po lítico  se 

desarro lla  bajo  tres tipos de norm as: (i) las p roh ib ic iones, es decir, aquellos aspectos que son 

constituc ionalm en te  im posib les o vedados, pues encajan dentro  de la esfe ra  de lo que no se 

puede decid ir; (¡i) las ó rdenes o m andatos, que postu la  los aspectos de la rea lidad  que  son  

conslituc ionalm en te  necesarios; y (iii) las p rescripciones hab ilitan tes que encajan  dentro  de 

lo d iscrecional — es decir, ám bitos conslituc ionalm en te  posib les—  (sen tencia  de  7 de  octub re  

de 201 I, inconstituc ionalidad  20-2006).

D entro  de este  i'dlimo tipo de norm as se configura  el m argen estructu ral que la 

C onstituc ión  confia  a  los en tes púb licos, p rinc ipalm en te  los que tienen com petencias 

re lacionadas con la concreción  no rm ativa  de los p recep tos constituc ionales (R obert A lexy, 

“ E pílogo  a la teo ría  de  los derechos fundam en ta les” , R evista  E spaño la  de D erecho  

C onstitucional. n° 66, 2002 , pp. 22-23). A  tales efectos, se puede a firm ar que ex isten  tres 

tipos de már genes de acción  estructurales: para  la fijación  de fines, para  la e lecc ión  de m edios 

y pura la ponderación  (sen tencia  de inconstituc ionalidad  20-2006 , ya citada). S obre  este  

ú ltim o, se ha d icho que la ponderac ión  es la parte  esencial de la dogm ática  de la C onstituc ión  

com o m arco. La form a com o deba reso lverse el p rob lem a de la constiluc ionalizac ión  depende 

sobre  lodo de la respuesta  que se dé al p rob lem a de  la ponderación . El m andato  de 

ponderación  es idéntico  a! tercer subprincip io  de la  p roporc ionalidad . Por lo tan to , cuando  se 

trata del p roblem a del m argen  para la  ponderac ión , en defin itiva, todo se rem ite  al papel del 

p rincip io  de proporcionalidad . \

En ese sen tido , si b ien  el leg islador puede ponderar derechos fundam en ta les al crear 

las leyes que los regulen o lim iten , esta po testad  no es tá  exen ta  de lím ites, puesto  que debe 

respetar el p rincip io  de p roporc ionalidad  —artícu lo  246  Cn.— en ejercic io  de esa com petencia . 

E n ese sen tido , la A sam blea  L egislativa, al lim itar un derecho  fundam enta l, debe cu idar que 

las m edidas lim itadoras sean idóneas, necesarias y  p roporc ionales cn  sen tido  estric to  (C orte  

In teram ericana  de D erechos H um anos, C aso K im el vs. A rgen tina , sen tenc ia  de  2 d e  m ayo  de 

2008 , párrafo  58). Con an terio ridad  este tribunal ha sosten ido  que el test de p roporc ionalidad  

es un criterio  estructural que  sirve  para a rticu lar las tensiones en tre  las d isposic iones 

constituc ionales — con su densidad  no rm ativa—  y las concreciones in te rp re ta tivas de las 

m ism as (sen tencia  de 20 de  enero  de 2009, inconstituc ionalidad  84-2006). E llo  p e rm ite  la 

adap tac ión  de  la norm a a la realidad  pero  dentro  del m arco  constitucional.

2. A. En la sen tencia  de 13 de octubre  de  2010, inconstituc ionalidad  17-2006, se dijo  

que una característica  no tab le  de los derechos fundam enta les es que, tra tándose  de  barreras 

frente al leg islador, su  p lena e ficac ia  es tá  tam bién  necesitada de co labo rac ión  legislativa. En 

general, puede decirse  que la m era p resencia  de los derechos fundam en ta les en el 

o rdenam ien to  ju ríd ico  trae inev itab lem en te  consigo  que m uchas leyes incidan sobre  ellos, 

regu lando  su e jercic io  o restring iendo su  con ten ido  en determ inados supuestos.
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A si, en la sen tenc ia  de inconstituc iona lidad  105-2014, ya c itada, se sostuvo  que los 

d e rech o s  fundam en ta les son a la v ez  lím ite  fren te  a la ley y ob jeto  de su regu lación . C laro  

e jem p lo  de e llo  es la  idea de que  el leg islador no debe ser una  am enaza  para  los derechos 

fu n d am en ta les , s ino  m ás bien su garan tía  m ed ian te  la reserva de ley y la d e te rm inación  

no rm ativa . F rente  a la v incu lación  nega tiva  de la ley a los derechos fundam en ta les, en  tanto 

q u e  esto s operan  com o tope  o barrera  a  la libertad  leg isla tiva  de con figu rac ión  del 

o rdenam ien to  ju ríd ic o , ex iste  tam bién  una llam ada  v incu lación  positiva  que  im pone al 

leg is lado r una tarea de  p rom oción  de los derechos fundam en ta les. Esta v incu lación  positiva  

d irig id a  al leg is lado r se ju s tif ica  po r la re la tiv a  indeterm inación  de los enunciados 

co n stitu c io n a les  que p roclam an  los derechos fundam en ta les, pues, en lugar de dejar 

en te ram en te  la de te rm inación  d e  sus a lcances en  m anos de la casu ística  ju risd icc io n a l, es 

necesario  que estas cu estio n es  sean  abordadas de m anera  general por el ó rgano  leg isla tivo  

(F ried rích  M iiller, L a  p o s itiv id a d  de los derechos fu n d a m e n ta le s , Ia ed ., 2016 , p. 66).

En e fec to , es un lugar com ún  en  la doc trina  que los derechos fundam en ta les están 

do tados de v a lid ez  ju ríd ic a  y que  uno de los e fec to s  de  d icha  validez  consis te  en  que el 

leg islado r está  v incu lado  por su  con ten ido , po r lo que deben  se r respe tados por Jas leyes que  

los desarro llen , en tan to  que  so n  lím ites al poder que tam bién  suponen  la su jec ión  del Ó rgano  

L eg isla tivo  (F ranc isco  Jav ie r A nsuá tegu i R oig , “ L os de rechos fundam en ta les en P rincip ia  

Inris  (o los lím ites de la T eoría  del D erecho)” , en A n u a rio  de F i lo s o fa  d e l D erecho, X X IX , 

2013 , pp. 43 -55). La o bservanc ia  de estos derechos es tá  garan tizada  p o r el con tro l de 

constiluc ionalidad . Pero , el con tro l de la o bservanc ia  leg isla tiva  de los derechos 

fundam en ta les trop ieza  con  o stensib les d ificu ltades cuando  estos derechos no aparecen  

de te rm in ad o s po r com ple to  en el texto  de la C onstituc ión . En e fec to , cad a  vez que se p lan tean  

aspec to s no rm ativos cuya so lución  no puede ex traerse  ca tegó ricam en te  del texto  de la 

C onstituc ión  se su sc itan  incertidum bres in te rp re ta tivas que deben  ser d isipadas siem pre  que 

los derechos fundam en ta les hayan  de ser ap licados para  tom ar decisiones.

fí. El leg islado r está  hab ilitado  para  in te rven ir los d erechos fundam en ta les, s iem pre  

que lo hag a  den tro  del m arco  p erm itido  por la  C onstituc ión . La a tribución  a la ley de la 

posib ilidad  de  in tervención  en un derecho  fundam ental que  constituye  el ob jeto  de control 

constituc ional es, en  efec to , un p resupuesto  de  la ap licac ión  del p rinc ip io  de 

p ropo rc ionalidad . T oda  ley que  a fec te  de m anera  negativa a una no rm a o una posic ión  que 

pueda ad scrib irse  al ám b ito  de p ro tección  in ic ia l de  un derecho  fundam ental debe ser 

con sid e rad a  com o una lim itación  a ese derecho . La idea de a fec tac ión  negativa  tiene una 

ex tensión  destacab le , deb ido  a que com prende toda c lase  de desven ta jas q u e  una n o rm a  

pued a  p roducir en un  derecho , tales com o suprim ir, e lim inar, im ped ir o d ificu lta r su e jercic io . 

Para que  se p roduzca  esa d esven ta ja  es necesario  que  en tre  la n o rm a  legal y la afec tac ión  del 

e lem en to  fundam ental del derecho  m edie  un nexo de causalidad  o de idoneidad  negativa  —  

ju r íd ic a  o fáctica— . En o tros térm inos, es pertinen te  que la no rm a sea  idónea para sup rim ir
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o e lim inar ju ríd icam en te  la posición  o e lem ento  esencial en el derecho  afec tado  — afectación  

norm ativa— , o bien que sea idónea pa ra  im pedir o d ificu ltar el e jercic io  de  las acc iones que 

hab ilita  el derecho o m enoscabar el esta tus de las prop iedades o situaciones pertenecien tes a 

él — afectación  Táctica—  (sen tencia  de inconstituc ionalidad  105-2014, ya c itada). En todo 

caso , la  ley siem pre  debe respetar el núcleo  esencial de los derechos fundam entales.

3. A. A hora b ien , la ca ta logación  de una d isposic ión  com o una in tervención  negativa 

en un derecho  fundam ental no im plica  au tom áticam ente  su inconstituc ionalidad , sino que 

solo  presupone que con tra  d icha n o rm a  pueden  hacerse  valer las garantías y los m ecan ism os 

de p ro tección  m aterial de los derechos fundam entales. P o r ello , es im portan te  señala r las 

d iferencias que ex isten  en tre  regulación  y lim itación  de derechos fundam entales. L a p rim era 

es su dotación  de con ten ido  m ateria l, es decir, d isposic iones que  es tab lezcan  sus 

m anifestaciones y a lcances, las cond ic iones pa ra  su e jercic io , la o rgan izac ión  y 

p roced im ien tos que sean  necesarios para  hacerlos efectivos y la estructu rac ión  de sus 

garantías. La segunda im plica  la afec tac ión  de  su  ob jeto  o su je tos de fo rm a que  im pide o 

d ificu lta  el e jercic io  de las acciones, p rop iedades o situaciones hab ilitadas por el derecho  

afectado  (por e jem plo , sen tencia  de  5 de  d iciem bre  de 2012 , inconstituc iona lidad  13-2012).

13. a. La C onstituc ión  no solo  p revé  el in stitu to  de la regu lación  y lim itación  de los 

derechos fundam entales. T am bién  con tiene  o tras dos ca tegorías que  in terv ienen  en ellos: la 

suspensión  y pérdida. A sí las cosas^ nuestra  C onstituc ión  estab lece dos supuestos de 

suspensión  de derechos fundam entales: el estab lecido  en  el art. 29 Cn. y  el del art. 74 Cn. 

Según la p rim era d isposic ión , duran te  un régim en de excepción  es p osib le  “su sp en d er” los 

derechos fundam en ta les p rev istos en los arts. 5, 6 inc. I o, 7  inc. I o y 24  Cn. (p rim er tipo  de 

rég im en de  excepción) o los de los arts. 12 inc. 2o y 13 inc. 2 o Cn. (segundo  tipo  de rég im en 

de excepción). D icha suspensión  “podrá afectar la to talidad o parte  del territo rio  de Ja 

repúb lica” ; es decir, su a lcance  es general, no ind iv idual o  concreto . De acuerdo  con la 

segunda form a, se  tra ta  de una particu la r esfera, los llam ados derechos c iudadanos que se 

suspenden  en caso de “au to  de prisión  form al” , “ enajenación  m en ta l” , “ in terd icción  ju d ic ia l” 

o “ negarse  a desem peñar, sin ju s ta  causa, un cargo  de elección popu lar” -— en este  ú ltim o

< spensión du rará  todo el tiem po que deb iera  desem peñarse  el cargo  rehusado— .

otro lado, la pérd ida  de c iertos derechos fundam entales se estab lece  en  el art. 75 

CJn., según el cual, “p ierden  los derechos de c iudadano” los que se encuen tren  den tro  de 

alguno de los sigu ien tes supuestos: los de conducta  no to riam en te  v iciada; los condenados por 

delito ; los que com pren  o  vendan vo tos en  las e lecciones; los que suscriban  ac tas, p ro clam as 

o adhesiones para p rom over o apoyar la ree lección  o la con tinuación  del P residen te  de la 

R epública , o em pleen  m edios d irec tos encam inados a ese fin; y los funcionarios, las 

au to ridades y los agen tes de estas que coarten  la libertad del sufragio .

b. La base para d ife renc iar la lim itación , suspensión  y pérd ida  de derechos 

fundam enta les es la identificación  de su estructu ra  triádica: d isposic ión , norm a y posic iones
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de derecho  fundam ental. E n la sen tenc ia  de 24 de sep tiem bre  de 2010, inconstituc ional idad 

9 1 -2007 , e s ta  sala afirm ó que la C onstituc ión  sa lvado reña  con tiene  una serie  de d isposic iones 

y no rm as sobre  derechos fundam entales. Si toda  d isposic ión  constitucional tiene valo r 

no rm ativo , lo m ism o hab ría  que p red icar de las d isposic iones iu sfundam entales. Al ser 

in te rp re tadas, estas  d isposic iones de derecho  fundam ental perm iten  adscrib ir norm as de 

derecho  fundam en ta l, es decir, lo que la d isposic ión  respec tiva  m anda, p ro h íb e  o perm ite , si 

se tra tase  de una no rm a regu la tiva  (sobre  norm as regulativas: Josep  V ila josana, E l D erecho  

en  acción. La d im en sió n  so c ia l de las norm as ju ríd ica s , 1“ ed., 2010 , pp. 20 -24 ; M anuel 

A tien za  y Ju an  R u iz  M añero , L as p ieza s  d e l D erecho. Teoría  de los enunciados ju r íd ico s , 2“ 

ed ., 4 “ im presión , 2016 , pp. 23-114). E n  c ie rto s casos, una d isposic ión  de derecho  

fundam ental pued e  co n ten e r d istin tas norm as y, p o r ende, d istin to s  derechos, y cada  derecho..........  cra su  vez  puede suponer varias posic iones ju ríd icas .
En consecuenc ia , puede a firm arse  que las no rm as de derecho  fundam en ta l son 

aque llas  que  se expresan  m ed ian te  d isposic iones iusfundum entaJes, siendo estas ú ltim as los 

enunc iados con ten idos en  el tex to  de la C onstituc ión  (R obert A lexy , Teoría  de los d erechos  

fu n d a m e n ta le s , 2° ed ., 2012 , p. 45). Pero , adem ás, los derechos fundam en ta les, v istos com o 

un todo , incorporan  o tro  e lem en to  que  se com p lem en ta  con los o tros dos: la  posición  

iu sfundam en tal o, com o le ha denom inado  esta sala , las m odalidades de  e je rcic io  del derecho . 

Las p osic iones ju ríd ic a s  iu sfundam en tales pueden  consistir en un derecho  a a lgo , libertad , 

co m p eten c ia  o  inm unidad  (C arlos B em al P u lido , D erechos, cam b io  constituc iona l y  teoría  

ju r íd ica . E scrito s de D erecho  C onstituc iona l y  teoría  de l D erecho, 1“ ed., 2018 , pp. 25-28).

U n derecho  a algo  es una  posición  ju ríd ic a  en  la  que el titu la r tiene  un derecho  a que 

el d estina ta rio  hag a  u om ita  algo; de m anera  co rre la tiva , el destina tario  tiene el deber de hacer 

u o m itir  algo fren te  al titular. La libertad  es u n a  p osic ión  ju ríd ic a  en la que el titu la r  es lib re 

fren te  al d estina ta rio  para  hacer u o m itir  algo; de m anera  co rre la tiva , el destina ta rio  carece  

de un  derecho  a algo pa ra  im pedir que  el titu la r haga u o m ita  algo. La com petenc ia  es una 

p osic ión  ju ríd ic a  en  la que, m edian te  una acción o un con jun to  de acciones del titu lar, puede 

m od ificarse  la s ituac ión  ju ríd ic a  del destina tario ; de m anera  co rre la tiva , el destina tario  tiene  

u n a  su jec ión , po rque  está  su je to  a que su situación  ju ríd ic a  pueda m od ificarse  com o 

co nsecuenc ia  de la acción  o las acciones del titu lar. Por ú ltim o, la inm unidad  o barrera es una 

posic ión  ju ríd ic a  en la que la  situación  ju ríd ic a  del titu la r  no puede ser m od ificada  p o r las 

acciones del destina tario ; de m anera  corre la tiva , el destina ta rio  carece  de com petencia  para 

m od ificar, m ed ian te  sus acciones, la situación  ju ríd ic a  del titular.

c. L im itac ión  y suspensión  de derechos so n  cosas  d istin tas. Para exp licar esta  

d ife renc ia  relevan te  para  los e lec to s  de esa sen tencia , se debe partir de  un argum ento  

p ragm ático  según el cual el constituyen te  y el leg islador no hacen  p rev isiones inú tiles o 

d estinadas a  se r ineficaces (sen tencia  de  23 de  enero  de 2019 , con troversia  1-2018), lo que 

llev a  a d esca rta r  que cuando  el constituyen te  p rev ió  la lim itación  y la suspensión  de derechos
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en d isposic iones  d istin tas (arts. 29 , 74 y 246 C n.) haya  querido  refe rirse  a  lo m ism o . Esto 

genera  consecuenc ias  im portan tes. P o r e jem plo , para  lim ita r un derecho  fundam en ta l 

m edian te  ley form al se requ iere  del vo to  de la m itad  m ás uno  de los d ipu tados e lec tos, es 

decir, una m ay o ría  sim ple  (art. 123 inc. 2°  C n.). En cam bio , p a ra  su sp en d er d erechos 

fundam en ta les en el m arco  del rég im en  de excepc ión  (art. 29  C n .) se req u ie re  del v o to  d e  por 

los m enos dos terc ios de los d ipu tados e lectos, o sea, m ayoría  ca lificad a  o rd inaria  (arl. 131 

ord . 27° C n.) y, cn el caso  de la su spensión  de los derechos reconocidos en los arts. 12 inc. 2 

y  13 inc. 2 C n., se  ex ig e  el vo to  favorab le  de las tres cuartas  p a ite s  de los d ipu tados e lec to s , 

es decir, m ayo ría  ca lificada  ex trao rd in a ria  (art. 29 inc. 2°  C n.). La lim itación  de  derechos 

es tá  so m etid a  al p rincip io  de reserva  de ley, en donde  la  C onstituc ión  so lo  fija el o rden  m arco 

para que el leg islador pueda  lim itarlo s m ed ian te  ley fo rm al (siendo  es te  un  lugar co m ú n  en 

la d o c trin a  y ju risp ru d e n c ia  constituc ional com parada  y nacional), m ien tras que la suspensión  

de derechos está som etida  a una rese rv a  de C onstituc ión , pues so lo  es posib le  hacerla  en los

casos  exp resam en te  p rev istos cn esta .

L a  d ife renc ia  en tre  am bas figu ras d escansa  en que la co nsecuenc ia  de la lim itac ió n  de
. V '  . . .un derecho  fundam ental es la sup resión  de  u n a  d e  sus posic iones ju ríd ic a s , pero  sin  incid ir 

en el resto : en cam bio , la su spensión  de un derecho  fu ndam en ta l, en un rég im en  de excepc ión , 

sup rim e su stanc ia lm en te  de te rm in ad as posic iones ju ríd ic a s  de ese derecho , p e ro  

excepc ionalm en te  quedan  perm itidas c iertas m odalidades de e je rcic io . Es d ec ir que , en  

sín tesis , en la p rim era  la reg la  general es la posib ilidad  de e je rc ic io  del derecho  y la excepc ión  

es su no ejercic io  (o su  restricción  o lim itación), m ien tras  que cn la segunda la  reg la  general

la posib ilidad  de  e je rce r a lgunas de sus m an ifestac iones.es ei no e je rc ic io  y la exeep

E x isten , pues, dos tipos de  suspensión  de derechos. U n a  es la suspensión  general y la 

o tra  es la su sp en sió n  ind iv idual. L a p rop iedad  d e fin ito ria  de  la p rim era  es que la su spensión  

no es tá  d irig id a  a una persona en particu la r, sino  a  una  p lu ra lidad  en  genera l y en abstracto . 

A cá no se iden tifica  a la persona  a la q u e  se le su spende  el derecho; m ás b ien , las personas 

afec tadas serán  aque llas  que estén  situadas en el lugar (en todo  o en parte  del te rrito rio ) en 

que se decre ta  la suspensión . Este tipo  de suspensión  general de  d e rech o s so lo  es p o s ib le  en 

un rég im en de excepc ión . E n  cam bio , la su spensión  ind iv idual de d erechos se p roduce  

cuando  la persona  que queda a fec tada  con  la su spensión  es iden tificada  o ind iv idualizada , 

p o r  encon trarse  cn  un caso  p rev is to  en la C onstituc ión , sin que  p o r ello  o tra p e rso n a  resu lte  

afec tada . Este ú ltim o  tipo d e  suspensión  solo  es adm isib le  en los casos p rev is to s  cn el arí. 74 

Cn.
P o r o tro  lado, la suspensión  general de un derecho  fundam enta l en la to ta lidad  o en 

parte  del territo rio  so lo  es posib le  m ed ian te  u n  rég im en  de excepc ión  (art. 29 C n.). deb ido  a 

que este  es un m ecan ism o  inm un ita rio  del p rop io  o rdenam ien to  ju ríd ic o  que im p lica  

su spender tem poralm en te  c ie rto s de rechos fundam en ta les para  p ro teg e r un  in terés com ún  

re lacionado  a  o tro s  d erechos fundam en ta les y  lograr nuevam en te  la s ituac ión  de no rm alidad
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en  la que  operan  p lenam en te  (B enito  A láez  C orral, “El concep to  de su spensión  general de 

ios d e rech o s  fundam en ta les”, en  Luis M aría  L ópez  G uerra  y E duardo  E spín  T em plado , La  

de fen sa  de! E stada , 1“ ed., 2004 , p. 236). P ero , si se  tra ta  de la suspensión  ind iv idual — a una 

persona o perso n as de te rm inadas— , p o r la rese rva  de C onstituc ión  ex isten te , esto  so lo  es 

posib le  en  los casos que  es ta  lo p e rm ita  y po r la au to ridad  com peten te , es decir, aquella  a 

qu ien  la  C o n stitu c ió n  le confiere  poder expreso  pa ra  tal efecto . Y cuando  so lo  p revea  la 

com petenc ia , sin  d e te rm in ar la au to ridad  a  la que  se le ad jud ica, po r un argum en to  a  fo r l io r i  

de las razones que se aducen  en favo r de la  reserva  de ley, la au to ridad  com peten te  se rá  

aque lla  que se de te rm ine  m edian te  ley form al. P ero , en n ingún  caso  es p osib le  es tab lecer 

su spensiones  de d erechos fundam enta les que no sean  las constituc ional m ente adm isib les.

d. F inalm ente , la d ife renc ia  entre la suspensión  y pérd ida  de d erechos fundam en ta les 

consiste  en  que la segunda suprim e todas las m odalidades de  e je rc ic io  de  los derechos 

dec la rad o s com o perd idos, sin  excepción . A d ife renc ia  de la  lim itación , en  la  que so lo  se 

res tringe  a lguna  posic ión  iu sfundam en tal, y de la suspensión , en la que se restringen  todas 

las m odalidades de e jercic io , salvo  las que se declaren  com o perm itidas, en la pérd ida  de 

d erechos queda  sustra ída  la to ta lidad  de posic iones iu sfundam en tales (o m odalidades de 

e je rc ic io ) que están  a lbergadas en un derecho , de m anera  que su e jercic io  se to rna  im posib le  

de  fo rm a abso lu ta  m ien tras dure  Ja s ituac ión  de pérd ida. E sta  pérd ida  de derechos debe  

rea lizarse , a l igual que la suspensión , en  los casos que la C onstituc ión  perm ite  y p o r la 

au to ridad  com peten te , pod iendo  recuperarse  o vo lverse  a  e jecu ta r hasta  que la m ism a 

au to ridad  los rehab ilite . E sta  dec la ra to ria  de pérd ida  de derechos puede realizarse  sin  

necesidad  de  q u e  ex ista  un rég im en  de excepción , pero  en los casos p rev istos por el art. 75 

C n ., y la pérd ida  está  solo  referida  a  los derechos de c iudadan ía , sin a fec ta r o tros derechos.

V IL  La C onstituc ión  fren te  a  situac iones de  em ergencia .

1. A. Las em ergenc ias constituc ionales son  aquellos even tos o situac iones de carác te r 

ex trao rd ina rio  y  excepc ional que, p rec isam en te  p o r  su  pato log ía  o anorm alidad , p e rtu rban  el 

onstitucional, p o r lo que se vuelve necesaria  su  regu lación  a  efecto  de p rede term inar:ional,

gim en que se adop tará  para  a fron tarlos (sen tencia  de 14 de  leb rero  de 1997,

orden  c

el _

inconstituc iona lidad  1 5-96). Esta regu lación  constituc ional recibe el nom bre de “ D erecho  de 

ex cep c ió n ” o “ D erecho  C onstituc ional de ex cep c ió n ” y, al m enos concep tua lm en te , es una 

garan tía  frente a las situac iones de cris is  constituc ional inusitadas, por la que  se su spende  la 

v igencia  de c iertos derechos y libertades (José M aría  L afúen te  B aile , “ L os estados de alarm a, 

excepc ión  y s itio ”, en R evista  de D erecho  P o lítico , n° 30, 1989, p. 25). Este D erecho  puede 

d efin irse  com o el con ju n to  de  no rm as constituc ionales q ue  sirven  p ara  hacer fren te  a  las crisis  

sin  ren u n c iar a la fuerza no rm alizado ra  del D erecho , pues es el resu ltado  de una tensa 

ev o lu c ió n  que  rac ionaliza  la necesidad  y los lím ites de la  acción  del Ó rgano  E jecu tivo  (C arlos 

G arrido  L ópez, “ N atu ra leza  ju r íd ic a  y con tro l ju risd icc io n a l de las decisiones
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constitucionales de excepción” , en R evista  E spañola  de D erecho C onstitucional, n° 110, 

2017, pp. 45 y  48).

Las constituciones latinoam ericanas que, com o las de E l Salvador, se insp iraron  en 

los m odelos estadounidense e hispánico por conducto  de la C onstitución  de C ádiz  de 1812, 

tuvieron la base de la ideología liberal de la R evolución francesa. Por ello, tal com o en 

Francia durante la revolución , m uchas regularon las situaciones de em ergencia  y los m edios 

para superadas. Pero , la inestabilidad política de L atinoam érica fue determ inante  para  el 

recurso continuo a la represión  ex traconstitucional, lo que llevó a que este D erecho de 

excepción  fuese em pleado con el fin contrario  a su regulación , ya  que en lugar de serv ir para 

la conservación  del orden constitucional durante la  situación ex traord inaria , fue la base para 

largos períodos de gobiernos autoritarios que propiciaron una  “ inflación constituc ional” bajo 

la convicción de que una nueva C onstitución — usualm ente  de sim ilar conten ido  a su 

predecesora—  podría so lucionar los graves problem as políticos, sociales y económ icos que 

siem pre han abrum ado a la reg ión  latinoam ericana. Sin em bargo , los nuevos textos 

constitucionales generalm ente solo se aplicaban en una m ín im a parle  a la realidad (H éctor 

F ix-Z am udio , “ Los estados de excepción  y la defensa de la C onstituc ión” , en B oletín  

M exicano de D erecho C om parado , n° 1 11 ,2 0 0 4 , p. 806").

Es tal el riesgo de que el D erecho C onstitucional de excepción conduzca  a  resultados 

pern iciosos para la instilueionalidad  dem ocrática, que ciertos sectores de pensam iento  lo 

califican com o “ la d ictadura institucionalizada por el constituc ionalism o” . Por esta razón, su 

aplicación debe ser rigurosa y su jeta  a lím ites estrictos (Cfr. F rancisco  Fernández Segado, 

"L a constitucional ización de la defensa ex traord inaria  del Estado. En lom o  a la  obra de Pedro 

C ruz V illalón, ‘El estado de sitio  y la  C onstituc ión ’” , en Revista  E spañola  de D erecho  

C onstituciona l. n° 4, 1982, p. 2 3 1). D ebido a esto , se excluye la posibilidad de invocar hechos 

reiterados u ord inarios com o justifican tes de la declaratoria  de cualquier fo rm a de em ergencia 

constitucional (C orte  C onstitucional de C olom bia, sen tencia  de 25 de febrero de 2009, C- 

135/09
B. N uestra  C onstituc ión  reconoce dos form as básicas de afron tar las situaciones de 

em ergencia: el régim en de excepción (arts. 29 , 30 y 3 1 C n.) y la em ergencia  nacional (art. 

221 inc. 2° Cn.). Su elem ento  com ún es que necesariam ente  deben serv ir para  gestionar y 

repeler aquellas perturbaciones que puedan poner en peligro elem entos y cond iciones 

esenciales del sistem a constitucional y que tengan la posibilidad de am enazar po r encim a de 

un lím ite critico  (C orte C onstitucional de C olom bia, sen tencia de 7 de m ayo de 1992, C- 

004/92). A  esto habría que agregar el estado de em ergencia a que se refiere el art. 24 de la 

Ley de P rotección C ivil, Prevención y M itigación de D esastres (L PC PM D ), com o regulación 

legal que tam bién tiene una finalidad reactiva frente a los desastres, pero jam ás  debe perderse 

de v ista  su carácter in fraconstilucional, y  por ende la  su jeción  estricta  a la C onstitución .
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T rad ic ionalm en te , todas tas em ergencias constituc ionales se in terp re taron  bajo  el 

parám etro  de la “ gradualidad” , según  la  cual el paso  de una a o tra  deb ía  ser sucesiva  y 

esca lonada , en virtud del aum ento  de la  in tensidad  y /o  gravedad  de la  s ituación  crítica . N o 

obstan te , con el paso  del tiem po fríe cobrando  fuerza  la idea de que todos esos institu tos son, 

en rea lidad , figuras con conten ido  d istin to  y que  sirven para  a tender a cada em ergencia  

esp ec ifica  — de acuerdo  con su  natu ra leza  y g ravedad— . E s decir, no se tra ta  de fases o 

esca lones de  una  m ism a operación que necesiten  del ago tam ien to  de a lguna que le an teceda  

(P edro  C ruz  V illa lón , “ El nuevo derecho  de excep c ió n ”, en  R evista  E spaño la  de D erecho  

C onstitucional, n° 2 , 1981, pp. 95-103; y  F rancisco  F ernández  Segado, “ La Ley O rgánica de 

los estarlos de  a larm a, excepc ión  y sitio” , en R ev is ta  de D erecho  Político , n° 11, 1981, p. 89). 

Este ú ltim o es el m odelo  adoptado  po r nuestra  C onstituc ión , pues no estab lece  cond ic iones 

de ap licac ión  re lac ionadas con  el ago tam ien to  de una fase p rev ia  a la adopción  del rég im en 

de excepción  o de la dec la ra to ria  de em ergencia  nacional.

2. A. E stab lecido  lo an terior, debe lim inarm ente  exam inarse  la cuestión  de la 

em ergenc ia  y, particu la rm en te , una de sus concreciones: la em ergencia  po r desastre, El 

estado  de em ergencia  a que se refiere el art. 24 L PC PM  D opera en  parte  o en lodo el territo rio  

nacional, p rev ia  declarac ión  de la A sam blea L egisla tiva a petic ión  del Presidente de la

,eg is la th  aR epúb lica  — a m enos que la A sam blea  Legis istuv iere  reunida, com o cuando se

encuen tra  en período  de vacaciones, en cuyo caso  el P residen te  es com peten te  para hacerlo
„  i a  >

d irec tam en te  (art. 24 inc. 2° L P C P M D )— . Al respecto , en la reso lución  de 22 de m ayo de 

2020 , inconstituc ionaiidad  63-2020 , esta  sala sostuvo  que la expresión  “no estuv iere  reun ida” 

no p o d ría  en tenderse  com o “ de m om ento  no es tá  en  sesión  o no está sesionando” , sino  com o 

un im ped im en to  p roven ien te  de fuerza  m ayor o de caso  fo rtu ito  que co loque a los d ipu tados 

de la  A sam blea  L egisla tiva en la im posib ilidad  de sesionar. D e m anera que el P residen te  de 

la R epúb lica  no es tá  hab ilitado  para  declarar un  estado  de em ergencia  po r el so lo  hecho de 

que aquella  no esté sesionando . Para que pueda  hacerlo , es cond ición  necesaria  que a  la 

A sam blea  L eg isla tiva  le resu lte  im posib le  sesionar. A hora  bien, cuando el P residente  haga 

esta  p ropuesta , la A sam blea  L eg isla tiva  tiene la  responsab ilidad  de sesionar con  urgencia, sin  

m ás trám ite  que  el de la convocato ria , pa ra  deliberar la  p ropuesta  de em ergencia . Y  esto  es 

así aunque se esté  en  d ías y  horas inhábiles.

Al respecto , es p rec iso  ind icar que no puede ac tuarse  o in terp retarse  las d isposic iones 

legales com o si los funcionarios p úb lico s  de un  órgano constituc ional estuv iesen  

perm anen tem en te  en el lugar físico en que desem pefian  sus labores. Pero, sí puede esperarse  

que, cuando  la u rgenc ia  y sus deberes constituc ionales de tu te la  de los derechos 

fundam enta les así lo ex ijan , se hagan  p resen tes a  él lo m ás p ronto  posib le  — aunque esto 

suponga hacerlo  en días y hora  de descanso— . A sí lo en tend ió  incluso el constituyen te  m ism o 

al p rever figuras com o la convocato ria  ex trao rd inaria  de la A sam blea  L egisla tiva por parte 

del C onsejo  de M in istros (art. 167 ord. 7°  C n.) y al a firm arse  que la adopción  del rég im en  de
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excepc ión  por el C onsejo  de M in istro s estaba  ju stifica d a  “ porque [la A sam b lea  L eg isla tiva] 

es tá  en el tiem po  de las fiestas de agosto , [n jav id ad  o cu a lq u ier c ircunstanc ia  p a rec id a” 

(in tervención  del d ipu tado  R ey P rendes en los debates constituyen tes, co n su ltad o  en las 

versiones taqu ig ráficas que con tienen  d iscusión  y aprobación  del p royecto  d e  la  C onstituc ión  

d e  la  R epúb lica  de 1983, tom o III, sesión  del 24 de  agosto  de 1983, p. 16).

E ntonces, en la ac tua lidad , “no  esta r reu n id a” ún icam en te  equ iva le  a no poder 

sesionar por m otivos de fuerza m ayor o caso  fo rtu ito , de tal m an era  que estos supuesto s  bagan  

que m ateria lm en te  sea  im posib le  que  la A sam blea  L eg isla tiva  pueda reu n irse  para  adop tar 

una  decisión , después de haberse  ago tado  todas las posib ilidades pa ra  e llo . Es del caso  ac larar 

que cuando  la C onstituc ión  alude  a que d icha  asam blea  “ no estuv ie re  reu n id a” , parte  de un 

resab io  h istó rico  en el cual ex istían  los “ recesos leg isla tivos” que con tem p laban  las d ife ren tes  

constituc iones , s itu ac ió n  que la  ac tual C onstituc ión  no  reconoce . En conc lu sión , la 

in terp re tac ión  c o n e c ta  es  la  exp resada  en esta  sen tencia .

La razón  por la que  es ta  d isposic ión  debe  in te rp re ta rse  d e  es ta  fo rm a es p o rq u e  se 

tra ta  de la  m ejo r opción  in terp reta tiva para  m an tener dos estados de cosas que son v ita les: (i) 

en prim er lugar, la separac ión  o rgán ica  de  funciones (art. 86 inc. 1 ° C n .), que  es un p rincip io  

constituc ional fundam ental para  la dem ocrac ia  repub licana  que  debe  incid ir en la 

in terp re tac ión  de la ley, ya que los operadores ju ríd ic o s  deben  “ rea lizar una in te rp re tac ión  

sistem ática , integral y  a rm ón ica  de las [d isposic iones legales] a la luz de  los con ten idos 

constituc ionales” (sen tencia  de 18 de enero  de 2 0 1 6 , inconstituc iona lidad  126-2013); y  (ii) 

en segundo  lugar, eq u ilib ra r los frenos y contra pesos cn el e je rcic io  del poder, porque, de 

ad m itir  que  el P residen te  pueda d ec la ra r el estado  de em ergencia  po r la so la  razón de que la 

A sam blea  L eg isla tiva no estó m ateria lm en te  reun ida , se esta ría  acep tando  que se hab ilite  a sí 

m ism o para rea lizar los cu rso s de  acción  que perm ite  d icho  estado .

li a. Las dos form as de dec la ra to ria  de estado  de em ergenc ia  conducen  a dos 

escenarios d iferen tes. C uando  lo hace la  A sam b lea  L eg isla tiva  a pe tic ión  del P residen te , 

com o se d ijo , es ta  debe  sesionar con u rgencia , sin  m ás trám ite  que el de la  co nvocato ria , p a ra  

de liberar la  p ropuesta  de em ergencia . La ce le ridad  con  que debe  reu n irse  debe  co n sid e rar 

ún icam en te  el m ín im o de tiem po  ind ispensab le  p a ra  in fo rm ar a los d ipu tados (ap rovechando  

las ven ta jas que  ofrecen  las tecno log ías de  la in fo rm ación  y com u n icac ió n ) y  p a ra  que  esto s 

se desp lacen  hacia la sede de la A sam blea  L eg isla tiva. A quí debe  partirse  de  la p resunc ión  

de que el país es ta ría  fren te  a  una s itu ac ió n  constitu tiva  de un hecho no to rio , pues esta  sería  

la que m o tiv aría  la convocato ria . C onsecuen tem en te , al conocer de la ex istencia  de una 

situac ión  excepcional, los d ipu tados deben  ser coheren tes con  sus ob ligac iones  de respe to  y 

garan tía  de los derechos fundam en ta les de la p e rso n a  hum ana y, p o r e llo , an tic ipa rse  a la 

posib ilidad  de la  convocato ria  y  esta r cn  d isposic ión  de asistir.

A  la petic ión  que  se haga  a la A sam b lea  L eg isla tiv a  debe  a d ju n ta rse  la ev id en c ia  del 

riesgo o pelig ro , con  inform es técn icos o c ien tíficos, ya que son los e lem en to s  p a ra  v a lo ra r
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la necesidad  de d ec la ra to ria  de em ergenc ia  (art. 24  inc. 1 ° L PC PM D ). En la sesión  leg isla tiva  

respectiva , el p roced im ien to  debe ser conform e con  los estándares constituc ionales y 

ju risp ru d e n c ia le s  para las de liberac iones parlam entarias. Sobre todo, debe valo rarse  el uso 

de la d ispensa  de  trám ite conform e al R eg lam ento  In terno  de la A sam blea  L eg isla tiva  (art 

76), deb ido  a  que podría  se r necesaria  por la urgencia  del caso. La decisión  adop tada puede 

ser en  favor o en con tra  de la declara to ria  de estado  de em ergencia .

b. C u a lq u ie r funcionario  del Ó rgano E jecu tivo  — en especial, los m in istros—  tiene  

a tribuciones para  hacer fren te  a las situaciones de em ergenc ia  y de necesidad . Es d ec ir que 

hdbría un  erro r de com prensión  si se afirm ara  que se requ iere  de una dec la ra to ria  de 

em ergenc ia  para  poder afron tarla , pues tienen  las com petencias y facultades para  rea lizar las 

acciones necesarias  de e jecución  de  ob ras de p revenc ión  y m itigación , de con fo rm idad  a lo 

que le perm ite  el m arco  legal. ^ o \
En realidad , la declara to ria  leg isla tiva  del estado  de em ergencia  represen ta  

ún icam en te  una hab ilitac ión  para que, m ediante  un decreto , el E jecutivo  pueda rea lizar cursos 

de acción  de desarro llo  de los ám bitos que la ley form al regula, siem pre  y cuando sea la 

m ism a ley la que p revea  tal h ipótesis. La dec lara to ria  de em ergencia  por el P residen te  de la 

R epública  so lo  es adm isib le  constituc ionalm en te  cuando  a la A sam blea  L eg isla tiva real y 

m ateria lm en te  le resu lte  im posib le  reunirse, según  se ha d icho. Y para  que tal declara to ria  

sea vá lida , es condición  n ecesa ria  que el P residen te  lo in fo rm e inm edia tam ente  a la A sam blea

L egisla tiva  (art. 24 inc. 2°  L.PCPí C ualqu ier o tra  fo r m a  de llevar a cabo esta
d ec la ra to ria  del estado  de em ergencia  es inconstitucional.

En este punto  deben  ser consideradas dos cuestiones. La p rim era es que, de acuerdo 

con lo d icho , la dec la ra to ria  de  un estado  de em ergenc ia  rep resen ta  una hab ilitac ión  para 

excep tuar c iertas reg las legales con ten idas en o tros cuerpos norm ativos d istin tos a la 

L P C P M D , com o en  el caso  de  la con tra tac ión  d irecta  a  la que se refiere  el art. 72 letra b de 

la Ley de A dqu isic iones y C on trataciones de la A dm in istrac ión  Pública (L A C A P), que es 

una excepc ión  a la regla general de licitación fundada en la ex igencia  constituc ional de 

p rom over la com petenc ia  (art. 110 C n. y 59 L A C A P ) (Juan  José  M ontero  Pascual, La  

C om isión  N a c iona l de los M erca d o s y  la  com petencia . 1“ ed., 2013, p. 29 ); y a su  vez, en el 

deber de garan tizar la transparenc ia  y con tra lo ría  c iudadana e institucional (la con tra tac ión  

d irec ta  tam bién  se rige p o r el p rinc ip io  de m áx im a pub lic idad , pero en  ella  es m ás d ifícil el 

con tro l), m ax im izando  la p robidad  y p rev in iendo la corrupción .

La segunda  cuestión  — que tam bién  apoya la tesis de  la excepcional idad—  es que  la 

d ec la ra to ria  por p a rte  del P residen te  es una au tohab ilitac ión  para  actuar, deb ido  a que él 

d ec la ra ría  la  em ergenc ia  y s im ultáneam en te  se declararía  a sí m ism o  com o au to ridad  m áxim a 

para e jecu ta r los p lanes de con tingencia  (art. 25 L PC PM D ). Y es que la L P C P M D  prevé  un 

s is tem a  de declarato rias de a le rta  que, salvo  even tualidades, van  escalando  según los 

térm inos de la ley  y de  su  reg lam ento , de m anera  que la ex istencia  de las a lertas verde,
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am arilla , naran ja  y ro ja  son ind icativas de la g radualidad  de una  em ergenc ia  y  de que  su 

escalada  puede ser hasta  c ierto  punto  p rev isib le  (arl. 58 de) R eg lam en to  G eneral de la Ley 

de P ro tección  C ivil, P revención  y M itigación  de D esastres), lo que conduce  a  la posib ilidad  

de  pedir a la A sam blea  L eg isla tiva  que declare  el estado  de em ergenc ia  con la su fic ien te  

an telación  a la ocurrencia  del evento , pues se asum e que este tiene una base o b je tiva  y 

c ien tífica , no especu lativa. A sí, las d isposic iones de la L PC PM D  debe  ser in terp re tadas no 

por sobre  las d isposic iones constituc ionales, la  ley siem pre  estará  som etida  al m arco  

constitucional.

A hora bien , para justificar una  declara to ria  de em ergencia  de este  tipo , la 

docum entación  debe  ser rem itida  a la  A sam blea  L eg isla tiva  lo m ás p ron to  posib le , y  tiene 

po r ob jeto  que esta se p ronuncie  sobre  la declara to ria , bien sea ra tificándo la  con o sin 

m od ificac iones, o dejándola  sin efecto . Esto debe ser así, debido  a que, de lo con trario : (i) 

carecería  de sen tido  pragm ático  que el Ó rgano E jecutivo  deba in fo rm ar a  la A sam blea  

L eg isla tiva  (arl. 24  inc. I o L PC PM D ), pues el L eg isla tivo  pasarla  a  ser solo un esp ec tad o r de 

lo decid ido  y el in fo rm e carecería  de  propósito  práctico  a lguno; (ii) se adm itiría  que un 

decreto  e jecu tivo , de m enor je ra rq u ía  que  la  ley, pueda co locarse  po r encim a d e  e s ta  al 

excep tuar d isposic iones con ten idas en o tras leyes d istin tas a la  L PC PM D , lo cual e s tá  vedad  

por la C onstituc ión ; (iii) se abriría  la posib ilidad  de que se  deslegalice  una  m ateria  reservada 

a la ley; y (iv) el E jecu tivo  tend ría  una com petencia  que le perm itiría  ad jud icarse  a tribuciones 

a sí m ism o, que no le reconoce la C onstitución.
-  . • y 1 . .En consecuencia , incluso cuando  el P residen te  de la R epúb lica  declare  un estado  de 

em ergencia , este  deberá  tener el m ín im o de v igencia ind ispensab le  para  que  la A sam blea  

L eg isla tiva  pueda rec ib ir su  inform e. L uego , esta  se  encon trará  ob ligada  a sesionar con  

urgencia  en los térm inos ya exp licados, conocer de  él, decid ir si lo ra tifica  o lo deja sin efecto  

—-con o sin m odificaciones—  y, en  caso  de  ratificarlo , de te im in ar su  período  de  v igencia. Si 

la A sam blea L eg isla tiva decid iera  dejarlo  sin efecto , la consecuenc ia  se ría  la deshab ilitac ión  

pa ra  que el Ó rgano  E jecutivo  pueda, por v ía  de  decreto  ejecutivo , regu lar las m aterias que 

solo pueden ser regu ladas p o r ley form al, pues el órgano ejecu tivo  no puede lim itar 

sustancial m ente derechos fundam enta les m ediante la vía del decreto  e jecu tivo . Pero , ello  no 

significa que el Ó rgano  E jecutivo no pued a  a fron tar la em ergencia , com o se dijo .

C onstituye fraude a  la C onstituc ión  que, p o r  m ed io  de la em ergenc ia , se afec ten  el 

núcleo  esencial de los derechos fundam entales de los habitantes su jetos a  un  rég im en  de

excepción , pues e llo  no puede hacerse  ni p o r la  ley que regu le  la em ergencia , m uchos m enos 

po r los decre tos e jecu tivos que la desarro llen  p o r v ía de rem isión.

C. Según el inciso  I o del arl. 24 L PC PM D , su condición  de ap licac ión  es que lo 

am eriten  “el riesgo  o pelig ro  p rovocado  p o r un desastre  para  las personas, sus b ienes, 

serv ic ios púb licos o ecosistem as” . Según el art. 4  letra g LPC PM D , un desastre , sea  que se 

o rig ine  en causas naturales o po r el se r hum ano, “es el conjunto  de daños a la v ida  e in tegridad
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fís ica  de las personas, pa trim on io  y ecosistem as del país, o rig inados p o r los fenóm enos 

natu ra les, so c ia les  o tecno lóg icos y que requ ieren  el aux ilio  del Estado” . P o r otro  lado, de 

acuerdo  con  el art. 4 le tra  i L P C P M D , el riesgo  es la p robab ilidad  d e  que un  evento  

am en azan te  se  co n v ie rta  en  un desastre  al im pac ta r a un cong lom erado  socia l vu lnerab le . En 

consecuenc ia , es el p roducto  de la am enaza  m ás la vu lnerab ilidad  y se reduce incid iendo  

sobre  am bos e lem en tos o al m enos en uno  de ellos.

Del art. 24 inc. 1 ° L P C P M D  se infiere que la  declara to ria  de un estado  de  em ergenc ia  

se rige  po r los lím ites que dev ienen  del p rinc ip io  de  p roporc ionalidad , a los que esta sa la  hizo 

refe ren c ia  — en tre  o tras—  en la sen tencia  de inconstituc ional idad 61 -2009 , ya c itada. Solo 

así co b ra  sen tido  que  esta  se cond ic ione  a que se tom e en cuen ta  “ la ev idenc ia  del riesgo  o 

pelig ro  y la  ponderac ión  que  le haga al respecto  el D irec to r G eneral [de P ro tección  C iv il, 

P revenc ión  y M itigación  de D esastres]” . En todo  caso, un estado  de em ergenc ia  nun ca  puede 

su p o n e r la suspensión  de  los derechos fundam en ta les (art. 24 inc. 3 o L P C P M D ), de m anera  

que d icha  su spensión  queda  reducida  al ám bito  de ap licac ión  de  un  rég im en  de excepción , 

con la consecu en c ia  de que  una em ergenc ia  de las que regu la  el art. 24 L P C P M D  no puede 

invertir la funcionalidad  de ta les  derechos y v o lv e r  su  no  ejercic io  en la reg la  general y su 

e je rcic io  en la excepción . Esto es p lenam en te  razonab le , pues si este  estado  pudiese  ten e r el 

m ism o  efec to  ju ríd ic o  y m ateria l que un rég im en de excepc ión , en tonces debería  su je tarse  a 

las m ism as reg las  y p rinc ip io s constituc ionales co nd ic ionan tes  y lim itadores que él.

E n con co rd an c ia  con lo d icho , el art. 26  inc. 1 ° L P C P M D  estab lece  que el decre to  de 

estado  de em ergenc ia  “ supone la  conducción  ág il, transparen te  y e fic ien te  del esfuerzo

nacional, po r lo que la m isa  

el rie sg o ” . P o r tan to , en

m ed idas inm ediatas que  se tom arán  para  en fren tar 

_ reg las de  acción , es decir, norm as que ind ican  de

fo rm a ce rrada  lo que pueden , no pueden  y deben  h acer el P residen te  de la R epública  y quienes 

le apoyen  du ran te  la em ergenc ia  (ej., la  Policía  N acional C ivil y/o la Fuerza A rm ada, según 

los arts. 29  y 30 L P C P M D ), ya  que  de acuerdo  co n  el art. 25 L P C P M D  él es la au to ridad  

m áx im a  en  la e jecuc ión  de los p lanes de con tingencia  de p ro tección  civ il y  m itigación  de 

desastres  (sob re  reg las de acción: M anuel A tienza , E l sen tido  del D erecho, 1“ ed ., 3a 

im presión , 2012 , pp. 90-92).

D uran te  un estado  de em ergenc ia  es ob liga to rio  que el D irec to r G eneral de P ro tección  

C iv il, P revenc ión  y M itigación  de D esastres ponga a d isposic ión  de los m edios de 

co m u n icac ió n  social los bo letines de a lertas o de  av isos im portan tes a la com un idad  que 

em an en  de la  d irección  general que  p reside , o rgan ism os del S istem a N acional de P ro tección  

C iv il, P revención  y M itigac ión  de D esastres o d irec tam en te  del P residen te  de  la R epública  

(art. 31 L PC PM D ). E sto  se debe a  la im portanc ia  cap ita l del derecho  de acceso  a  la 

in fo rm ación  púb lica  y  de la libertad  de exp resión  e  in fo rm ación  para una sociedad  

dem ocrática , en especial du ran te  períodos de desastre  o em ergenc ia  (sen tencia  de 

in constituc iona lidad  13-2012, ya citada; C orte  ín te ram erican a  de D erechos H um anos, C aso
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Lagos del C am po  v.v. Perú, sentencia de 31 de agosto de 2017, y  C aso Claucfe R eyes y  o íros  

vs C hile , sentencia de 1 9 de sep tiem bre de 2006; y  Salvador Soto Lostal, E l derecho  de  

acceso a la inform ación. E l Estado socia l y  el buen gobierno. 1" cd ., 201 1, p. 48).

La situación de em ergencia  no supone la  inobservancia  de las au to ridades para 

cum plir con la eficacia  del acceso  a la in form ación pública, pues éste, adem ás de se r un 

derecho fundam ental ya  reconocido  por esta sala, se vuelve m ás im perioso de ser protegido 

en situaciones de em ergencia , en las cuales la v io lación  de los derechos fundam entales puede 

agravar su situación de vulnerabilidad ante actos del estado o de particulares. Especial 

protección supone, adem ás, el uso de los b ienes y los fondos públicos.

3. Según los precedentes constitucionales, “ [e]l régim en de excepción o suspensión  

de garantías constitucionales aparece en nuestra C onstitución  \ . .. | com o un o rdenam ien to  de 

reserva, que perm ite afron tar algunas de  las llam adas situaciones excepcionales, es decir, 

aquellas situaciones anorm ales, ex traord inarias y tem porarias  derivadas de acon tecim ien tos 

caracterizados por cierto nivel de gravedad — guerra, calam idad pública, invasión , rebelión, 

sed ición , catástrofe, grave perturbación  del o rden  y o tros— , las cuales hacen necesario  

revestir a los ó iganos estatales — especialm ente  al E jecutivo—  de facultades igualm en te  

ex traord inarias p a ra  hacer frente de m anera p ron ta  y  eficaz a d icha situación” (sen tencia  de 

i inconstitucionalidad 15-96, ya citada). A dem ás, en la sen tencia  c itada  se reconoció  que el 

rég im en de excepción  se rige por los princip ios de proporcionalidad  y estricto  D erecho —  

según el últim o, todo lo relativo a él debe estar reg lam entado  por el D erecho, especialm en te  

la C onstituc ión— . Y para ev itar excesos en su ap licación , determ inó  la posib ilidad  de fija r 

parám etros y form as de responsabilidad  a los órganos decisores.

Y es que, en general, la regu lación  constitucional del rég im en de excepción  busca 

lim itar la d iscrecional ¡dad en su  declaración y e jercic io  — princip io  de estricto  D erecho—  

(C orte C onstitucional de C olom bia, sentencia de 9 de m arzo de 201 1, C-156/1 1). D ebido a 

sus efectos e l^  los derechos fundam entales — su suspensión— , dicho rég im en debe 

considerarse  com o una situación  excepcional m otivada por c ircunstancias de tal gravedad  

que justifiquen las m edidas suspensivas, sin que esto  suponga que los hechos superen  al

D erecho y term inen por desp lazar su fuerza norm ativa. Por e llo , estas situaciones 

ex traord inarias deben ser en tendidas com o algo que debe abordarse  desde la lóg ica de la 

excepcional idad y de la  duración por el tiem po m ínim o indispensables, y  con  el m enor 

sacrificio  posib le  para los derechos fundam entales (Francisco B a lag u er C alle jón , M anual de 

D erecho C onstitucional. Volum en II. 1 1 * ed., 2016, pp. 458-459). E sta  sala  retom ará con m ás 

detalle el tem a del régim en de excepción  en un apartado distin to  de esta sen tencia.

V III . El régim en de excepción .
I . A. C ondiciones de aplicación. El art. 29 Cn. establece que “ [e]n casos de guerra, 

invasión del territo rio , rebelión , sed ición , catástrofe, ep idem ia u o tra calam idad  general, o de 

graves pertu rbaciones del orden público , podrán suspenderse  las garantías estab lec idas cn los
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artícu lo s 5, 6 inciso prim ero, 7 inciso  prim ero  y 24  de esta  C onstituc ión , excep to  cuando se 

trate de reun iones o asociaciones con  fines re lig iosos, cu lturales, económ icos o deportivos. 

Tal suspensión  podrá afectar la to talidad o parte  del territo rio  de la R epública, y se hará por 

m edio  de decre to  del ó rg a n o  L egislativo  o del Ó rgano E jecutivo, en su caso. | . . . ]  Tam bién  

podrán su spenderse  las garantías con ten idas en los A rts. 12 inciso  segundo y 13 inciso 

segundo de esta C onstitución , cuando así lo acuerde el Ó rgano L eg isla tivo , con el voto 

favorable  de las tres cuartas partes de los D ipu tados electos; no exced iendo  la detención 

adm in istra tiva  de qu ince  d ías” . Las “situaciones anorm ales, ex traord inarias y tem porarias” 

com o supuestos hab ilitan tes para la adopción  de un régim en de excepción  son, de acuerdo 

con esta sa la , las p rev istas en tal d isposición  (sen tencia  de inconslitucionalidad  15-96, ya 

c itada).

D. U na de esas c ircunstancias excepcionales es la '^‘ep idem ia” . En relación , la 

O rgan ización  M iuulial de la Salud define la ep idem io log ía  com o el estudio  de la d istribución  

y los de term inan tes de estarlos o even tos (en ferm edades) relacionados con la salud y la 

ap licac ión  d e  esos estud ios al control de enferm edades y o tros p rob lem as de salud 

( h ttp s://w w w .w ho .in t/iop ics/ep idem iu logy /es/). Si bien este tribunal no se puede a rrogar la 

op in ión  profesional que corresponde a la ciencia  m édica, para una persona m edia es sabido, 

aunque sea de form a in tuitiva, no conceptual — en el sen tido  ep istem ológ ico  de esta 

expresión  —, que la ep idem io log ía  se ocupa de fenóm enos com o el e lec to  de pasar de 

con tac to  con tinuo  al d iscon tinuo , la d ispersión  de un grupo infectado , infección de grupo a 

grupo y la inm unización  natural y  artificial, en tre  o tros (T opley , “ La biología de las 

ep idem ias” , en E l desa fio  de la  epidem iología. P rob lem as y  lec turas seleccionadas, Ia ed ., 

1988, pp. 794-811 — publicación de la O rgan ización  Panam ericana de la Salud— ).

La O rgan ización  M undial de la Salud considera que el térm ino  “ epidem ia” alude a 

una cuestión  de p roporc ión  en la in c id e n c ia — nuevos casos—  de una enferm edad , que puede 

ser transm isib le  o no, que se observa  cuando la p resencia  de casos confirm ados de una 

en ferm edad  o de algún even to  relacionado con la salud, en una com unidad  o reg ión , 

c laram en te  exceden  las expectativas calcu ladas para una determ inada tem porada 

(O rgan ización  M undial de la Salud , E th ica l considera tions in develop ing  a pu b lic  health  

respon.se to pandem ia  in fluenza , Ia ed., 2007). El desarro llo  y expansión  del concepto  ilustra 

eJ hecho  de que hay d istin tos tipos de ep idem ias, cada una con c ic los v itales, índices de 

con tag io , resistencia  a an tib ió ticos y m ortalidad, que son únicos, lo que conv ierte  a la 

p lan ificación  con tra  las ep idem ias y, por ende, con tra  las pandem ias, en algo im predecib le 

(Pedro  A lejandro  V illarreal L izárraga, P andem ias y  D erecho: Una p ersp ec tiva  de  

g obernanza  global, 1 “ ed., 2 0 1 9, p. 2 1).

Por un argum ento  a fo r tio ti ,  las pandem ias tam bién quedan com prend idas en el 

ám bito  de ap licación  del art. 29 Cn., siem pre y cuando se trate de una que afecte a El 

Salvador, conclusión  a  la que  debe llegarse con  base en los dalos c ien tíficos ob jetivos que

https://www.who.int/iopics/epidemiulogy/es/
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p o r el m om ento  estén  d ispon ib les. S egún  la O rgan ización  M undia l de la  Salud , “ [s]e llam a 

p andem ia  a  la p ropagación  m undial de una nuev a  enferm edad . Se p roduce  una  p andem ia  de 

g ripe cuando  surge un  nuevo  v irus gripal que se p ropaga por el m undo  y  la  m ayoría  de las 

personáis no tienen inm unidad  con tra  él. Por lo com ún, los v iru s q u e  han causado  pandem ias 

con an terio ridad  han p roven ido  de v irus gripales que infectan  a  los an im ales”  (defin ic ión  en 

h ttp s://w w w .w ho .in t/c sr/d isease /sw inefiu /fiequen tly_asked_questions/pandem ic /es/).

2. O rganos com peten tes para adop tarlo . El rég im en  de excepción  puede ser adop tado  

po r la A sam blea L eg isla tiva  o p o r  el C onsejo  de M in istros si se  trata  de  la suspensión  a  la 

que se refiere  el art. 29 inc. 1 ° Cn. — la de los derechos reconocidos en  los arts. 5, 6  inc. 1 °, 

7 inc. I o y 24 C n.— . Si se trata de la  A sam blea  L eg isla tiva , debe  hacerlo  de  m anera  

ju stificad a , en vo tac ión  nom inal y  púb lica  con los dos terc ios de votos, por lo m enos, de  los 

d ipu tados e lec tos (art. 131 ord. 27° C n.). En cam bio , si se  tra ta  del supuesto  estab lec ido  en 

el art. 29  inc. 2 o Cn. — suspensión  de los derechos estab lec idos cn los arts. 12 inc. 2 o y 13 

inc. 2° C n.— , tal d isposic ión  so lo  con fie re  com petenc ia  a la  A sam blea  L eg isla tiva  para que 

adop te  esta  m odalidad  de rég im en de excepción , con  la consecuenc ia  co rre la tiva  de  que, 

tra tándose  de los derechos a los que e lla  se  refiere , el C onsejo  de M in istros ca rece  de 

com petenc ia  para  suspenderlos. A dem ás, para  hacerlo , requ iere  del voto  favorab le  de las tres 

cuartas partes de  los d ipu tados electos.

Por o tro  lado, la com petencia  del C onsejo  de M in istros para adop tar el rég im en 

estab lec ido  en el art. 29 inc. I o Cn. debe in terp re tarse  com o algo  m uy  excepc ional (C orte  

In leram cricana  de D erechos H um anos, O pin ión  C onsu ltiva  O C -8 /87 , de 30 de enero  de 1 987, 

párrafos 20 y  24). Según nuestra  C onstituc ión , la A sam blea L eg isla tiva  sesiona  

periód icam ente , por lo  que el ún ico  supuesto  en  que  el C onse jo  de M in istros puede e je rce r la 

com petencia  conferida  p o r el art. 29  inc. I o Cn. es cuando  se esté  en p resenc ia  de un período  

largo en que la A sam blea  L eg isla tiva  no sesione, com o el vacacional. D e hecho , en las 

d iscusiones de la  A sam blea  C onstituyen te  se d ijo  exp resam en te  que so lo  se ría  posib le  e je rcer 

esta  com petenc ia  por no estar reun ida  la A sam blea  L eg isla tiva , “p o rq u e  es tá  en  el tiem po  de 

las fiest; gosto , In'Javidad o cu a lq u ier c ircunstanc ia  p a rec id a” (in tervención  del lie. R ey

Prendes en los debates, constituyen tes, consu ltado  en las v e rs io n es  taqu ig ráficas  que 

con tienen  d iscusión  y ap robación  del p royecto  de la C onstituc ión  de la R epública  de 1983, 

lom o III, sesión  del 24 de agosto  de 1983, p. 16).

En tal sen tido , la ap licac ión  excepcional para el C onsejo  de M in istro s so lo  resu lta  

p lau sib le  de  una im posib ilidad  m ateria l de reun ión  de la A sam blea , en ¡guales térm inos a lo 

expresado  en es ta  sen tencia  respecto  de  la  dec lara to ria  de  em ergencia , lo cual no abarca  el 

hecho de  que  no se insta le  una sesión  p lenaria  o se de te rm ine  su rea lizac ión  en una fecha  

posterio r.
3. A. P rinc ip io  de p ropo rc ionalidad  y control constituc ional. L a  su sp en sió n  de 

derechos fundam en ta les puede ser, a veces, el ún ico  m edio  pa ra  a tender a  situac iones de

https://www.who.int/csr/disease/swinefiu/fiequently_asked_questions/pandemic/es/
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em ergenc ia  púb lica  y  preservar los valores superio res de la sociedad  dem ocrática. Pero, no 

se puede h acer abstracción  de los abusos a que puede dar lugar. A sí, esta  no puede suponer 

jam ás  la suspensión  tem poral del Estado de D erecho o la au to rización  para que  los 

gobernan tes pasen  p o r alto la legalidad  constituc ional a la que en todo m om ento  deben  

ceñirse. E stando  suspend idos, algunos de los lím ites legales de la actuación  del poder público  

pueden ser d istin to s de los vigentes en cond iciones norm ales, pero no deben considerarse 

inexisten tes ni cabe, en consecuencia, en tender que un gobierno  esté investido  de poderes 

ab so lu tas  m ás a llá  de las condiciones en  que tal legalidad excepcional está  au to rizada  (C orte 

ln te ram ericana  de D erechos H um anos, O pinión C onsu ltiva  O C -S/87. ya citada, párra fo s 20 

y 24).

Por tal razón , los estados de excepción  no anulan  la  C onstitución  ni los instrum entos 

in ternacionales de derechos hum anos, y no son, ni pueden ser, un Estado de Tacto, de m anera 

que no rev isten  un g rado  absolu to , al encontrarse  lim itados por d iversos tipos de contro les 

que buscan im pedir los excesos y garan tizar los p rincip ios fundam entales que soportan  el 

Estado de derecho  (C orte  C onstitucional de C olom bia, sen tencia de 16 de abril de 2010, C- 

252 /10). En consecuencia , aunque prov isionalm ente  suponen la regu lación  de la 

anorm alidad , es la C onstituc ión  m ism a la  que fija  sus condiciones de ap licación , ó rganos 

com peten tes para adop tarlos, cond ic iones de cesación  y los derechos que puede llegar a 

suspender. Y es que un régim en de excepción  p roduce una au tén tica paradoja: los derechos 

fundam enta les se suspenden  en beneficio  de  si m ism os. Prescindir de ese criterio  finalista y 

tu te lar conduciría  a la d istorsión  del E stado de D erecho en una form a de o rgan ización  p o lítica  

que lo con trad ice  y desnaturaliza  (C orte C onstitucional de C olom bia, sen tencia  de 13 de abril 

de 1994, C - 179/94). Por tal m otivo , es im prescind ib le  que un estado  o rég im en  de excepción  

no conduzca  a la supresión  de la dem ocracia , el Estado de D erecho y la form a y sistem a de 

gob ierno  repub licano , porque se adop ta  con  la Finalidad de p ro tegerlos, no de d isto rsionarlos 

ni destru irlos.

tí. Por tan to , es im prescind ib le  que el rég im en  de excepción  esté  deb idam ente  

ju stificad o  y sujeto  a lím ites y al control constitucional. E sta  sala ha sosten ido  que la 

adopción  de un régim en de excepción  debe respetar el p rincip io  de proporcionalidad  

(sen tencia  de inconstituc ionalidad  15-96, ya citada). A  esto  habría que agregar que en estos 

casos el exam en  de p roporcionalidad  tiene un conten ido  dual: en sen tido  genérico , requiere  

de un análisis  de  la adopción  del régim en en  sí m ism a; y en sen tido  particular, debe 

determ inarse  la proporcionalidad  de la suspensión de cada derecho concreto  — no es 

p recep tivo  que  todos se suspendan; y es p rec isam en te  por tal razón  que el arl. 29 Cn. em plea 

la expresión  “p od rá” , y no la de “deberá”— , ya  que solo deben  ser suspend idos en el grado 

estric tam en te  requerido  para buscar el retom o a la no rm alidad  y en relación de conexidad  

con las causas que orig inaron  el rég im en  de excepción  (C orte C onstitucional de C olom bia, 

sen tencia  de 13 de abril de 1994, C - 179/94). Por e jem plo , podría carecer de sentido suspender
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la libertad  de expresión  o in fo rm ación  duran te  u n a  ep idem ia  o pandem ia, en tanto  que  en  esas 

situaciones el acceso a la in fo rm ación  y el flu jo  de datos ob jetivos y opin iones es deseab le  y 

beneficioso  (C om isión  In teram cricana de  D erechos H um anos, reso lución  1/2020 de 10 de 

abril de 2020, parle  reso lu tiva, párrafos 29 , 30, 3 1 ,3 2  y 33).

A  partir de  la ju risp ru d en c ia  constitucional y  las obras m ás rec ien tes sobre  d icho  

p rincip io , se puede estruc tu rar el sigu ien te  test de  p roporc ionalidad , el cual debe  ser rea lizado  

en form a sucesiva  o escalonada, es decir, de fo rm a  tal que la p rosecución  de una  e tapa  hacia 

la sigu ien te  dependa necesa riam en te  del ago tam ien to  de la e tapa an te rio r (sob rese im ien to  de 

10 de d iciem bre de 2018, inconstituc ionalidad  23-2018):

a. P resupuesto . El test de p roporc ionalidad  opera  com o p roh ib ic ión  de exceso  o 

prohib ición  de p ro tección  defic ien te  (sen tencia  de 24 itiem bre de 2010,
n posic iones de derecho 

supuesto  del test es que, en
inconstituc ionalidad  91-2007), según  se tra te  de  m edidas que 

fundam ental de d efensa  o de p restación , respectivam ente. El 

cualqu iera  de esos dos casos, se  tra te  de una in jerencia  en d ichas posic iones 

iusfundam entales. C om o el régim en de excepción  suspende derechos fundam entales — según 

el art. 29 C n., los derechos que pueden  ser suspend idos son, en p rincip io , los de los arls. 5, 6 

inc. I o, 7 inc. I o, 12 inc. 2o, 13 inc. 2° y 24 C n.— , que generan  p rincipalm en te , aunque no 

exclusivam en te , expecta tivas negativas o de no lesión , es razonab le  sostener q u e  su exam en  

de p roporc ionalidad  debe  ser del p rim er tipo  (Luigi Ferrajo li, L a dem ocracia  co n stitu c io n a l , 

I" ed., 201 7, p. 44; y  sen tencia  de i € j  febrero  de 2013 , inconstituc ionalidad  53-2005). Por 

tanto, al consistir  siem pre en una in je renc ia  en posic iones de derecho  fundam enta l de defensa, 

el p resupuesto  del test de  p roporc ionalidad  es im b íb ito  al rég im en de excepción : una 

in jerencia en posiciones iu sfundam en tales de defensa.
b. E xam en  de  idoneidad . Se com pone de tres ex igencias: (i) la adopción  del rég im en 

de excepción  o la suspensión  concre ta  de un derecho  debe persegu ir un fin leg ítim o, es decir, 

uno  que no esté p rohib ido  exp resa  o im plíc itam ente  por la C onstituc ión  (C arlos. B em al 

Pulido , E l p r in c ip io  de p ro p o rc io n a lid a d  y  los derechos fu n d a m e n ta le s , 4" ed. ac tua lizada , 

2014 , p. R84); (ii) debe se r adecuada — apta—  p a ra  la consecución  del fin persegu ido , de 

form a que no tiene sen tido  su spender derechos que  no se ligan a la causa  que  ju s tif ic a  el 

régim en de excepción  (C arlos B em al Pulido , E l p r in c ip io  de p ro p o rc io n a lid a d  y  los derech o s  

fu n d a m e n ta le s , ya  c itado , p. 884); y (íii) la m ed ida  genérica  o p articu la r — adopción  del 

rég im en de excepción  o suspensión  de un derecho  concre to—  debe ser razonab le , es decir, 

fundada  en c riterio s o parám etros ob jetivos (sen tencia  de 14 de enero  de 2016 , 

inconstituc ionalidad  109-2013). En el caso  de ep idem ias o pandem ias, el rég im en  de 

excepción  debe tener susten to  en la m ejo r ev idencia  c ien tífica  (C om isión  In te ram cricana  de 

D erechos 1 lum anos, reso lución  1 /2020, ya  c itada, párra fo  27).
c. Exam en de necesidad . L a  constituc ionalidad  del rég im en  de excepción  o de la 

su spensión  de un derecho  concreto  está  suped itada  a  que no ex ista  otra m edida  igualm en te
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idónea, pero m enos g rav o sa  (B ernhard  Schlink, “ El p rincip io  de p roporc ionalidad” , en 

M ontealegre  L ynett, el. al., L a  p o nderación  en el D erecho , 1“ ed., 2014, p. 132). Por tanto, 

este  exam en p resupone la ex istencia  de, por lo m enos, un m edio  alternativo  con el cual 

co m p arar el adop tado  (sen tencia  de 25 de abril de 2006 , inconstitucionalidad  l 1-2004). Esto 

puede sign ificar una com paración  de dos tipos: la prim era com paración  posib le  es la de las 

m ed idas excepcionales en tre  sí, puesto  que si se d ispone de  otras m edidas tam bién  

excepcionales, pero  m enos perniciosas, la adoptada o adop tadas serían  inconstitucionales.

La segunda es una com paración  de las m ed idas de excepción  y las m edidas ord inarias 

de las que  d ispone  el Estado, en tanto  que se supone que las c ircunstancias lác ticas 

ju s tifica tiv as  de un rég im en de excepción  deben constitu ir una ocurrencia  d iferen te  de las 

que se producen  regu la r y co tid ianam ente  en el d iscu rrir de la activ idad  de la sociedad , pues 

a  estas ú ltim as debe darse  respuesta  m ediante la u tilización  de las com petencias esta ta les 

norm ales (C orte  C onstitucional de C olom bia, sen tencia  de 14 ele abril de 1999, C -2 16/99). 

D urante una pandem ia o ep idem ia, la m edida sería  innecesaria  si se d ispone de m edios 

o rd inarios para en fren ta r la prob lem ática  san itaria  (C orte  C onstitucional de C olom bia, 

sen tenc ia  de 16 de abril de 2010, C -252 /10).

d. E xam en  de p roporc ionalidad  en sen tntido estricto o ponderación , f in a lm en te , el

rég im en de excepción  o la suspensión  de un derecho  concreto  se rige por la ley de

ponderación , que en sín tesis  consiste  en  que cuan to  m ayor es el grado de la no sa tisfacción  o

de afec tac ión  de los derechos o princip ios concern idos, tanto m ayor debe ser la im portancia

de la satisfacción  del otro u o tros (R obert A lexy , “ Los derechos fundam entales y la

p ropo rc ionalidad”, en R obert A lexy, Ensayos sobre  la teoría  de los p r in c ip io s  y  el ju ic io  de

p ro p o rc io n a lid a d , 1“ ed., 2Ü19, p. 240). El proceso a rgum enta tivo  que  corresponde realizar

en una ponderación  es tá  represen tado  p o r dos pasos: (i) la identificación  del peso de los

ob je to s no rm ativos a ponderar — fin constitucional y derecho  fundam ental suspend ido—  y

su posterio r com paración  -— para determ inar si la im portanc ia  del fin  constitucional es m ayor

que el derecho  fundam ental suspend ido , o  viceversa— ; y (ii) la construcción  de una regla de 
. ^

p recedencia , para de term inar cuál de los objetos norm ativos debe preferirse.

. R égim en de excepción  com o suspensión de derechos fundam entales, no de sus 

garantías. Un rég im en de excepción  solo  suspende los derechos fundam entales, pero  no sus 

garantías — que se m antienen  incólum es a pesar de su declarac ión— . Tal afirm ación  debe  

ser exp licada  con m ayor detalle . Esta sala ha sosten ido  que “ la m edida a ado p ta r para a fron tar 

| las situac iones p rev istas en el art. 29 C n ]  es la suspensión  de garantías constituc ionales o, 

d icho  de m anera m ás correcta , la [ . . . ]  de c iertos derechos fundam enta les” (sen tencia  de 

inconstituc ionalidad  15-96, ya c itada). En tal sen tido , la  expresión  “suspensión  de garantías 

constituc ionales” que se em plea en los arts. 29 , 30 y 3 1 Cn. equivale, según la ju risp ru d en c ia  

constituc ional, a la suspensión  del e jercic io  de los derechos fundam entales que  son 

pro teg idos m edian te  sus garantías.
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Según ha  sosten ido  este  tribunal, y com o se dijo  an tes, los derechos fundam en ta les 

son  “ facultades o poderes de actuación  reconocidos a la persona  hum ana com o co nsecuenc ia  

de ex igencias é tico -ju ríd icas derivadas de su d ign idad , su libertad y su igualdad inheren tes, 

que han sido  posilivadas en el texto  constitucional y  que, en v irtud de d icha  positivación , 

desarro llan  una función  de fundam entación  m aterial de todo el o rdenam ien to  ju ríd ico , 

gozando  asim ism o  de  la suprem acía  y  la  p ro tección  reforzada de las que  goza la 

C onstituc ión” (sen tencia  de inconstituc ionalidad  105-2014, y a  citada). En cam bio , las 

garan tías son los in strum en tos de p ro tección  de  los derechos — ej., am paro  y hábeas Corpus—  

(sen tencia  de 23 de  enero  de 2015 , inconstituc ionalidad  53-2012). E stas pueden  ser positivas 

o negativas. Las p rim eras son las ob ligaciones co rrespond ien tes a las expecta tivas positivas 

o de p restación  que generan  los derechos fundam en ta les. Las segundas designan  las 

p roh ib ic iones correspond ien tes a  aquellas expecta tivas negativas o de  no lesión  corre la tivas 

a tales derechos (Luigi Ferrajo li, La dem ocrac ia  constituc iona l, ya c itado , p. 44).

Las garan tías tam bién  pueden  ser p rim arias y secundarias. Las garan tías prim arias 

son las ob ligaciones o p roh ib iciones que co rresponden  a los derechos garan tizados, es decir, 

son la sum a de las garan tías positivas y negativas (L uigi F erra jo li, Los derechos y  sus  

garantías. I" cd., 2016, pp. 55-56). Estas garantías prim arias se  rigen por la p roh ib ic ión  de 

regresiv idad , ya que  una v ez  que se reconoce un derecho  fundam ental y  sus ob ligaciones 

co rre la tivas, no es posib le, en princip io , re troceder en su reconocim ien to  o en el a lcance  de 

su ám bito  de p ro tección  (G uillerm o E scobar, N u e v o s  derechos y  g a ra n tía s  de los derechos, 

I" ed.. 2018. pp. 186-189; y  sen tencias de 16 de d iciem bre  de 2013 y 26 de ju lio  de 2017, 

inconstitucionalidacles 7-2012 y 1-2017, respectivam ente). Las garan tías secundarias son las 

ob ligaciones de los ó rganos ju risd icc io n a les  de ap licar la  sanción  o invalidar cuando  se 

constaten  actos ilíc ito s o ac tos no válidos — respectivam ente—  que v io len  los derechos y, 

con e llos, sus co rrespond ien tes garan tías p rim arias (L uigi F erra jo li, D em ocracia  y  

garantism o, 2a ed ., 2010, p. 64). En general, todos los procesos ju d ic ia le s  tienen  esta 

naturaleza, deb ido  a  que  los ju ec e s  son garan tes ju risd icc io n a les  de todos los derechos, en 

especial los fundam enta les (R am iro  Á vila  S an tam aría , L o s d erechos y  st/s garan tías. E nsayos

13. Este anális is  sobre  las garan tías lleva  a una conclusión  que  m atiza  lo que esta  sa la  

sostuvo  en la sen tencia  de inconstituc ionalidad  15-96, ya citada: según  el caso , un rég im en  

de excepción  suspende alguno, varios o todos los derechos fundam en ta les que estab lece  el 

art. 29 C n. y  sus garantías p rim arias — hasta  el a lcance  constiluc ionalm en te  p erm itido— , 

puesto  que  si el derecho  es suspend ido , tam bién  lo son las ob ligaciones positivas y negativas 

co rre la tivas que  genera . En cuan to  a las garan tías secundarias, según el D erecho 

Internacional de los D erechos H um anos, no pueden  ser suspendidas las “ garan tías  jud icia les 

ind ispensab les” para  la p ro tección  de los derechos fundam en ta les — cuáles sean

1" cd., 2012 , p. 211). P ero , algunos p rocesos ju d ic ia le s  sirven para  la p ro tección  

a de esos derechos fundam entales — ej., am paro  y hábeas corpus— .r
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“ ind ispensab les”  dependerá  del conten ido  de cada  derecho  c o n cern id o — ; esto  es , aquellas 

que perm itan  la in tervención  de un órgano  ju risd icc iona l independien te  e im parcia l, apto para  

de te rm in ar la constituc ionalidad  y legalidad de las acciones u om isiones dentro  del estado  de 

excepción . En consecuencia , algunos p rocesos ju d ic ia le s  o rd inarios pueden suspenderse, 

siem pre  y cuando  e llo  sea una m edida p roporc ional; y en ningún caso  pueden  suspenderse  

los procesos constituc ionales (C orte  In teram ericana  d e  D erechos H um anos, O pinión  

C onsu ltiva  O C -8/87, ya c itada, párrafos 27-43 — en especial, el párrafo  42— ).

5. P roced im ien to  para  adop tar un rég im en de  excepc ión  en sede leg isla tiva . Este 

puede ser d e ten n in ad o  a  partir  de los arts. 29, 135, 136, 137, 139 y 167 ord . 5o Cn. Según 

estas d isposic iones y la ju risp ru d en c ia  constituc ional, el p roced im ien to  sería , en geneia l, el 

que  sigue:

A. Iniciativa. A d ife renc ia  de lo que ocurre  con el proceso de fo rm ación  de ley, en el 

que  la in ic ia tiva se rige en su to talidad po r el art. 133 Cn. y lo dicho en la sen tencia  de 9 de 

febrero  de 2018 , inconstituc ionalidad  6-2016, la p ropuesta  para  la adopción  de un régim en 

de excepción  solo  puede hacerse  por los d ipu tados de la A sam blea Legislativa (arts. 29  inc. 

Io, 131 ord. 27° y 133 ord. I o C n.) y el C onsejo  de M in istros (art. 167 ord. 5o C n.). Esto es 

así porque, de  ad m itirse  lo con trario , los dem ás en tes m encionados en el art. 133 Cn. tendrían 

“ in ic ia tiva” en m aterias ajenas a su com petencia  exclusiva, lo que incluye  al P residente de la 

R epúb lica  m ediante sus m in istros (art. 133 ord. 2o C n.), lo cual con travendría  el sen tido  y 

p ropósito  de los arts. 166, 167 ord. 5o y 168 C n.: separación  in traorgánica de funciones en el 

E jecutivo  y  c rear m ecan ism os de contro l in traorgán ico  (A lian  B iew er-C arías, “ Sobre la 

m utación  del p rincip io  de la separación  de poderes en la ju risp ru d en c ia  constituc ional”, en 

R evista  de D erecho  Público, n? 132, 2012, p. 204; R iecardo  G uastin i, E stud ios de teoría  

co n stitu c io n a l , I a ed., 2001 , p. 66; y F rancisco  B ertrand G alindo , et. al., M anua l de D erecho  

C onstituc iona l, tom o II, 2“ ed., 1996, p. 1112).

D esde e sa  perspectiva, tan to  la A sam blea com o el C onsejo  de M in istros, dentro  de la 

C onstituc ión , son  un lím ite a  las actuaciones del P residen te  de la R epública .

li. Fase de d iálogo  y de liberac ión  pública. P ro d u c id a  la in ic ia tiva, el p residente  de la 

A sam blea  L eg isla tiva  debe convocar inm ed ia tam en te  a  los d ipu tados, incluso en días y horas 

inháb iles, para  que ob liga to riam en te  se presenten , con la docum entación  pertinen te  e idónea  

al caso  concreto , y  d iscu tan  el tex to  de la  propuesta  con  independencia  de la decisión  que en 

defin itiva  se adop te  (sen tencia  de inconstitucionalidad  7-2012, ya c itada, y art. 135 inc. 1“ 

C n.). Si la p ropuesta  fue del C onsejo  de M inistros, pero  no ad juntó  un texto para el rég im en 

de excepción , la A sam blea L egisla tiva tam bién deberá e laborarlo  por in iciativa propia. En 

este caso , debe considerar que la reg la  general es que la d ispensa  de trám ite  es tá  ju stificada , 

s iem pre  y cuando  se cum pla  con los estándares constituc ionales que derivan  de la sen tencia  

de 14 de nov iem bre  de 2016 , inconstituc ionalidad  67-2014.
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C. Fase de votación  nom inal y púb lica , y de aprobación  del rég im en de  excepción . 

C uando la propuesta ha sido lo su fic ien tem ente  d isc u tid a — o cuan to  m enos se ha posib ilitado  

su d iscusión— . debe ser som etida a una vo tac ión  nom inal y  pública (sen tencia  de 

inconstitucionalidad  7-2012, ya c itada, y art. 131 ord. 27° Cn.). La m ayoría necesaria  para 

que se apruebe es de dos tercios de votos de los d ipu tados e lec tos si se tra ta  del supuesto  

prev isto  cn el art. 29 inc. I o Cn. (art. 131 ord. 27° C n.) y del voto de las tres cuartas  parles 

de los d ipu tados e lectos cuando se tra te  del supuesto  que estab lece  el art. 29 inc. 2 o Cn.

D. Sanción , p rom ulgación  y pub licación , o veto  presidencial. Si se ap rueba  el rég im en 

de excepción , la A sam blea L egisla tiva debe  rem itir él decreto  que lo con tiene  al P residente  

de la R epública para que lo sancione  y publique, o lo vete  (arls. 135, 136 y 137 C n.). Este 

paso es una ex igencia  constituc ional, al no estar inclu ido  el rég im en  de excepción  en  los 

supuestos en que no es n ecesaria  1a sanción  presidencial (art. 135 inc. 2 o C n.). N o  obstan te , 

en este caso, las reglas constituc ionales sob re  p roducción  no rm ativa  p rev istas en las 

d isposic iones c itadas deben  in terp retarse  de form a consecuen te  con ia u rg en c ia  de actuación

que requieren los supuestos por los que puede adoptarse  u n  rég im en  de excepción . La 

racionalidad  no rm ativa  a veces se traduce en una rac ionalidad  id eo ló g ic a , consisten te  en que 

la norm ativa debe  ser ap ta  para lograr los fines sociales que persigue , com o exp resión  del 

va lo r de efic ienc ia  social (M anuel A tienza, “C on tribución  para  una tcoria  de  la leg is lac ión”, 

cn M iguel C arbonell y Susana Thalfa Pcdroza de la  L lave, E lem en tos de técn ica  legislativa. 

l n ed.. 2000, pp. 19-20).
De conform idad  con este criterio  de racionalidad , es paten te  que no se lograría  el fin 

social de reacción  inm ediata que persigue  un rég im en de excepción  si se perm ite  que el 

traslado  del decreto  de su adopción  al P residen te  de 1a R epública  dem ore  10 d ías hábiles (art. 

135 inc. I o C n.) y  que, en caso de veto , el P residen te  d isponga  de 8 d ías h áb ile s  para  

devo lverlo  a la A sam blea Legislativa (art. 137 inc. I o C n.) o de 3 d ías háb iles para e levar la 

con troversia  constitucional a esta sala (art. 138 C n.). Por esta  razón , para no incu rrir  en  

ac tuaciones irracionales y  en la  ineficacia  de los fines persegu idos p o r él art. 29 Cn. — cn 

detrim ento  de los derechos fundam entales de las personas (cj., d isem inac ión  de  la ep idem ia , 

ocupación  territo rial por el g rupo beligeran te  enem igo, desatención  de la ca tástro fe  o 

calam idad , e tc .)— , en caso de que el decreta  leg isla tivo  sea  p a ra  adop ta r un  rég im en  de  

excepción, los tiem pos que se p revén  en los arts. 135 inc.. 1°, 137 inc.. I o y  138 Cn. no tienen  

aplicación . En tal caso , el traslado , devo lución  o elevación  deben  hacerse  de  form a 

inm ediata, es decir, sin in term ediación  a lguna de tiem po — al punto , al instante—  (aclaración  

de 8 de febrero  d e  2019, inconstituc ionalidad  57-2016).

E. Publicación  de) decreto  legislativo de adopción del rég im en de excepción . Luego 

de que se agote  la e tapa  an terio r — y todas sus a lternativas, según el caso— . se debe p roceder 

a la pub licación  del decreto  (art. 139 Cn ). A l igual que cn los supuestos m encionados con 

an terio ridad , el tiem po del que se  d ispone para la publicación  y el de  vacado  leg is  no se rigen
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p o r la literalidad  de los arls. 139 y 140 C n ., pues lo ún ico  que se lograría  con esto es la 

ineficacia  abso lu ta  o re la tiva  de la decisión  de adop tarlo , lo cual se reflejaría  negativam ente  

en los derechos fundam en ta les de las personas. Por e llo , en este supuesto  la pub licación  debe 

ser inm ediata y sin el período de vacatio legis-, pensado trad icionalm ente  para norm as de 

vigencia tem poral. D ebe tenerse presente que un rég im en  de excepción  p retende no rm ar la 

anorm alidad , de m anera  que exige un pensam ien to  enfocado en la legitim idad constituc ional, 

m ucho m ás am bic iosa  que otras form as de leg itim idad  norm ativa  (G usebio f  ' 'e z  G arcía,

IX . R espeto  a la dem ocracia  y al E stado de D erecho en un rég im en  d e  excepción .

/. C om o se dijo , el D erecho C onstitucional de excepción  sirve para afrontar 

situaciones excepcionales sin renunciar a la fuerza  norm a!izadora  del D erecho. A dem ás, es 

luí institu to  que en la h istoria  latinoam ericana ha llevado a  excesos, abusos y perpetuación  

de un estado  de anorm alidad  que debería  carac terizarse  por su corta  duración . Por eso , es 

im presc ind ib le  que un rég im en de excepción  suponga el respeto  de la dem ocracia  y del 

E stado  de D erecho en al m enos dos m om entos: en  el perfeccionam ien to  del acto norm ativo 

que le o torga v igencia, fijando norm as com patib les con esos e lem entos y con la C onstitución; 

y en su e jecución , en tanto que no debe degenerarse  e! uso de los poderes excepcionales que 

o torga para  com eter abusos en los derechos de  las personas o irrespetar las reglas 

dem ocráticas y del E stado  de D erecho, que no se reducen  a hacer lo que la m ayoría  considera 

oportuno , o a la p retend ida  leg itim idad  de d ichas m ayorías, sino tam bién  a respetar los 

derechos de las m inorías (sen tencia  de 24 de noviem bre de 2017, inconstitucionnlidad  33­

201 5); en lodo caso , al respeto  irrestricto  de la C onstituc ión  com o un todo que lim ita tam bién 

la actuación  del pueb lo  respecto  del o rden  constitucional.

Por ello , es necesario  hacer refe renc ia  a algunos e lem entos de la dem ocracia  y  del 

E stado  de D erecho que  deben  ser observados duran te  un rég im en de excepción: (i) el 

p rincip io  de legalidad (art. 86 C n.), (ii) el principio  de seguridad ju ríd ica  (art. I inc. I o y 2 

ínc. I o C n.), (iii) la ex igencia  de ju stificac ión  de los actos esta tales (art. 86 Cn.), (iv) la 

libertad de expresión  e inform ación y el acceso a la in fo rm ación  pública (art. 6 C n.) y (v) el 

diálogo in terinstitucional (art. 86 inc. I o Cn.).

2. A. P rincip io  de legalidad. D ebe ser en tendido  en sen tido  am plio  (adm isión  de 17 

de febrero de 2020 , inconstitucionalidad  7-2020). De acuerdo con este sen tido , el vocablo  

“ lega lidad” denota , adem ás de la norm ativa  in fraconstitucional, a la propia C onstitución  

(adm isión  de 6 de octubre  de 2017, inconstituc ionalidad  107-2017). Este p rincip io  tiene un 

valo r m edular en un Estado de D erecho. En concreto , pueden destacarse  dos beneficios que 

derivan  de él — que no descartan  o tros beneficios posibles— : por un lado, los au tónom os, 

que son aquellos que surgen de la m era observancia  de los princip ios, sin que im porten  los 

fines que pretenden  alcanzar las reg las del sistem a en cuestión ; por otro  lado, los 

in strum en ta les, que son los generados exclusivam en te  por el hecho  de que perm iten  a  los

F iloso fía  po lítica  y  Derecho, 1“ ed ., 1995, p. 67).



DIARIO OFICIAL.- San Salvador, 11 de Junio de 2020. 55

ind iv iduos a lcanzar fines que m erecen  la p en a  (Scott S hap iro , L ega lidad , 1” ed ., 2014 . p. 

475). En un constituc ionalism o  “ fuerte” , el va lo r de  las d irec tivas constituc ionales y de los 

m ecan ism os c reados para  p ro tegerlas no gira en  to m o  al m érito  sustancial de las d ec isiones 

ju ríd ic a s  o políticas — que sean “ buenas” según  la  concepción  m oral o  particu lar de un grupo 

determ inado-— , sino  a su capacidad  de tran sfo rm ar y reestruc tu ra r las re laciones en tre  Estado 

y c iudadanos (A lou H aré!, Por qué e l D erecho  im p o rta , Ia ed ., 2018 , p. 137), p a ra  m ejor 

p ro teger los derechos de las personas.

D icho p rincip io  im pone la ob ligación  de los poderes púb licos de  d a r p referenc ia  a la 

C onstituc ión  y de ac tuar de confo rm idad  con el restó  de fuentes de D erecho. D entro  de  ese 

con jun to  de fuentes están  los p receden tes constituc ionales. S egún  ha d icho  este  tribunal, 

“ para fundam entar el carác ter de fuente del D erecho y, por tan to , la fu erza  v incu lan te  de la 

ju risp ru d en c ia  constituc ional, es oportuno  evocar la  útil d istinción  de los concep tos de

d isposic ión  y no rm a que ha sido desarro llada  po r la teo ría  del D erecho  De esta  m anera, por 

d isposic iones constituc ionales debe  en tenderse  los enunciados o fo rm ulaciones lingü ísticas 

expresadas en la C onstituc ión , que es el ob jeto  que , en p rinc ip io , ha de ser in te rp re tado  por

es ta  [s]ala; en  cam bio , las norm as o reg las constituc ionales se traducen  en  los s ign ificados 

p rescrip tivos o deón ticos que se a tribuyen  a  ta les  enunciados constituc ionales  m ed ian te  la 

in terp re tac ión" (ac larac ión  de 23 de nov iem bre  de 2011 , inconstituc iona lidad  1 1-2005).

E sto  im p lica  asum ir que  las d isposic iones constituc ionales se exp resan  en el

articu lado  com ple to  de la  C onstituc ión ; e io, las norm as de esa m ism a natu ra leza

encuen tran  su  génesis en la in terp re tac ión  que de aquellas  lleva a cabo  este  tribunal com o

^as norm as, al igual que  las d isposic iones con ten idas en laiú ltim o in térp rete  constituc it 

C onstituc ión , tienen  un m ism o nivel je rá rq u ico , p o r lo que es posib le  so sten er el ca rác te r 

v incu lan te  de los s ig n íjicad o s que se atribuyen  a los postu lados constituc ionales p o r m edio  

de  la in terp retación  (inconstituc iona lidad  11-2005, y a  c itada), lis ta  concep tua lizac ión  

co incide  con la d e  la  doctrina, que afirm a que el térm ino  “ d isposic ión” hace refe renc ia  al

enunciado  norm ativo  — el texto— y el vocab lo  “n o rm a” alude  ai con ten ido  de sign ificado  de
y  .

la d isposic ión  (R iccardo  G uastin i, In terpretar y  a rgum en tar, 1" ed., 2014 , p. 77; y 

“ D isposición  vs. N o rm a” , en S usanna Pozzolo  y  R afael E scudero  (eds.). D isposic ión  v.v 

iVorrna. I ” ed „  2011 , pp. 1 33-156).

E n consecuenc ia , cuando  en la no rm a fundam en ta l se  prevé la subo rd inac ión  a  la 

C onstituc ión  po r cualqu ier ó rgano  o se rv ido r púb lico , debe  en tenderse  que en la expresión  

“ C onstituc ión” se incluyen  los p receden tes constituc ionales. Y es ob ligación  de toda 

au to ridad  civil o m ilita r acatarlo s, puesto  que tal in te rp re tac ión  es sob re  el a lcan ce  de  las 

norm as constituc ionales, cuyo  ú ltim o y v incu lan te  in té rp re te  es p rec isam en te  la  Sala de  lo 

C onstituc ional (art. 183 C n.).

El a lcance  de la v incu la to ricdad  de los p receden tes constituc ionales  fue  de fin id o  en 
la im procedenc ia  de 25 de  sep tiem bre  de 2014, hábeas corpus 445-2014. A hí se so stuvo  que
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si b ien  este  tribunal expresó  la v incu la to riedad  de las razones de la dec isión  — rada  

decidend i— en  la sen tencia  de 1 3 de nov iem bre  de 2001 , inconstituc ionalidad  41 -2000 , ello  

no im plica  que  carezcan  de tal ca rac te rís tica  aquellas consideraciones que no son 

estric tam en te  necesarias  para esta , pero  que constituyen  expresiones in terp re ta tivas del 

tribunal respecto  de una d isposición  constitucional — ob iter d i c t a Esto ú ltim o puede 

ev idenc ia rse  en posterio res reso luciones de  esta  sala, en las cuales se ha  a firm ado  la 

ob ligación  de los ap licado res  ju risd icc io n a les  o  adm in istra tivos de cu m p lir con  lo ordenado  

en las reg las ad scritas  a las d isposic iones constituc ionales, así com o con lo d ispuesto  en la 

in terp re tac ión  de los con ten idos de los derechos fundam entales efec tuada  a través de los 

p rocesos constituc ionales, en tre  ellos, lo s  de am paro  y hábeas corpus.

B. Para que  un rég im en  de excepción  no equ iva lga  a  un rég im en  de  abusos y 

v io lac iones a los derechos fundam entales de la persona  hum ada, es necesario  que el Estado, 

y en  especial el Ó rgano E jecu tivo  — que es quien concen tra  m ás p oder du ran te  é l— , guarden  

un estric to  apego al p rincip io  de legalidad. Esto supone: (i) ceñ irse  estric tam en te  a los 

estándares constituc ionales com puestos por la C onstituc ión  y la ju risp ru d en c ia  

constituc ional, (ii) la su jeción  al D erecho in ternacional de los D erechos H um anos —  

inclu idas las norm as in ternacionales sob re  los estados de excepción— , y si se trata de un 

rég im en  de excepción  p rovocado  p o r guerra, invasión  o algún o tro  supuesto  bélico, al 

D erecho In ternacional H um anitario , de  m anera  que  siem pre  rijan , en tre  otras norm as, la 

p roh ib ic ión  de la tortura, tratos crueles, inhum anos y deg radan tes (M ary  L uz T obón-T obón

coiom D iano , en u p in io n  ju r íd ic a , vo lum en i ó, n° 31 , 2017 , p. 75); (iii) el respeto  a la 

no rm ativa  ex trao rd inaria  que se conso lida  con el decreto  del rég im en  excepción  y los que  se 

em itan  en  función  de él — ya sean leg isla tivos o e jecu tivos— , que en  ningún caso pueden ser 

con tra rio s a  las fuen tes iden tificadas en  los núm eros (i) y (ii); y (iv) a la norm ativa  o rd inaria  

p reex isten te  al rég im en  y  que no sea excep tuada du ran te  su v igencia , la cual es un lím ite para 

el ó rgano  ejecu tivo , pues en la R epública  m andan  lo estab lecido  en la C onstituc ión  y las 

leyes, y no  la d iscreción  o arb itrariedad  del gobernante.

3. A. Seguridad  ju ríd ica . En térm inos pu ram en te  ap rox im ativos, es la capacidad  que 

nos p roporc iona  el D erecho de prever, hasta  c ierto  pun to , la conducta  hum ana y las 

consecuenc ias de d icha  conducta. En su d im ensión  valo rativa — es decir, la seguridad  

ju ríd ic a  com o valo r constituc ional— , se tra ta  de  la  apreciación  positiva  del estado de cosas 

que perm ite  que esa p rev is ió n  sea posible, de form a que se considera  bueno — valioso—  y 

se acep ta  que hay razones pa ra  procurar su  ob tención  y m axim ización  (Isabel L itan te  V idal, 

“ Seguridad  ju ríd ica  y p rev isib ilidad”, en D uxa, n° 36, 2013, p. 86). Por ello , esta  sa la  ha 

d icho  que “ la certeza  del D erecho f . . . ]  deriva p rincipalm en te  de que los ó rganos esta tales y 

en tes púb licos realicen sus a tribuciones con  plena observancia  de los p rincip ios 

constituc ionales, Ipor e jem plo ], de legalidad, de cosa ju zg ad a , de  irrc troacliv idad  de las leyes

excepc ión  en  el rég im en constitucional
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o de sup rem acía  constitucional (arts. J5 , 17, 21 y 246 C n .)”  (sen tencia  de 15 de m arzo  de 

2016 , am paro  519-2014).

B. La adopción  de un rég im en  de excepción  p o r parte  de la A sam blea  L eg isla tiva  o 

del C onsejo  de M in istros, cn su  caso, no  puede suponer — en n inguna c ircunstanc ia—  una 

habilitación  cn blanco para que los destina tarios del decreto  leg islativo  o e jecu tivo  respectivo  

puedan  rea lizar cualqu ier curso  de acción  bajo m árgenes de excesiva  d isc rccionalidad , de  

m anera  tal que, aunque debe perm itir que se p rovean  respuestas p ron tas y  eficaces, tam bién  

debe  ve la r porque el e jercic io  del poder conferido  no devenga en  a rb itrariedades o en un 

m arco  decisional que no o to rgue seguridad  ju ríd ic a  a las personas, pues esta  ex ige  que se 

determ inen  los derechos, deberes, perm isos y com petencias con c la ridad  y p rec isión  

(R odolfo  Luis V igo , In terpretac ión  ju r íd ic a ,  Ia ed., 2006, p. 273). Por e jem plo , en  E spaña, 

la Ley O rgánica 4/1981 de los estados de alarm a, excepción  y sitio , que entró  en v igo r el 6 

de ju n io  de 1981 y que fue pub licada  en el B oletín  O ficial del E stado  n° 134, de 5 de  ju n io  

de 1981, resulta ilustrativa de los n iveles de p rec isión  que tienen las norm as de rég im en  de 

excepc ión  en países con m ás experiencia  que el nuestro  en la  m ateria.

Para lograr esta  seguridad  es necesario  que, p o r un lado , se ev ite  la h iperin flac ión  

norm ativa, pues el exceso  y sobreabundancia  de  cuerpos no rm ativos leg isla tivos y e jecu tivos 

incide negativam ente  cn la certeza  del estado de cosas norm ativo  (Jav ier de L ucas y o tros, 

In troducción  a  la  teoría  del D erecho, 3a ed., 1997, p. 264). Por otro  lado, el lenguaje  y la 

redacción  de d ichos cuerpos norm ativos debe ser lo m ás c lara  y p rec isa  posib le  — cj., ev itar 

térm inos de com plicada com prensión , am bigüedad  sem án tica  o sin tác tica  o v ag u ed ad — . La 

redacción o el lenguaje inciden  en la seguridad  ju ríd ic a  cuando estos afectan  la c laridad  hasta 

el punto  de no poder in terp re tarse  de  m odo natu ral y no forzado, o por no con tar con la 

ind ispensable  precisión , a pesar de los in ten tos de in te rp re tac ión  (P iedad  G arc ía -E scudero  

M árquez, Técnica leg is la tiva  y  seg u rid a d  ju ríd ica : ¿ hacia  e l con tro l constituc iona l de la  

ca lid a d  de las leyes?, I” ed., p. 88).

A títu lo  de ejem plo , la d o c trin a  iden tifica  los sigu ien tes p rob lem as usuales cn la 

form ulación de docum en tos no rm ativos, los cuales deben  ser ev itados: (i) e l uso incoheren te  

de la te rm ino log ía  — el m ism o térm ino con d istin tos sign ificados o el m ism o sign ificado  

expresado  con térm inos d istin to s— ; (ii) la falta  de defin ic iones; (ii¡) los enunciados 

cond ic ionales am biguos, en el sen tido  de que no está claro  si el an teceden te  de una fó rm ula 

condicional debe  ser en tend ido  solo  com o condición  sufic ien te  o bien com o necesaria  y 

su fic ien te; (iv) las d isyunciones que no dejan claro  si se trata de una d isyunción  inc luyen te  o 

excluyente; (v) enum eraciones que no aclaran  si son de carác ter taxativo  o ilu stra tivo ; (vi) 

sucesión de norm as — cj., un texto A  que es luego parc ia lm en te  derogado  por B , que  luego 

es variado  por C — ; y (v ii) el abuso  de reenvíos norm ativos — texto  A  rem ite  al texto  B— ; 

entre  o tros (R iccardo  G uaslin i, “ P rob lem as de  conocim ien to  del derecho  v ig en te” , en  C aries
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C ruz M oralonesny  o tros, S eg u r id a d ju r íd ica  y  dem ocrac ia  en Iberoam érica , 1 “ ed ., 2015, pp. 

21 - 2 2 ) .

-/. A. D eber dé  ju stificac ió n . L a ún ica  fo rm a en la que la c iudadan ía  puede con tro lar 

la su jec ión  de los ó rganos públicos a la C onstituc ión , leyes y dem ás fuentes de D erecho es 

m ed ian te  la ju s tillc a c ió n  que estos hagan  de los actos que realicen  en ejercic io  de sus 

com petencias. Un e jem plo  de este  deber de ju stillca c ió n  puede iden tificarse  en la 

ju risp ru d en c ia  constituc ional, en la cual se ha sosten ido  q u e  la protección ju risd icc io n a l (art. 

2 inc. Io C n.) se m an ifiesta , entre o tras cosas, en el derecho  a una reso lución  de fondo 

“m o tivada  y co ng ruen te” (sen tencia  de 12 de noviem bre de 2010, inconstilucionálidad  4 0 ­

2009), lo que im pone  una ob ligación  ju risd icc iona l correla tiva de sa tisfacción  de ese derecho. 

T am bién  se ha afirm ado  que este deber no se lim ita  a las decisiones ju d ic ia le s , puesto  que 

tam bién  incluye  a las reso luciones adm in istra tivas que a fec ten  derechos (sen tencia de  17 de 

nov iem bre  de 2010 , hábeas corpus 1 59-2007).

C on la ju stificac ió n  se cum plen  dos funciones esenciales que no son p rivativas 

ún icam ente  de la activ idad  ju d ic ia l, a saber: (i) po r m edio  de tal ex igencia  se in ten ta e lim inar 

cua lqu ier v iso  de arb itrariedad  o vo lun tarism o que pueda in troducirse  en la tom a de 

decisiones púb licas, fo rta leciendo con ello  la confianza  de los c iudadanos en la su jec ión  al 

D erecho  de los poderes esta tales, m andan  las d isposic iones constituc ionales y las leyes, y no 

la vo lun tad  de las personas; y (ii) desde un  pun to  de v ista  ind iv idual, perm ite  al in teresado  

conocer las razones por las cuales resu lta  restring ido  de un derecho fundam ental o de a lguna 

facultad, posib ilitando  de esa  form a el adecuado ejercic io  de los m edios de im pugnación . Es 

dec ir que  con esta  ex igenc ia  se busca que el p roceso  de ap licación  del D erecho no

perm anezca  en el secre to  o en el arcano  inconscien te  del funcionario  estatal que resuelve, 

sino  que reciba la necesaria  y su fic ien te  pub lic idad  com o m edio  para am inorar cua lqu ier 

arb itrariedad  (sen tencia  de 14 de sep tiem bre  de 2011 , inconstitucional idad 37-2007). Esto 

supone, pues, que la ex igencia  de ju stificac ión  tiene una  m arcada connotación  dem ocrática , 

deb ido  a  que perm ite  el adecuado  contro l institucional y no institucional (o dem ocrático) de 

la corrección  de d ichos actos o decisiones (véase: L eandro G uzm án, D erecho a una sen tencia  

m otivada. Ia ed ., 2013 , p. 185).

B. D urante un rég im en  de excepción , deb ido  a que el contro l ciudadano  se d ificu lta  

po r la even tual suspensión  de c iertos derechos fundam entales, es im perativo  que todos los 

ó rganos fundam enta les del gob ierno  — L egisla tivo , E jecutivo y Jud ic ia l—  (art. 86 inc. 2 o 

C n.) ju s tifiq u en  los actos que im pliquen  el ejercicio  de sus com petencias — sin perju icio  de 

que el resto  de ó rganos constituc ionales tam bién  estén  obligudos a ello— . D icha ob ligación , 

por la anorm alidad  con la que debe operar el E stado , tiene en  este supuesto  un carácter 

acen tuado . P ara  efectos concep tuales, en  térm inos sin té ticos, ju s tifica r im plica  o frecer 

razones d irig idas a m ostrar el carácter aceptab le  o correc to  de una decisión  (M anuel A tienza, 

E l sen tido  del D erecho , ya  c itado , p. 266).
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E ntonces, las razones son el e je  central de  la  ju stificac ió n . Estas se definen  com o 

enunciados que consideram os verdaderos que, conven ien tem en te  en tre lazados en el seno  de 

un argum en to  y u n a  a rgum en tación , son  capaces de  ju s tif ica r  u n a  a firm ación  en virtud de una  

transferencia  de acep tación , pues si estas son aceptadas, tam b ién  debe acep tarse  la conclusión  

que  de e llas se deriva. Lo con trario  a  esto  se ría  el dogm atism o  (L ino  San Juan , 

“razón /razones” , en L uis V ega R eñón y P au la  O lm os G óm ez, C om pendio  de lógica, 

argum en tación  y  retórica. 3" ed ., 2016 , p. 506). T ales razones pueden  ser razones para  creer 

o razones pa ra  la acción , y  son  siem pre  rela tivas a  un agen te  (son “ razones para a lg u ien ’’). 

Las no rm as son razones para  la acción , es decir, soh acep tab les para  ju s tif ica r  que algo se 

baga. Pero , tam b ién  son razones excluyentes: razones para descarta : o tras razones — para 

que algo  no  se haga—  (G iane lla  B ardazano , “El pun to  de v ista  in terno  y las razones p a ra  la 

acción” , en R evista  de la  F a cu lta d  de D erecho, n° 47, 2019, p. 18).

D ebido  a lo an terio r, aunque un curso  de acción  — acciones positivas o negativas; 

hacer o no hacer—  pued a  ser ju s tificad o  por razones no ju ríd icas , com o las de índo le  m oral 

o político , esta s deben  se r  exclu idas cuando son  incom patib les con las norm as ju r íd ic a s . Y  

com o dentro  del esquem a de las norm as ju ríd ic a s  las norm as constituc ionales tienen  

suprem acía  sob re  el resto , las razones pa ra  la  acción  a las que  están  su je tos los poderes 

púb licos — y que deben  ser las que ju s tifiq u en  su  hacer o no hacer—  son p rim ord ia lm en te , y 

de form a cxcluyen te  de o tras razones, las razones de la C onstituc ión .

5. A. L ibertad  de expresión , in form ación  y acceso  a  la in fo rm ación  púb lica . Las 

libertades de expresión  e inform ación  ju eg an  un papel relevante  en la in teracción  en tre  

ju stificac ió n , contro l y dem ocracia , y a  que  son derechos que  perm iten  q u e  las voces c ríticas 

y  d isiden tes sob re  el m anejo  de las cuestiones púb licas se inform en y se hagan escuchar. L a 

libertad  de exp resión  es un derecho  fundam ental que com prende dos d im ensiones que  deben 

ser garan tizadas sim ultáneam ente . En su  d im ensión  ind iv idual, esta libertad  “ no se ago ta  en 

el reconocim ien to  teórico  del derecho  a hab lar o escrib ir, sino  que  com prende  adem ás, 

in separab lem en te , el derecho  a u tilizar cua lqu ier m edio  aprop iado  para  d ifu n d ir  el 

pensam ien to  y hacerlo  llegar al m ayor núm ero  de destina ta rio s” . En su  d im ensión  soc ia l, “es 

un m edio  para  el in tercam bio  de ¡deas e in fo rm aciones y para  la com un icac ión  m asiv a  en tre  

los seres hum anos”  (C orte  In leram ericana  de D erechos H um anos, O pin ión  C onsu ltiva  O C - 

5/85, de  13 de  noviem bre de 1985, párrafos 31 y 32).

A  diferencia  de la  libertad  de expresión , que recae  en ideas, op in iones y ju ic io s  que 

no asp iran  en p rincip io  a a firm ar datos ob jetivos, la libertad  de in fo rm ación  p re tende  asegu rar 

la pub licación  o d ivu lgación , con respeto  ob jetivo  a la  verdad , de  h echos con  re levanc ia  

púb lica , que perm itan  a las personas conocer la situación  en la que se desarro lla  su ex istencia , 

de  m anera  que, en cuan to  m iem bros de la co lec tiv idad , puedan tom ar dec is iones  libres, 

deb idam en te  in form ados. Esta libertad  tien e  por objeto  hechos, es decir, algo que  sucede , que  

es real y verdadero . En esc  sen tido , las expresiones p ro teg idas po r la p rim era  de las libertades
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m encionadas pueden  ser en ju ic iadas por su ju s tic ia  o in justic ia , pertinencia  o im pertinencia , 

ca rác te r ag rav ian te  o no, pero  nunca p o r su verdad  o falsedad  (sen tencia  de 24 de sep tiem bre  

de 2010 , inconstituc iona l idad 91-2007); su uso no está  su jeto  a censu ra  p rev ia , pero  su  abuso 

es sancionado  (art. 6 C n.).

U no de  los aspec to s convergen tes de las libertades de expresión  e in fo rm ación  es su 

estrecha  v incu lac ión  con el o rden  público . Según ha d icho  la C orte  In teram ericana  de 

D erechos H um anos, “el m ism o concep to  de o rden  público  rec lam a  que, den tro  de una 

soc iedad  dem ocrática , se garan ticen  las m ayores posib ilidades  de c ircu lac ión  de noticias, 

ideas y op in iones, así com o el m ás am plio  acceso  a la in fo rm ación  po r p a ite  de la sociedad  

en  su con jun to . La libertad  de expresión  se  inserta  en el o rden  público  p rim ario  y rad ical de 

la dem ocrac ia , que  no es conceb ib le  sin  el d eba te  libre y sin que la d isidencia  tenga pleno 

derecho  de m an ifestarse”  (C orte  In teram erieana  de D erechos H um anos, O pin ión  C onsu ltiva  

O C -5 /85 , ya  c itada, párra fo  69).

a la in fo rm ación  púb lica  consiste  en  la facu ltad  de so lic ita r  o requerir la in fo rm ación  bajo 

con tro l o en  poder del lis tad o , con el deber co rre la tivo  de este  de ga ran tiza r su  en trega  

o p o rtu n a  o fundam en tar la im posib ilidad  de acceso , con base en una causa prev ista  por la ley 

y com patib le  con  la C onstituc ión  (sen tencia  de 5 de  d iciem bre  de 2012 , inconstituc iona lidad  

13-2012). D en tro  del un iverso  in form ativo  ex isten te , cob ra  espec ia l re levancia  lo que se  

re lac io n a  con  funcionario s  púb licos o cand idatos a  serlo , asun tos púb licos o po líticos y los 

derech o s fundam en ta les (C orte  In teram erieana  de D erechos H um anos, C aso Tristón D onoso  

vs. P anam á , sen tencia  de 27 de enero  de 2009; C aso K im el vs. A rgen tina , ya citado; y C aso  

H errera  XJlloa vs. C osta  Rica, sen tenc ia  de  2 de ju lio  de 2004 , en tre  otras).

B  a. A u n q u e  el art. 29  ine. I o Cn. parecería  perm itir con carác te r abso lu to  la 

su sp en sió n  de los d erechos reconocidos en el art. 6 inc. 1° C n ., esta  d isposic ión , com o todas 

las co n ten idas  en la C onstituc ión , no debe ser in te rp re tada  n ecesa riam en te  en  su sen tido  

literal, d eb ido  a las particu la ridades que inform an su  in terp re tac ión  (sen tencia  de 14 de 

oc tub re  de 2013 , inconstituc ionalidad  77-2013; Josep  A guiló  R egla, “ In terp re tac ión  

co nstituc ional. A lgunas a lternativas teóricas y una p ropuesta” , en Doxa, n° 35, 2012 , p. 243 ; 

e Isabel L ifan te  V idal, “ La in terp re tac ión  ju r íd ic a  y el parad igm a co n stitu c io n a lis ta” , en 

A tm a rio  de f i lo s o fía  del D erecho , n° 25 , 2008, p. 258). H ay buenas razones para  so stener que 

es ta  su sp en sió n  no ten d ría  en  n ingún  caso  un carác te r abso lu to , es decir, s iem pre  deben  ex istir  

posic iones de  derecho  fundam ental cuyo ejercic io  esté  perm itido , pues aparen tem en te  

carecería  de sen tido  que du ran te  un rég im en  de excepc ión  decre tado  por ep idem ia , ca tástro fe  

o ca lam idad  general se sup rim an  todas las posic iones iu sfundam entales de  p restación  y 

ab sten c ió n  que p oseen  las libertades de expresión , in fo rm ación  y derecho  de acceso  a  la

P ara  exp resarse  lib rem en te  y para in form arse o  inform  ¡, es necesario  que se

g aran tice  el acceso  a  la in fo rm ación  pública. S egún  ha  d icho  esta  sala, el derecho  de  acceso
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in form ación  pública  — m edulares para la dem ocracia—  (sen tencia  de inconstituc ionalidad  

53-2005 , ya citada).

La redacción  del art. 29 inc. I o Cn. obedece  al con tex to  h istó rico  en que se creó  la 

C onstituc ión  y a lo que los constituyen tes d iscu tie ron  al redactarlo , y  ello  tendría  un im pacto  

relevan te  cn su adscripción  de sign ificado  (lodo  esto  consta  en el tom o III de las versiones 

taqu ig ráficas que con tienen  d iscusión  y ap robación  del p royecto  de la C onstituc ión  de  la 
R epública  de 1983).

En 1983, cuando  se d iscu tía  el en tonces p royecto  de C onstituc ión , El S a lvado r estaba  

sum ido  cn la G uerra  C iv il, de fo rm a que todas las d iscusiones de los d ipu tados constituyen tes 

en relación  con el rég im en  de excepc ión  estaban  focalizadas en ev ita r Ja perpetuación  de  los 

estados d e  sitio  que  eran com unes en aquel en tonces y cn d e te rm inar el m arco  constituc ional 

con el cual a fron tar situac iones bélicas excepcionales com o Jas que se v ivían . P o r e jem plo , 

se d ijo  que “ desde que nos insta lam os com o A sam blea  C onstituyen te  f .. .  | hem os ven ido

em itiendo  un D ecreto  L eg isla tivo  cada  m es, prorrog; 

S itio” y que “ [c juando  se [prohíben] las reuniones 

reun ión , lo que se busca cn el fondo, es preci

que  se d a  en llam ar E stado  de, i
do ha}' una lim itación  al derecho  a

__un m ecan ism o de defensa , po r parte

del E stado, para  algún tipo de reunión que  vaya en perju icio  de  la estab ilidad  o de la seguridad  

del E stado” (in te rvenc iones del d ipu tado  R icardo G o nzá lez  C am acho  y del d ipu tado  Ilugo  

C arrillo  en los debates c o n s titu y e n o s , consu ltado  en las versiones taqu ig ráficas  que
i -  *  '

con tienen  d iscusión  y ap robación  del proyecto  de la C onstituc ión  de la R epública  de 1983, 

tom o III, sesión  del 23 de agosto  do 1983, pp. 63 y 66).

b. La d o c trin a  relacionada con la in terp re tac ión  de  la C onstituc ión  se  refiere  con 

in sistencia  a dos concep tos v incu lados en tre  sí: la in terp retación  con tex tual y la a tem poral. 

La segunda  es rechazada  por la variedad  de p rob lem as que p roduce  cn la p e rm an en c ia  de las 

in terp re tac iones que se rea lizan  (Isabel L ifante V idal, “ In terp re tac ión  ju ríd ic a ” , en Jo rge  

Fabra Z am ora  y  V erón ica  R odríguez  B lanco, E ncic loped ia  de filo so fía  y  leoria  d e l D erecho. 

vo lum en 2. 1" ed ., 2015, p. 1368); pe ro , la p rim era  se en fren ta  al p rob lem a de d e te rm in ar el 

con tex to  re levan te  para  la decisión , pues d istin tas co rrien tes se debaten  en tre  el con tex to  

h istórico  o el con tem poráneo  — el in tcrp re ta liv ism o  u o rig inalism o  vs. el no in terp rc ta tiv ism o  

o no  o rig inalism o—  (M arco  G erardo  M onroy  C abra, E nsayos de teoría  co n stitu c io n a l y  

derecho  in ternac iona l, 1" ed ., 2007 , p. 206).

Ai respecto , debe  d ec irse  que  la e lección  en tre  el sen tido  h istó rico  o un sen tido  

evo lu tivo  en la in terp re tac ión  de  la C onstituc ión  depende del resu ltado  de  los ju ic io s  

eva lua tivos  que esta  exige. La in te rp re tac ión  de las d isposic iones constituc ionales  requ iere  

que el in térp rete  bag a  lo sigu ien te: (i) p rim ero , debe  hacer un ju ic io  eva lua tivo  p rim ario  en 

el que  de te rm ine  cuáles son  los p rinc ip ios y  valo res constituc ionales que el D erecho p retende 

d e sa rro lla r— -aveces, m edian te  reg las que  los concre tan— ; (ii) luego, debe  e fec tuar un ju ic io  

eva lua tivo  secundario  cn el que ind ique cóm o debe in terp re tarse  la d isposic ión  o
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d isp o sic io n es  concern idas a  la luz de d ichos p rincip ios y valores, con el fin de do larlas del 

s ign ificado  que  desarro lle  al m áx im o  sus posib ilidades — esto  no debe suponer una 

in te rp re tac ión  que  esté  fuera de las posib ilidades sem án ticas de la d isposic ión  o que sug iera  

la superposic ión  de concepciones pu ram en te  m ora les  por encim a del sistem a ju ríd ic o —  (Cfr. 

Isabel L itan te  V idal, ‘‘In terp re tac ión  ju ríd ic a ” , ya c itado , p. 1382; e Isabel L itan te  V idal, “ La 

in te rp re tac ió n  ju r íd ic a  y  el parad igm a co nstituc ionalista” , y a  c itado , p. 272).

El a it. 268  Cn. ind ica cuáles son los in strum en tos fidedignos para la in terp retación  de 

la C onstituc ión . S in  em bargo , esto  no s ign ifica  que el constituyen te  haya querido  que esta  

s iem p re  sea de tipo o rig ina lista . Por el con trario , el In fo rm e U nico de la  C om isión  de E stud io  

del P royecto  de C o nstituc ión  señala que  “ [s]i la C onstituc ión  puede llam arse  ley fundam ental 

es porque ex iste  un o rgan ism o  y unos p roced im ien to s capaces de hacer valer sus 

d isposic iones  y de in terp re tarlas de acuerdo , no so lo  con al esp íritu  y  la  in tención  ele sus  

au tores s in o  de las necesidades cam bian tes de los p u e b lo s"  (las itálicas son  propias). Por 

e llo , esta  d isposic ión  debe  en tenderse  com o una g u ia  para el in térprete, según la cual, en el 

ju ic io  evalualívo  p rim ario , debe de te rm inar los p rinc ip ios y valores constituc ionales que el 

D erecho  p retende d esarro llar a  partir  del texto de la C onstituc ión  y de lo que al respecto  

hayan  d icho  sus au to res (C fr. P ierlu ig i C h íasson ijf  T écn icas de in terpretación  ju ríd ica . 

B reviario  p a ra  ju ris ta s , 1“ ed ., 201 1, pp. 94-101). U na v ez  hecho  esto , debe  pasar al ju ic io  

eva lua tivo  secundario , cn el que deberá  tom ar en cuen ta  si hubo  a lguna situación  con tex tual 

especial en  la redacción  de a lguna o varias d isposic iones constituc ionales específicas o de 

a lguno  de los títu los, cap ítu los o  secciones de la C onstituc ión . S i la hubo y  esta  se  m antiene  

en  la  actualidad , la  in terpretación  debe se r  orig ina lista ; s i la  hubo, p e ro  y a  no se  m antiene  

o no es re levan te  p a ra  el caso, debe  ser  evolu tiva; y  s i  no la  hubo, debe  se r  tam bién  evolutiva .

Lo d icho  en  ú ltim o térm ino  encuen tra  un respaldo  en  la sen tenc ia  de 

ineonslituc iona lidad  163-2013, ya c itada, según la  cual “ [l]a  com prensión  del tex to  de u n a  

d isposic ión  ju ríd ic a  según el con tex to  o la  situación  com unicativa, es decir, asum iendo  que  

el lenguaje  se  u tiliza  con  una finalidad  soc ia lm en te  relevante , ob liga a tom ar en 

consideración , ju n to  con o tro s e lem entos, la in tención  de la d isposic ión  (según  ella  m ism a o 

el p ropósito  de  su  em isor). D icha in tención (o “e sp íritu ”, art. 19 inc. 2 o C C .) puede ser 

reconstru ida  m ed ian te  “ la lú sto ria  f ided igna  de su estab lec im ien to” o los an teceden tes 

no rm ativos, com o tam bién  lo re c o n o c e é l art. 268 Cn. S in em bargo , acep tada  su u tilidad , es 

necesario  ac la ra r que  es to s  insum os qo constituyen  el único ni el m ás im portan te  de los 

e lem en tos de anális is  en la ac tiv idad  in terp reta tiva, sino que siem pre concurren  con o tros 

c rite rio s  (pau tas, m étodos, d irec tivas, a rgum en tos) de in terp re tac ión , que deben  ser 

co n sid e rad o s de m anera  con jun ta . A dem ás, la  u tilid a d  de lo s  an teceden tes h istóricos  

depende de que co incidan  en lo re levan te  con ¡a fo rm u la c ió n  tex tua l o litera l vigente, p u e s  

los térm in o s de una regu lac ión  p a sa d a  no p u ed en  d e term in a r e l s ign ificado  de la d isposición
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a c tu a l sobre e l m ism o asunto, cuando  haya  ocurrido  un cam bio  su sta n c ia l en  la  redacc ión  

norm ativa  de esta  ú ltim a” fias itálicas corresponde a la cita).

c. Así las cosas, el art. 29 ínc. I o Cn. debe  ser in terp re tado  co n tex tualm en te  de la 

s igu ien te  form a: (i) duran te  una ca tástro fe , ep idem ia  u o tra  ca lam idad  general no es posib le  

su spender los derechos fundam entales con ten idos en el art. 6 inc. I o C n ., puesto  que el 

exam en  de p roporc ionalidad  que se haga en estos casos no superaría  el escaño  de idoneidad 

— en particu lar, la ex igencia  de adecuac ión— , ya que  d icha  m edida no resu lta ría  causa lm cn tc  

útil para consegu ir el fin persegu ido  en  una c ircunstanc ia  así — ej., p ro h ib ir el uso  de  redes 

socia les in fo rm ativas para  ev itar la p ropagación  dé una en ferm edad— ; y (ii) en  caso  de 

guerra , invasión  del territo rio , rebelión , sed ic ión  o de graves pertu rbac iones al o rden  público , 

según la in tención del constituyen te , d icha  suspensión  sí es posib le , pero  so lo  si se trata  de 

expresiones o de inform ación  que no sean de in terés púb lico  y si se respeta  el p rincip io  de 

p roporc ionalidad . Por e jem plo , es de in terés púb lico  saber si du ran te  un conflic to  a rm ado  los 

m iem bros de la fuerza púb lica  cum plen  adecuadam en te  sus funciones y si hacen un uso 

adecuado  de la fuerza  (C orte  In teram ericana  de D erechos I lóm anos, C aso Vélez R estrepo  y  

F am iliares Vs. C o lom b ia , sen tenc ia  de 3 de sep tiem bre  de 2012 , párrafo  145). En todo  caso, 

la suspensión  no puede hacerse  ex ten siv a  al art. 6 inesj 3 o, 4 o, 5o y 6o C n. (art. 29 inc. 1 ° 

Cn.).
E sto  sería  com patib le  con la reso lución  1/2020 de la C om isión  In teram ericana  de 

D erechos H um anos, ya c itada — q u e  puede ap licarse  a cua lqu ier ep idem ia— . En e lla  se hizo 

h incap ié  en la necesidad  que de q u e  en el m anejo  de la  pandem ia  de C O V ÍD -19  los E stados 

se abstengan  de “ restring ir el trabajo  y Ja c ircu lac ión  de las y los p eriod istas  y personas 

defenso ras de derechos hum anos que cum plen  u n a  función  central du ran te  la em ergenc ia  de 

salud  pública , con el ob jeto  de in form ar y m on ito rear las acc iones del E stado” (párrafo  29), 

que garan ticen  que “defenso ras y defenso res de derechos hum anos puedan rea liza r su labor 

de defensa  c in fo rm ación  cn el con tex to  de la p andem ia”  (párrafo  30), q u e  respe ten  la 

“ p roh ib ic ión  de censura  p rev ia  y |s e  abstengan] de  b loquear total o p arc ia lm en te  s itio s de 

m ed ios de com unicación , p latafo rm as o cuen tas particu lares en In te rn e t'’ (párra ío  31), 

ren “el derecho  de  acceso  a la in fo rm ación  púb lica” (párrafo  32) y “que cua lqu ierascg  uren “c 

resp e  r isabiliisab ilidad  u lterio r que  se p retenda im poner p o r la d ifusión de in fo rm ación  u o p in iones , 

basada en la p ro tección  de los in tereses de salud  púb lica  -—aun de m anera  tem poral— , se 

estab lezca  por ley , de  m odo  p roporc ional al in terés im perioso  que la ju s tif ic a  y se a juste  

e s trecham en te  al logro de  ese leg ítim o ob je tivo” (párrafo  33).
S iguiendo la m ism a idea  in lencionalis ta , que  en este  caso  particu la r sí es d ec is iv a  para 

la in terp re tac ión  de la C onstituc ión  — se tra ta  de una institución  cuyo  reconocim ien to  

constituc ional tiene un m arcado  com ponen te  h istórico— , si el rég im en de  excepción  es 

dec la rado  por una ep idem ia  de  a lguna en ferm edad  infecciosa, es razo n ab le  in te rp re ta r que  sí 

es posib le  lim itar a lo estric tam en te  necesario  el derecho  de reun irse  con fines re lig iosos.
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cu ltu rales, económ icos o deportivos, siem pre que  se determ ine  con fundam en tos c ien tíficos 

y  m édicos só lidos, variados y d iversos — obten idos con varios m étodos de verificación  

fiab les y p roven ien tes de  fuentes d istin tas—  que a pesar de que  se adopten las m ed idas 

san ita rias  d ispon ib les, el riesgo de infección  se m an tiene  con  una alta  p robab ilidad . En todo 

caso , cuetndo sea posib le , debe  perm itirse  que  dictáis reuniones se  rea licen  m edian te  

tecno log ías de la in fo rm ac ión  y com unicación  y que su rtan  los m ism os efectos que las que 

se producen  p resenc ia lm en te  — esto  debería ser inco rporado  en el decre to  de adopción  del 

rég im en  de excep c ió n — ; y nunca deben  se r im pedidas las reuniones v irtua les que  se realicen 

con el lin  de que los ó rganos estatales desem peñen  sus funciones y e jerciten  sus 

com petencias.

En todo  caso , dado  que la m ism a C onstituc ión  da un trato  preferen te  a las reun iones 

de tipo  re lig ioso , cu ltu ral, económ ico , deportivo , la au to regu lac ión  y el au tocon tro l de sus 

in te rv in ien tes resu lta  m ás oportuno  com o efec tivam en te  ha sucedido  en esta  pandem ia.

6. D iálogo in terinslilucional. E ste  tribunal ya se ha referido  a las reg las del 

constituc ionalism o  d ialóg ico . Esta es una  vertien te  del constituc ionalism o  — propuesta  po r 

la doc trina  ac tua l—  que no p retende que  la C onstituc ión  sea una recreación  de las d isputas 

del poder y que, por tan to , no p ropond ría  ninguna so lución  que m axim ice  el con ílic to  que 

puede  generar la separación  o rgán ica  de  funciones. Por el con tra rio , p ropone  so luciones 

in stituc ionales que resuelven  estas posib les d ispu tas en espacios de  co labo rac ión  y 

cooperac ión , las cuales pueden  ser consideradas ob jeto  de decisión , según el ám bito  

constituc ional (con troversia  1-2018, ya citada). D e igual foxma, ha a ludido  al princip io  de 

co labo rac ión  en tre  ó rganos esta ta les (art. 86 inc. I o C n .), al a firm ar — en cita  de la C orte 

C onstituc ional de C o lom bia—  que  d icho  p rincip io  sirve para  “ asegurar el cum plim ien to  de 

los deberes de p ro tección  efec tiva  de los derechos de todos los residentes en el territo rio  

nacional [ . . . ] ” (sen tencia  de inconstituc ionalidad  1-2017, ya citada; y C orte  C onstitucional 

de C o lom bia , sen tencia  de 22 de enero  de 2004, T -025-04).

Si este d iá logo  y co laboración  deben ex istir  en períodos de norm alidad , con m ayor 

razón debería  ex istir duran te  un período  ex traord inario  que ju s tifica  un rég im en de excepción . 

La razón  es que los órganos esta ta les y sus funcionarios deben  acom odar su  ac tuación  oficial 

y la que realizan  a títu lo  personal de fo rm a tal que no cree un am bien te  o percepción  p úb lica  

de conflicto , pues el descréd ito  o  desdén  h ac ia  uno de e llos p roduce efectos pern ic iosos para  

el Estado, la sociedad  y la dem ocrac ia , en tartto que ello  con tribuye a la po larización  y al 

desacato  de los actos o  decisiones p roven ien tes de los poderes p úb licos, en perju ic io  del deber 

de  o b ed ien c ia  al D erecho  al que están  som etidas todas las personas y d ichos poderes  com o 

base de una conv ivenc ia  y cooperación  social pacíficas. N o  se puede obv iar que cuando un 

ó rgano  o funcionario  induce  o expresam ente  requ iere  el descréd ito , desacato  o a taque hacia 

o tro  u o tros, m ax im iza  el e lem en to  de “ fuerza’5 en la obed iencia  a l D erecho, pero  deb ilita  su 

e lem en to  rela tivo  a considerac iones m orales, de m anera  que reduce  la  racionalidad  que tal
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obed iencia  supone c incita  al c iudadano  a una ac titud  de rebe ld ía  que, aunque in ic ia lm en te  

se refleja  hacia o tros, eventual m ente puede llegar a ser m ostrada  ante los actos y  dec isiones 

que  provienen  de quien  en un in ic ió  o p rom ovió  tal actitud  (Joseph  Raz, R azón p rá c tic a  y  

norm as, I" cd ., 1991, p. 198).

D ebe en este  punto en fa tizarse  que el p oder constituyen te , en el p reám bulo  de la 

C onstituc ión , de term inó  com o uno de los m andatos de la potestad  soberana  del pueblo  

estab lecer los fundam en tos de la conv ivencia  nacional con respeto  a la d ign idad  de la persona  

hum ana, sobre  la base de la ju s tic ia  en dem ocrac ia  y con respeto  a la libertad ; fruto de todo 

ello  deber se r la  p a z  c iudadana , la cual está  in tegrada al con jun to  de d erechos fundam en ta les 

-a r t . I inciso  final y  2 C n .- . En tal sen tido , todos los ó rganos fundam enta les del gob ierno  y 

lodos los den iás  ó rganos del E stado  están  constituc ionalm en te  ob ligados a procurar, cn todas 

sus acciones, la paz social para todos los habitan tes de la R epública , ello  con lleva  a  p rocurar 

el respeto para todos las personas e instituciones; tan im portan te  es ello  que, en el m arco  de 

la E ducación  y la C u ltu ra  para  lograr el desai rollo in tegral de  la personalidad  del ser hum ano  

cn su d irección  esp iritua l, m oral, social a fin de constru ir una sociedad  dem ocrática , m ás 

próspera, ju s ta  y hum ana, se hace én fasis  en el respeto  de ios derechos hum anos, así com o a 

los deberes y a “com batir todo esp íritu  de in to lerancia  y de odio  | . ( a r t .  55 C n .)” .

Estos deberes de p reservar la dem ocracia , la d ign idad , la un idad  de la R epública , son 

especialm ente  m andatados al P residen te  de la R epública a qu ien  la C onstituc ión  le o rdena

(art. 168 núm ero 3o): “ Procurar la a rm on ía  social, y consei-var la p a z  y tranqu ilidad  in terio res

y la seguridad  de la persona hum ana co; iem bro  de la soc iedad” . D e tal m anera que  la

paz, com o derecho  fundam ental -c o n  d iferen tes d im ensiones art. 131 núm ero  25, art. 164 

núm eros 12 y 13—, tam bién  debe se r respetado  po r los ó rganos del E stado , los cuales tienen 

constitucional m ente p rohib ido  generar un esp íritu  de in to lerancia  y od io , po r lo cual siendo 

la p a z  un derecho  fu n d a m e n ta l de los sa lvadoreños, su vulneración  puede ser ob jeto  de 

reclam o.
X. I agunas constituc ionales y  duración  del rég im en  de excepción .

J. Cua ndo en (a vida ju ríd ic a  se p resen ta  un caso por reso lver, ha de encon trarse  una 

no rm a ap licable. U na parte de la v ida rea) puede quedar no regu lada  po r no rm a a lguna  o serlo  

de  form a defic ien te, es decir, p rev iendo  solo el supuesto  de  hecho, pero no su consecuenc ia  

juríd ica. A esto  se le denom ina laguna del D erecho  o laguna ju ríd ic a  (San tiago  C arre tero

S ánchez, Sohre la  f i lo s o fía  del D erecho  m oderna . I a ed ., 2017, p. 13). E ste  es un concep to  

que se tiene que p rec isar a partir  de la d istinción  en tre  d isposición  y no rm a ju ríd ic a  a  la que 

ya se h izo  referencia. C onfo rm e con  esta  tesis, no puede a firm arse  la ex is ten c ia  de  una laguna 

del D erecho p o r la ausencia  de d isposic ión  expresa  que resuelva el p rob lem a a partir d e  su 

in terp re tac ión  literal, deb ido  a que u n a  au tén tica  laguna ju ríd ica  im plica la au senc ia  de 

norm a, esto  es, la falla de regu lación  de un supuesto  de hecho o cond ic ión  de ap licac ión  o su 

regu lac ión  defic ien te , incluso  Juego de acudir a los criterios de in te rp re tac ión  que  resu ltan
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útiles para  p reven irlas  — ej., in terp re tac ión  ex tensiva  o evo lu tiva—  (R iccardo  G uastin i, 

“ A n tinom ias y lagunas” , ya c itado , pp. 445-447).
P o r ta l  razón , una laguna es un p rob lem a lóg ico  de los s is tem as norm ativos que afec ta  

al dogm a de la “ p len itud” , pero su  iden tificac ión  requ iere  necesariam ente  de la in terp retación  

de las d isposic iones  ju ríd icas  ex isten tes (P ierlu ig i C h iasson i, “ El deber de ju z g a r  y las 

lagunas en el D erecho” , en José Juan  M oreso y M aría C ristina  R edondo (eds.), Un diá logo  

con lu  teoría  cíel D erecho  de Eugenio  Bulygin, 1“ ed., 2007 , p. 103). A nte  una laguna 

aparen te , el ju e z  debe  recu rrir  a las no rm as que  regu lan  la ac tiv idad  ju d ic ia l, pues las 

decisiones ju d ic ia le s  no  deben  apartarse  a rb itrariam ente  del esquem a institucional (Pablo 

N avarro , L os lím ites  de l D erecho, 1“ ed., 2005, p. 80). Esto es así porque el E stado  de D erecho 

supone  que los poderes púb licos m andan m edian te  el D erecho y q u e  son, a  su vez, m andados 

p o r c) D erecho  (A alt W illem  íle rin g a , “C onstitu tional L aw ”, en Jaap  l la g e  y o tros, 

ín tro d u c tio n  lo  Law, 2a ed ., 2017 , p. 185).
E ntonces, an te  una laguna es necesario  recu rrir a m étodos que sirvan  para  

so luc ionarlas , con el fin de estab lecer la norm a para  tom ar la  decisión  del caso  concre to  de 

que se trate. Se debe recordar que  la noción del “ im perio  de la ley” ha sido constru ida 

h istó ricam en te  para  ev itar el dec ision ism o  y la consecuen te  a rb itra riedad  del poder. La ¡ñera 

ex is tencia  em p írica  de  las reg las ju ríd icas  com o regu laridades en las conductas de los 

c iudadanos y de los poderes públicos da com o resu ltado  un con tex to  de decisión  en el que la 

au tonom ía  personal puede desarro llarse .

2. A. El p rob lem a de las lagunas ju ríd icas  se in tensifica  cuando el cuerpo  norm ativo  

analizado  es la C onstituc ión , pues en tal caso se tra ta  de de te rm inar si ex isten  las lagunas 

constituc ionales. Según la doctrina, uno de los supuestos en  que ex isten  tales lagunas es aquel 

en que no  se reg ida  un supuesto  lác tico  concreto , lo cual puede deberse  a una opción  

in tencional, a que  es una cuestión  que de n ingún m odo podría  llegar a reso lverse , o  a que no 

se suscitó  una s ituac ión  futura sino hasta  después de que la norm a fundam ental en tró  en v igor 

(G erm án  C isneros Parías, “A n tinom ias y lagunas constitucionales. C aso M éxico” , en 

C uestiones constituc iona les, n° 8, 2003 , p. 51). Sin em bargo , no  debe tra tarse  de cu a lq u ier 

cuestión  constituc ional no regulada, sino de aquellas que sean  esenciales para  el 

funcionam iento  estatal o de la ausencia  de un derecho  o garantía  (M arcela  B asterra , “ El 

p rob lem a de las lagunas en el D erecho7’, en  D erecho  y  sociedad, n° 15, 2000 , p. 200).

Esta sala ya ha ten ido  la oportun idad  de ocuparse  de las lagunas constitucionales. En 

la sen tenc ia  de  13 de m ayo de 201 1, inconstituc ionalidad  7 -2011 , se dijo  que “ fe jn  el caso 

de la C onstituc ión , hay que tener en  cuenta  que  el abordaje  debe  partir de una noción  que 

a tienda  a su  na tu ra leza  especial; e llo  trae com o p rim era  consecuenc ia  adm itir que la 

C onstituc ión , si bien es una estruc tu ra  s istem ática  y unitaria, no es tan p recisa  y detallada 

com o la regu lación  ju ríd ic a  secundaria ; sino que so lam en te  fija los p rinc ip ios y d isposic iones 

fundam enta les, según  los cuales el o rdenam ien to  concreto  tiene que fo rm arse y el orden
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político , económ ico  y social d esarro lla rse” . E n efec to , se ha  ind icado  que “ [ . . . ]  c iertas 

regu laciones fundam en ta les no  se incluyen  en el tex to  constituc ional, ya  sea porque los 

acto res que  participan  no a lcanzaron  consenso  sobre  el con ten ido , o  bien porque a lgunos 

p recep tos constituc ionales se exp resan  con poca  claridad  técnica. A sí, com o obra hum ana, 

toda C onstituc ión  es en a lguna m edida im perfec ta  y  guarda  silencio  o es incom ple ta  sobre  

c ie rto s aspec to s fundam en ta les del Estado. La C onstituc ión  no puede preverlo  todo; no puede 

regu lar la sum a de variab les y de a lternativas futuras que p lan tea  una sociedad  d in ám ica  y 

cam bian te . De allí la vital im portancia  de la in terp re tac ión  de los T ribuna les  o Salas 

C onstituc iona les” .

En d icha  sen tencia  se aclaró  que, “ [e]n el caso  de las lagunas co n stitu c io n a les^ ] no 

se trata  de d isposic iones que  se cuestionan , sino  de relaciones ju ríd icas que  todav ía  no han 

logrado regu lación  constituc ional en absolu to  o de m anera  sa tisfac to ria” . Y  en esa línea, se 

con tinuó  ind icando que, “ [s |i  la nueva situación  fác tica  carece  de respuesta  constituc ional, se 

llega a  un reconocim ien to  juríd ico  in terp reta tivo  o m ed ian te  in tegración  no rm ativa  que le 

a tribuye un sign ificado . En este  pun to , no  se cuestiona si la C onstituc ión  regu la  cu a lq u ier 

supuesto  de hecho o si ca lifica  cualqu ier com portam ien to  com o deb ido , p roh ib ido  o 

perm itido ; sino , si la C onstituc ión  con tiene  norm as que v incu lan  el con ten ido  de cua lqu ier

a  ' c r
En esc sen tido , se d e te rm inó  que, **[...] p o r el hecho de la ex is ten c ia  de una  laguna 

en la C onstituc ión , no se puede a firm ar que haga  falta un parám etro  p a ra  en ju ic iar la 

actuación  de los poderes púb licos; pues en  ese  caso  será  la ju risd ic c ió n  co nstituc ional, la que 

acud iendo  a  los p rinc ip io s  y  valo res de la Ley Suprem a, de te rm inará  el sen tido  de las 

ob ligaciones de esto s poderes. Es decir, que  se puede  fo rm u lar in te rp re ta tivam en te  el 

parám etro  que p rovenga de un p rincip io  estructu ral, inheren te  a l a  institución  esta tal sobre  la 

cual recae el supuesto  im previsto . En este caso, la p len itud  de la C onstituc ión  su b s is te” . En 

consecuenc ia , se concluyó  que “ fa jn te  un caso  de laguna  co n stitu c io n a l [-■■] la  

in terpretac ión  s is tem á tica  p erm itirá  de term inar qué  decisión  es la  m ás adecuada  en re lac ión  

con  o! resto  de  no rm a s y  p rin c ip io s  subyacen tes a l s is tem a  invo lucrado  a  f i n  de h acer  va ler  

la  fu erza  norm ativa  de la  C o n stitu c ió n ” (las itá licas son del tribunal).

li. a. De todos los tem as que se pueden  en m arcar en la rúb rica  de la “p len itu d  de  la 

C o nstituc ión” (R iccardo  G uastin i. E stud ios so b re  la  in terpretación  ju ríd ica , l 8 ed ., I 999 , pp. 

94-95), aquí in teresa  refe rirse  a l que aTecta a  la regu lación  del rég im en de  excepción . De 

nueva  cuen ta , con trario  a la reg la  genera l, aqu í sí resu lta  de te rm inan te  el a rgum en to  

in te iic iona lis la  en la in terp re tac ión  de los arts. 29 y 30 Cn. y  las versiones taqu ig ráficas  que 

con tienen  la d iscusión  y aprobación  del p royecto  de la C onstitución  de la R ep ú b lica  de 1 983, 

tom o III. Esto se  debe  a que , com o se d ijo , en 1983, cuando  se d iscu tía  el en tonces p royec to  

de C onstituc ión , El S alvador estaba sum ido  en  la guerra  c iv il, de form a que todas las 

d iscusiones de los d ipu tados constituyen tes en re lac ió n  con el rég im en  de excepc ión  estaban
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focalizadas en  ev ita r  la perpetuación  de los estados de s itio  que eran com unes en  aquel 

en tonces y en d e te rm in ar el m arco constituc ional con el cual a fron tar situac iones bélicas 

excepc ionales com o  las que se v iv ían .
Esto llevó a una  laguna constituc ional en  la fijación  del lím ite tem poral m áx im o  de 

30 d ías p ro rrogab les  po r o tros 30 d ías ad ic ionales (art. 30 C n.), en tanto que  el constituyen te  

no tom ó en conside rac ión  que las ep idem ias, ca tás tro fes  o ca lam idades genera les m uchas 

veces duran  m ás d e  60 d ías, lo cual supone la im prev isión  del caso  en que  la situación  

ex trao rd in a ria  se  ex tien d a  m ás a lia  de  esta  barrera  de  tiem po. De hecho, en focados en su 

con tex to  de conflic to  a rm ado , se afirm ó todo lo con tra rio : se dijo  que  “ el restab lec im ien to  de 

las g aran tías  co nstituc ionales  puede darse , cuando  an tes de vencido  el p lazo  para  el cual han 

s ido  su spend idas , desaparecen  los m otivos que p rovocaron  tal [d jccre to . D e tal m anera , q u e  

la A sam blea  no va a esperar hasta  que venza  el p lazo  para el cual se su spend ieron , para poder 

fres tab lece rlas]” (in te rvenc ión  del Dr. M orán C astañeda en  los debates constituyen tes, 

consu ltado  en las vers iones  taqu ig ráficas que con tienen  d iscusión  y ap robac ión  del p royecto

de la C o nstituc ión  de la R epública  de 1983, tom o  111, sesión  del 24 de agosto  de 1983, p. 17).

b. P a ra  este  caso  particu la r, el análisis  de las consecuenc ias  de esta  laguna en el lím ite 

tem poral posib le  de un rég im en  de excepc ión  debe  hacerse  desde  dos perspectivas: una 

h istó rica  y o tra actual. Según  la h istoria , de  todas hts en ferm edades in fecciosas a las que  se 

ha en fren tado  el hum ano , so lo  2 han sido  e rrad icadas por él: la v iruela  y la peste  bovina, y 

n inguna  ha supuesto  un esfuerzo  de resu ltados inm ed ia to s  — de hecho, se ha requerido  de 

d écadas  en te ras—  (T ee G u idu ttí, H ea lth  a n d e u s ta in a b iliiy :  an  ¡ntruduelion, 1“ ed ., 2015 , p. 

290). A unado  a  e llo , a lgunas pandem ias an terio res han tenido una  du ración  que supera  los 3 

años, com o la de la peste  neg ra  y la gripe españo la  (sob re  esto , ver 

h ttp s ://h is to ria .n a tio n a lg eo g rap h ic .co m .eS /a /g ran d es-p an d em ias-h isto ria_ l5 178/4). D e igual 

form a, ha hab ido  ca tás tro fes  o ca lam idades genera les cuyos e fec to s pern ic iosos sucesivos 

han  perd u rad o  du ran te  años. E ste  es el caso  de, p o r e jem plo , el desastre  nuc lear suced ido  en 

C hem ób il, R usia, el 2 6  d e  abril de  1986, que  co n tin ú a  p roduciendo  rad iac ión  en  varias zonas 

de d icho  país, lo que  las vuelve  inhab itab les e in transitab les, a la vez que vuelve  no 

consum ib les  los a lim en to s  que se ven  a fec tados p o r  lluv ia  rad ioactiva  (lan  F airlie  y D avid  

Stim ner, The o th er  report un  chernabyl, 1" ed., 2006, p. 3). En un caso  com parab le  a ese —  

El S a lv ad o r no  m aneja  p lan tas nucleares-, tend ría  sen tido  la su spensión  de la libertad  de 

c ircu lac ión  en la zona  afec tada  por un tiem po m ayor al que p revé  el art. 30 C n.

A dem ás, la c iencia  m éd ica  tam bién  hace h incap ié  en  la perdurab ilidad  que podría 

tener d ich a  pandem ia. El C en tro  pitra el C ontro l y la P revención  de  E n ferm edades (C D C , por 

sus s ig las  en ing lés) ha deta llado  que  las pandem ias de in fluenza  — a cuyo  género  pertenece 

la C O V ID -19—  se describen  m ed ian te  un m arco  de  in tervalos de una  pandem ia, que se 

co m p o n e  de las fases de investigac ión  de casos  de in fecciones, reconocim ien to  de un 

po tenc ial aum ento , in ic iac ión  de  una o la  pandém ica , ace le rac ión  de d icha  ola, desaceleración

https://historia.nationalgeographic.com.eS/a/grandes-pandemias-historia_l5178/4
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y preparación  para o las pandém icas fu turas — de hecho , afirm a que “ [c]s p osib le  que la 

[segunda] o la  pandém ica sea de m ayor gravedad  que la p rim era  ’—

fh ltps://cspano l.edc  .gov /n ti/p an d cm ie-reso u rccs/n a tio n a l-s tra leav /in lc ivals- 

IYamcw o rk .h tm l): e, incluso, la O M S ha señalado  rec ien tem en te  la p robab ilidad  que el 

C O V ID -19  adqu iere  una d im ensión  endém ica.

c. A partir  de  todas las consideraciones an terio res, es razonab le  sostener, a  partir de 

una  in terpretación  restric tiva  p rop ias para  este  tipo  de herram ien tas, que el p lazo  m áx im o  de 

duración de  un régim en de excepción  (art. 30 C n.) es de 60 días, incluyendo  una eventual 

p ró rroga  — cuya fijación , según las d iscusiones constituyen tes, estuvo en focada  en la 

evaluación  del supuesto  de guerra— , y ello genera  una  au tén tica  laguna  constitucional 

cuando  se trata  de  catástro fe , ep idem ia  u o tra  calam idad  general (art. 29  inc. I o C n .), pues el 

art. 30 Cn. no prevé qué  debe  hacerse  para  m an tener la fuerza no rm ativa  de la C onstituc ión  

an te  una situación  excepcional y anorm al de ese tipo  que exceda esc um bral de tiem po , ya 

que la doctrina hace eco de que una  de las razones p rincipales de d esobed iencia  al D erecho 

es que este  no garan tice  o refle je  sus p ropósitos ú ltim os (A gustín  S q u e lla  N arducci, ct. al., 

C urso de filo so fía  de! D erecho, 1" ed., 2018, p. 164). En consecuencia , de no adm itirse  

prórrogas sucesivas del rég im en de excepción , serían  estas c ircunstanc ias ex trao rd inarias  las 

que conducirían  a renunciar a lo que p recisam ente  se procura con él: no hacer d esaparecer al 

E stado  de D erecho du ran te  una  crisis.
En este sen tido , el art. 30 Cn. debe ser ob jeto  de una in terp retación  aco rde  con las 

dem ás d isposic iones constituc ionales cn ju eg o  duran te  un rég im en de  excepción  (las que 

reconocen  los derech o s fundam entales a fec tados por las razones que justifican  la adopción  

del régim en, la ex igencia  de legalidad  del art. 86 Cn. y  el deber c iudadano  de su jec ión  al 

D erecho que se vería  cn riesgo  po r no responder este  a los fines tu telares que  posee, es decir, 

el riesgo  de una  desobed iencia  civil colectiva).

A sí: (i) las expresiones “ no excederá  de 30 d ias”  y “ transcurrido  es te  p lazo  podrá 

p ro longarse  la suspensión , por igual período” sugieren  que cad a  uno de  los dec re to s  de 

rég im en  de excepción  no pueden tener una duración que exceda esc um bral de tiem po, pero 

sí pueden tener una m enor. Esto para  ev itar la dec la ra to ria  de reg ím en es indefin idos o con 

vocación  de perpetu idad . Pero , si transcu rrido  ese p lazo  de 30 d ías co n tin ú a  la c ircunstanc ia  

que m otivó  el rég im en de excepción , es posib le  p ro longar con la deb ida razonab ilidad  la 

suspensión de derechos fundam entales m edian te  un nuevo decreto  de una  du ración  que  no 

exceda de esos m ism os 30 días. A hora  bien, del tex to  de esa frase del art. 30 C n. no se infiere 

que la pro longación  deba lim itarse  po r una so la  vez (com o sí lo haría  una frase  com o “ por 

una  sola vez” , “ por única vez” , etc .). E lla  solo sug iere  que la p rórroga  debe respe tar el lím ite  

tem poral m áxim o de v igencia  del decre to  de adopción  de) rég im en  de excepc ión , pero  cn 

m odo alguno  debe en tenderse  que  las p rórrogas sucesivas están  p roh ib idas. E stas son 

adm isib les s iem pre  que continúen  las c ircunstancias que m otivaron  la  suspensión  de
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derechos; con  lo cual, catástrofes naturales que excedan  las po tencias hum anas podrán 

qjlistarse a  este  parám etro , s iem pre  que concurra  la necesidad  ex trao rd inaria  de con tar con el 

rég im en  de excepción , hab ida  cuen ta  que no todas las catástro fes podrán  hab ilita r 
au tom áticam en te  la adopción  de tal régim en.

De igual form a: (í¡) la expresión  “y m edian te  nuevo decre to”  tam bién es ind icativa de 

que el fin  de fija r un lim ite  tem poral es para que se reevalúe si con tinúan  las c ircunstancias 

por las cuales el rég im en  de excepción  fue adoptado , ya que, de  no concurrir estas, este  debe 

cesar (esto  debe hacerse  incluso si estas desaparecen  an tes de que term ine la v igencia  del 

rég im en , según  el art. 3 1 Cn.). E n tonces, al debatir la necesidad de adop tar un  nuevo decreto  

de excepción  es im perativo  que se tom e en cuen ta  el e lem ento  láctico  que le rodea, así com o 

el conocim ien to  técnico. Si no hay razones em píricas para  adoptar un nuevo  decreto , no es 

posib le  hacerlo . F ina lm en te , (iii) la expresión  “ si continúan  las c ircunstancias que la 

m o tivaron” expresa  dos norm as: una regulativa y o tra  constitu tiva. En tanto norm a regulativa, 

fija  una p roh ib ic ión  para p ro rrogar el régim en de excepción  si no con tinúan  presen tes las 

c ircunstanc ias con brise en las cuales fue adoptado . De no persistir estas, el decreto  de 

p ró rroga  sería  inconstitucional. Y, en tanto no rm a constitu tiva, el art. 30 Cn. prevé las 

cond ic iones necesarias para la p roducción  del resu ltado  institucional consisten te  en la 

p rórroga  del rég im en  de excepción: la pers is tenc ia  de las c ircunstancias por las que fue 

in ic ia lm ente  adoptado. Y com o esto es así, en tonces tal d isposición  otorga la com petencia  

para  h acer las p ró rrogas que sean  necesarias a  la luz  de las razones de hecho presentes en el 

m om ento  en que se realicen , siem pre bajo la su jec ión  al p rincip io  de proporcionalidad  y al 

con tro l constituc ional. Solo así puede co lm arse la laguna con ten ida  en d icha  d isposición  sin 

renunciar al fin  norm alizado^ d e  un rég im en de excepción .

X I. Las libertades de tránsito  o circu lación  y de reunión , los derechos a estab lecer el 

dom icilio , m orada  y/o residencia  y el derecho  a la  salud.

1. Este tribunal h a  concep tualizado  la libertad  de c ircu lac ión  (art. 5 C n.) com o la 

facultad  de toda persona de m overse  lib rem ente  en un  espacio  geográfico , sin m ás 

lim itaciones que  aquellas im puestas po r las cond ic iones del m edio  en el que pretende actuar. 

Por e llo , las no tas carac terísticas de este  derecho  son la acción de m ovilizarse  del su jeto , el 

ám bito  físico  en  el que  pretende desp lazarse  y la inex istenc ia  de obstácu los que d ificu lten  su 

tránsito  de un sitio  a otro  (sen tencia  de 25 de sep tiem bre de 2Ü13, am paro  545-2010). En el 

ám bito  in teram ericano  se h a  afirm ado que “el derecho  de  c ircu lac ión  y de residencia , 

p ro teg ido  en el a rtícu lo  22.1 de la C onvención  A m ericana , es una cond ición  ind ispensable 

para  el libre desarro llo  de la persona, y contem pla, [entre o tros aspec to sj, el derecho  de 

qu ienes se encuen tren  legalm ente  den tro  de un  E stado a  c ircu lar lib rem ente  en  él así com o 

escoger su lugar de residencia . Este derecho  puede ser vu lnerado  de m anera  form al o por 

restricciones de Jac to  cuando  el Estado no ha estab lec ido  las cond ic iones ni p rev isto  los 

m edios que perm iten  e jercerlo . D ichas afec tac iones de facto pueden  ocurrir cuando  una
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persona es v íc tim a  de am enazas u hostigam ien tos y  el E stado  no p rovee  las garantías 

necesarias para  que pueda  transita r y  res id ir  lib rem en te  en el territo rio  de que  se tra te”  (C orte  

In teram cricana  de D erechos H um anos, caso Vélez Restrepo  y  F am ilia res vs C o lo m b ia , ya 

c itada, párr. 220). .

La libertad  de c ircu lac ión , adem ás, es un p resupuesto  pa ra  el e jercic io  de o tros 

derechos fundam entales, cuyo desarro llo  supone el reconocim ien to  a un derecho  de 

m ov im ien to  que garan tiza  la independencia  fís ica  del indiv iduo . A sí, la p rincipal 

m anifestación  de este  derecho  se encuen tra  en  la  libre e lección  que  tiene el ind iv iduo  de 

tran sita r sob re  lugares que  desee  y cuyo uso sé encuen tran  a su d isposic ión  (C orte  

C onstitucional de C olom bia, sen tenc ia  T -202 /13 , de 1 I de abril de 2013). L as restricciones 

constituc ionales y legales a  este  derecho  pueden  ser de d iv ersa  índo le , tales corno: (i) solo se 

pro tege  la libre circu lación  en espacios físicos de dom inio  y uso  púb lico , lo que exc luye  del 

ám bito  de pro tección  de esta  libertad la c ircu lac ión  por p rop iedades privadas de terceros o 

p o r de term inadas zonas que  son de responsab ilidad  y uso exc lu sivo  del E stado; (¡i) su  

restricción  puede abarcar la de aquellos m edios de transporte  terrestre , m arítim o  o acuático  

que sirvan  para tal fin, así com o de las v ías que estos m edios de transporte  u tilizan  (ej. el 

c ierre  de una carre tera , de un puerto  o de  un aeropuerto ); (iii) la p ro tección  de la seguridad  y 

salud públicas son supuestos que  habilitan  la restricción  de la libre c ircu lac ión ; y (iv) los 

casos m ás com unes de restricción  a la libre c ircu lac ión  de las personas son aquellos que 

derivan  d e  la ap licación  de la n o rm a tiv a  penal que  co rresponda (M aría  S alvador M artínez , 

“ Las libertades de residencia  y  c ircu lac ión” , en Santiago  S ánchez  G onzález , D ogm ática  y  

p rá c tica  de los derechos fundam en ta les, 1“ ed., 2006 , pp. 261-263).

2. En la sen tencia  de 13 de  ju n io  de 1995, inconstituc ionalidad  4 -94 , es ta  sa la  afirm ó 

que po r libertad de reunión  (art. 7 inc. 1° C n.) se en tiende la po testad  o facultad  del ind iv iduo  

para reun irse  o congregarse  con sus sem ejan tes con cua lqu ier ob jeto  lícito  y de m anera 

pacifica . A  d iferencia  de la libertad  de asociación , al e je rcerse  la libertad  de  reun ión  no se 

crea una en tidad  ju ríd ic a  p rop ia  con sustan tiv idad  y personalidad  d iversa  e independ ien te  de 

la de cada uno de sus com ponentes. A dem ás, una  reun ión , con trario  a lo que ocurre  con  una 

asociación , es transito ria , esto es, su ex istencia  está cond ic ionada  a la rea lizac ión  del fin 

concreto  y determ inado  que la m otivó , po r lo  que, una  vez logrado este, tal acto  deja  de 

ex istir.

Este derecho  a la libertad de  reunión  se carac teriza  “ por la no ta  esencial de ser una 

concu rrencia  concertada  en la cual ex iste  un  cierto  grado de  v incu lación  sub je tiva  de cada 

p e rso n a  in terv in ien te  cn la reun ión  con los restan tes que partic ipan  en la m ism a” (T ribuna) 

C onstituc ional de  E spaña, sen tenc ia  85/1988, de 28 de  abril). E l derecho  del c iudadano  de 

participar ac tivam en te  en  la sociedad  o cn el p roceso  de form ación  de la  op in ión  y la vo lun tad  

po lítica , m ed ian te  el e jercic io  de la libertad  de  reun ión , es uno  de los e lem en tos 

ind ispensab les de una com unidad  dem ocrática . E ste  sign ificado  fundam enta l que tiene  este
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derecho  de libertad  debe ser respetado  p o r el leg islador al exped ir las d isposic iones que 

lim itan  el derecho  fundam ental, así com o para  su  in terp re tac ión  y ap licación  por parte  de las 

au to ridades y los tribunales (T ribunal C onstitucional fed e ra l A lem án, sen tencia  BVerfCiE  
69 , 3 I 5, de 14 de  m ayo de I 985).

Para la doctrina  constituc ional, el derecho  de reunión  im plica la libertad de  todos los 

hab itan tes del país pa ra  poder congregarse  con o tros con cualqu ier finalidad  y ob jeto , siem pre  

que d icha reun ión  sea de carác ter pacífico  y tenga  un objeto  lícito (M iguel C arbonell, Los  

d erechos fundam én ta las en  M éxico , ya citado, p. 4 7 1 ). En el sistem a universal de pro tección  

de los derechos hum anos esta  libertad  es considerada com o decisiva para  llegar a d isfru tar 

p lenam en te  de o tros d erechos hum anos, pues da  pie al e jercic io  de d iversos derechos civiles, 

cu ltu rales, económ icos, po lítico s y sociales, y para a lcan zar los ob jetivos del desarro llo  

soslen ib le  (In form e del R elator Especial sobre los derechos a la libertad  de  reunión  pacífica 

y de  asociación  de las N aciones U nidas de 2018, párrafos. 7, 8 y 22).

En el ám bito  com parado , el T ribunal E uropeo de D erechos H um anos se ha 

p ronunciado  respecto  de esta  libertad. A sí, ha sosten ido  que en algunos casos es necesario  

que  c iertas reun iones sean  notificadas a la au to ridad  correspondien te , siem pre que el 

p ropósito  de d icha  notificación  sea el de perm itirle  tom ar m edidas razonab les y aprop iadas 

para garan tizar la seguridad  y la “conducta  suave” de cualqu ier asam blea, reunión  o 

encuen tro . Sin em bargo , estas regu laciones que prevén  la necesidad  de no tificar — e incluso 

ped ir au to rizac ión—  no pueden representar un obstáculo  oculto  al derecho  de reun ión  

pacífica  tal com o es p ro teg ido  por el C onvenio  E uropeo  para la P rotección de los D erechos 

H um anos y de las L ibertades fu n d am en ta les  (T ribunal E uropeo de D erechos I lum anos, cuso  

K ó rtvé lyessy  vs. H ungría , sen tencia  de 5 de ju lio  de 2 0 16, párr. 27).

3. Este tribunal ha sosten ido  que la libertad de e leg ir residencia  y dom icilio , y de 

p erm anecer en  el que sea e legido es o tra  m anifestación  que se desprende del conten ido  del 

art. 5 inc. 2° Cn. De acuerdo con esta  facultad , las personas pueden escoger su residencia y 

su  dom ic ilio , cam biarlos cuando así lo decidan  y m antenerlos si iuese esa su voluntad. En 

consecuencia , n inguna persona puede ser ob ligada, en princip io , a e leg ir dónde estab lecerse  

ni a  aban d o n ar el lugar que fijen  com o su residencia , excep to  por m andato  ju d ic ia l cn los 

supuesto s p rev istos en la ley. Y es que  el a rra igo  en un espacio  geográfico  determ inado 

obedece  a una necesidad  de índole  social y an tropo lóg ica, que obliga a las personas a 

estab lecer un punto  lijo  en sus v idas co tid ianas que  le o frezca  seguridad  frente a la in tem perie 

y  que  consideren  su  hogar. E se punto fijo en las vidas de las personas es la residencia , y por 

la im portancia  que rev iste  para el desarro llo  de los p royectos de vida de estas el o rdenam ien to  

ju ríd ic o  le o torga una  p ro tección  especial m ediante el reconocim ien to  del referido  derecho 

fundam ental (sen tencia  de  13 de ju lio  de 2018 , am paro  411-2017).

*/. A . En cuanto  al derecho  a la salud, la ju risp rudenc ia  constitucional (ej. sen tencias 

de 21 de sep tiem bre de 2011 y 28 de m ayo de 2013, am paros 166-2009 y 310-2013,
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respec tivam en te) ha desarro llado  lie s  aspectos o e lem en tos esenciales que  in tegran  su  ám bito  

de pro tección : (i) la adopción  de m ed idas para  su conservac ión , pues la sa lud  requ iere  de una 

p ro tección  esta tal activa y pasiva  co n tra  los riesgos ex terio res que  puedan  ponerla  en peligro . 

De ah í q u e  se  deban  im p lem en ta r m edidas que, d esde  el punto  de v ista  positivo , tiendan  a la 

prevención  de cua lesqu iera  situac iones que la lesionen  o que restab lezcan  d icha  cond ic ión  y, 

d esde  el pun to  de vista nega tivo , que  ev iten  la com isión  de cua lqu ier acto  que  p rovoque  su 

m enoscabo ; (ii) la asistencia  m édica, po r cuan to  debe garan tizarse  a toda  pe rso n a  la 

posib ilidad  d e  d isp o n er y acceder al s is tem a o red de se rv ic io s de salud ; y (iii) Ja v ig ilanc ia  

de los serv ic ios de salud , que im plica  crear las in stituc iones  y m ecan ism os que  v ig ilen  y 

con tro len  la seguridad  e h ig iene de  las ac tiv idades p ro fesiona les v incu ladas  con  ella.

lis te  derecho  fundam ental ex ige , p o r  su p ro p ia  conno tación , que  el tipo  de a s is ten c ia  

m ed ica  que se o frece  en el s is tem a de salud del país se encuen tre  som etido  a una con tinua  

rev isión  y ac tua lizac ión , con el ob jeto  de  que se b rinden  a la  po b lac ió n  las técn icas 

qu irú rg icas, m étodos terapéu ticos, m ed icam en tos, asis tenc ia  san ita ria , e tc ., idóneos para 

tra tar de te rm inado  padecim ien to  y, de esa  form a, o frece r al pac ien te  un tra tam ien to  e ficaz

para el restab lec im ien to  p leno  de su sa lud  o bien la p o sibil idad  — a qu ienes se ven ob ligados

a v iv ir con una en ferm edad  perm anen te—  de  tener una m ejo r calidad  de v ida. D esd e  es ta  

perspectiva , la om isión  o negativa  de algún estab lec im ien to  pertenecien te  al s is tem a púb lico  

de salud  a ap licar un  m étodo  o p roced im ien to  c lín ico  o a  sum in istrar a lgún  m ed icam en to  a 

uno de sus pacien tes, só lo  se encuen tra  ju s tifica d a  cuando  se  ha co m probado , de m anera  

co n c lu y en te  p o r  el saber m édico , que  aquellos no son adecuados desde  el pun to  de v ísta  de 

la m ed ic in a  para tra tar la en ferm edad  o no dan garan tías p lenas de que  con tribu irán  a  la 

restauración  de  la salud sin m enoscabo  de la in tegridad  o la v ida del pac ien te ; y  el con tra rio , 

es  ob ligación  del estado  y d e  los se rv ic io s de salud  p resta r con d ilig en c ia  y cu idado  la 

a tención  m éd ica  adecuada a las pe rsonas  en ferm as que  así lo requ ieran  o lo necesiten .

13. De confo rm idad  con el c riterio  de accesib ilidad  a  la salud  — tal com o se  ha 

señalado  cj i la O h scrvación  general n° 14 del C om ité  de D erechos E conóm icos, S oc ia les y

C u ltu ra les  de N aciones U nidas— , todas las pe rsonas  tienen  derecho  a: (i) acceso  físico, social 

y económ ico  a se rv ic io s adecuados de p revención , a tención  y rehab ilitac ión  de la sa lud ; (ii) 

d isponer de  los e stab lec im ien to s, recu rsos y  personal capacitado  para  la p rác tica  de exám enes 

que  coadyuven  al d iagnóstico  de sus padecim ien to s; y (i i i) que  se les ap liquen  los 

m ed icam en tos, terap ias y  m étodos que se  consideren  necesarios y  adecuados, d esde  el punto  

de v ista  c ien tífico  y m édico , para  el restab lec im ien to  de la salud o, po r lo m en o s, en los casos 

en que  se d esconoce  la  ex istencia  de una  cura , que d ism inuyan  el su frim ien to  o las 

consecuenc ias  de la en ferm edad , con el ob jeto  de  b rindarles una m ejo r ca lidad  de v ida.

En este  con tex to , los p ro fesiona les  3' las en tidades de salud  deben  b rindar la m ejor 

a lte rna tiva  para  tra tar una en ferm edad , po r lo que , en atención  al co n ten id o  espec ífico  dei 

derecho  a  la sa lu d , no pueden  lim itarse  a  su m in istra r  el tra tam ien to  te rap éu tico  considerado
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como básico para determinado padecimiento, sino que deben realizar gestiones y acciones 
pertinentes para administrar al paciente los métodos, fármacos y técnicas más apropiados, 
cuando representen una forma más efectiva para el restablecimiento de su salud.

En consecuencia, a partir del contenido de nuestra Constitución, la salud se proclama 
como un derecho fundamental inherente a las personas, que encuentra su sentido más 
concreto en la exigencia a los poderes públicos de que “toda persona” reciba primordiabnenle 
la asistencia médica y el tratamiento terapéutico adecuados para aliviar sus afecciones físicas 
y/o mentales, por cuanto la salud representa una de las condiciones esenciales que posibilita 
a los sujetos tener una existencia física digna y, con ello, desarrollar plenamente su 
personalidad y sus potencialidades.

Ahora bien, debe señalarse que el abordaje, tanto de la salud individual como de la 
colectiva de los habitantes de la República, no está exento del control del derecho. La 
injerencia que las decisiones sobre la salud tomen las autoridades respectivas, pueden incidir 
sobre otros derechos fundamentales de la población, por lo que dichas decisiones están 
sometidas a control judicial, tanto en el ámbito contencioso administrativo como en el 
constitucional —como en otros, familia, niñez y adolescencia, penal, etc.-

XII. Resolución del problema jurídico y efectos de la sentencia.
1. Como se dijo al inicio de esta sentencia, el problema jurídico a resolver consiste en 

determinar si la I.ey de Restricción Temporal de Derechos Constitucionales Concretos para 
Atender la Pandemia Covid-19, contenida en el Decreto Legislativo n° 611, contraviene, 
según el orden estimado por esta Sala: (i) el art. 131 ord. 27° Cn., debido a que la Asamblea 
Legislativa no habría documentado la existencia de razones que justificaban la emisión del 
objeto de control; (ii) el art. 131 ords. 4o y 27° Cn., en tanto que supuestamente dicha ley fue 
aprobada con una mayoría conseguida con el voto de diputados suplentes que, según los 
actores, fueron llamados en sustitución de los propietarios sin que se justificaran las razones 
que legitimaran su llamamiento y, además, por haberse cometido un fraude a la Constitución, 
debido a que el art 131 ord. 4o Cn. habría servido como norma de cobertura para lograr el 
quórum previsto en el art. 131 ord. 27° Cn. — que sería la norma defraudada— ; (iii) el art. 2 
Cn. (principio de seguridad jurídica), porque, según los actores, no señala los parámetros de 
justificación ni los límites para la restricción de los derechos fundamentales concernidos —  
libertad de tránsito, de reunión pacífica y derecho a no ser obligado a cambiar de domicilio—
; y (iv) el art. 29 Cn., pues ajuicio de los demandantes no se ha cumplido con ninguna causa 
habilitante para hacer uso de la competencia establecida en esta disposición.

De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, cuando se aleguen simultáneamente 
motivos de inconstilucionalidad por vicios de forma y de contenido, ha de comenzarse por el 
examen de los vicios de forma; y solo si estos son desestimados deben examinarse los vicios 
de contenido (sentencia de 27 de marzo de 2001, inconstitucionalidad 22-97). Esta regla
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puede m antenerse o variarse según la utilidad para resolver la problem ática constitucional de 

cjlic se trate.

R especto  a ios m otivos d e  inconstitucionalidad  por v ic ios de form a, es p reciso  ac la ra r 

que, ap licando  la reg la  an tes m encionada, se an a liza rá  si la A sam blea L eg isla tiva  no habría

docum entado  la ex istencia  de razones que ju stificab an  la em isión  de la citada Jey, vu lnerando  

el arl. 131 o íd . 27° C n ,  y so lo  si este  m otivo es desestim ado  p rocederá  a exam inarse  el 
sigu ien te.

Según la doctrina, la C onstituc ión  prevé la  form a de creación , m odificac ión  o 

derogación  de determ inadas fuentes de D erecho, algo que  es conocido  com o “sup rem acía  

constituc ional form al” (C arla H uerta O choa, “ La acción  de inconstituc ionalidad  com o 

control abstracto  de conflic tos no rm ativos” , en B oletín  M exicano  de  D erecho  Comparado, 
n° 108, 2003, p. 932). La observanc ia  de las form as estab lec idas para  ia  aprobación  y entrada 

en vigor de las norm as ju ríd icas  es un valor y un elem ento  esencial del E stado  de D erecho  

(C orte  C onstitucional de C olom bia, sen tencia  de 24  de feb rero  de 2016 , C -087/16), en tan to  

que son expresión  de p rincip ios subyacentes, com o el dem ocrático  y de libera tivo  en las 

no rm as p roven ien tes de la A sam blea  L egisla tiva. Por tanto, en este  caso , p rim ero  se 

analizarán , por su orden , los problem as ju ríd ico s  (i) y (ü )  -=-vicios de form a—-. Y solo  si se 

desestim an  esos m otivos de inconstitucionalidad  se p rocederá  al análisis de  los p rob lem as 
ju ríd ico s  (iii) y ( iv ) — vicios de con ten ido—

A ntes de p roceder a hacer este  exam en , debe  subrayarse  que el D ecreto  L eg isla tivo  

n° 6 1 1 es un au tén tico  rég im en de  excepción . A  pesar de  que su denom inación  es la de  “ Ley 

de R estricción  T em poral de D erechos C onstituc iona les C oncre tos para A tender la Pandem ia 

C o v id -19”, lo cierto  es que  sus arts. 1 ,4 , 5 y  6, que  regu lan  la “restricc ión  tem poral [ . . . ]  |d e j 

la PJibertad  de |t |rá n s ito , (el | [d jerccho  a  [rjeun irse  pac íficam en te  y sin  arm as para cualqu ier 

ob jeto  lícito  y  el (d jerecho  a no  ser ob ligado  a  cam biarse  de d om ic ilo” (art. 1), tienen com o 

efecto  invertir la funcionalidad  de estos derechos fundam enta les — no e je rc ic io  com o reg la  

y e jercic io  com o excepción—  y perm itir  su afec tac ión  en zonas territo ria les  en teras, no solo  

en casos singu lares. Por lanío, la p rob lem ática  sobre  si el D ecreto  L eg isla livo  n° 611 

constituye  un régim en de excepción  a p esar de su  nom bre debe  ser tra tada  com o una 

“cuestión  de palab ras” , pues sus e fec to s m ateria les son los de uno  de  ellos (C arlo s V az 
Ferreira, L ógica  viva, 1" cd„  1962, p. 71)

2. A. A con tinuación  se expondrán  las razones para reso lver el p rim er p rob lem a 

ju ríd ico  p lan teado  p o r v ic ios de form a. Al respecto , los dem andan tes so stienen  que la 

A sam blea Legislativa no docum en tó  ni ju s tificó  po r qué se em itió  la Ley de R estricción  

T em poral de D erechos C onstituc iona les C oncretos para  A tender la P andem ia  C O V ID -19, lo 
cual, en su op in ión , vu lneraría  el art. 131 ord. 27° Cn.

En su defensa, la au to ridad  dem andada argum en tó  que es un hecho  no torio  que el 

m undo en tero  se enfren ta  a una em ergencia  san ita ria  sin p recedentes a  causa  de Ja C O V ID -
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19, que ex ige  d e  los E stados la adopción  de herram ien tas ex trao rd inarias  y excepc ionales, 

p o r  e jem plo , la suspensión  general de derechos constituc ionales. N o obstan te  —afirm ó—, 

considerando  el m al uso de los reg ím enes de excepción  en el pasado , p rev io  a reso lver la 

pe tic ión  del Ó rgano  E jecu tivo  de su spender c ie rto s derechos constituc ionales, rea lizó  un 

exam en  ex haustivo  de los aspectos ju ríd ico s  y po líticos que ju s tifica ro n  su  adopción . A sí, 

de te rm inó  que , en este  caso , concurría  una de las cond ic iones  con tem pladas en el art. 29  Cn. 

p a ra  la suspensión  de derechos constituc ionales, esto  es, una p andem ia  en territo rio  nacional, 

la cual incluso  sobrepasa  a la con tem plada  en  el c itado  precepto .

i#. E n este  pun to , esta  sa la  considera  necesario  re tom ar el c riterio  ju risp rudenc ia l 

em p leado  en las sen tenc ias de  10 de ju n io  de 2019  y 28 de abril de 2015 , 

inconstituc iona lidades  19-2016 y 122-2014, respec tivam en te , según  el cual la A sam blea  

L eg isla tiva  tiene , en  a lgunos supuestos, el deber de v e rif ica r de te rm inadas c ircunstanc ias o 

estados de cosas que son necesarios para adop tar una decisión , por e jem plo , cuando previo  a 

un acto  e lec tivo  debe  cerc io rarse  y docum entar' que los cand ida to s a un cargo  púb lico  gozan  

de independencia  partidaria .

S igu iendo  esa línea ju risp ru d en c ia l en el p resen te  caso , de la in terp re tac ión  de los 

arts. 29  inc. Io y 131 ord. 27° C n. se deriva  que la A sam blea L egislativa tiene la ob ligación  

de v e rifica r y d o cu m en tar la ex is ten c ia  de razones —ju ríd icas  y fácticas— que  ju stifiq u en  la 

adopción  de un rég im en  de excepción . A sí, con  fundam en to  en las aco tac iones expuestas en 

el C onsiderando  VIII de esta  reso lución , el Ó rgano L eg isla tivo , p rev io  a  decre ta r un rég im en 

de excepc ión , debe consta tar, docu m en tar y acred ita r no so lo  el supuesto  o la cond ición  

con tem p lada  en el art. 29  inc. Io Cn. en  la que se am pararía  tal m edida, sino tam bién  los 

d erechos constituc ionales cuya suspensión  se considera  necesaria , observando  los 

p resupuesto s de tiem po y form a en la que operaría , así com o los p roced im ien tos para  su 

adopción .

Es dab le  destacar que la adopción  de  un rég im en  de excepción  ex ige al Ó rgano 

L eg isla tivo  resp e ta r el p rincip io  de p roporc ionalidad  (sen tencia  de ¡nconsü tuc iona lidad  15­

96, ya c itada); ello  im p lica  rea liza r un exam en  de p roporc ionalidad , p o r un lado, del rég im en  

en cuestión  en  sí m ism o y, por o tro , de cada derecho  cuya suspensión  se p retende. En o tras 

pa labras, co rresponde  aJ Ó rgano  L egisla tivo  la ob ligación  de docum en tar y acred ita r la 

ex istencia  de c ircunstanc ias ob jetivas —en este cuso, con base en la m ejo r ev idencia  

c ien tífica— que ju s tifiq u en  la idoneidad , necesidad  y p roporc ionalidad  de la m edida, en 

relación con la  pandem ia, a la que a lude  el art. 29 inc. I o Cn. (apartado  3 13 del C onsiderando  

V líl) . Tal situación  perm ite  a la c iudadan ía  a p o s le r io r i  som eter a control constituc ional la 

dec isión  leg isla tiva , a  fin de que  es ta  sa la  de te rm ine  si la activ idad  leg isla tiva  se su jetó  al 

m arco  constituc ional que  regula los reg ím enes de excepc ión  y, en su  caso, deje  sin efecto  

d ich a  no rm ativa  p o r co n trav en ir el o rden  constitucional.
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A unado a  lo expuesto , debe tenerse  presente  que la etapa de d iálogo  y deliberac ión  

pública del p roced im ien to  para la adopción de un régim en de excepción  —apartado  5 del 

C onsiderando  V III— tiene la finalidad de que el O rgano L eg isla tivo  —prim ero , la com isión  

parlam entaria  que  analiza  y, en su caso, em ite  un d ictam en favorab le  a una p ropuesta  de 

proyecto  legislativo; y segundo, el pleno leg islativo  que som ete  a estud io  d icho  d ictam en  

para  luego aprobarlo  o no— som eta a d iscusión , en este caso  particu lar, no  solo  el texto  de 

p ropuesta  del rég im en de excepción , sino el m aterial ad jun to  a la m ism a o cua lqu ier otro que 

perm ita el debate  y análisis  de las razones ju stifica tivas , desde una perspec tiva  genera l, de la 

m edia que  se pretende adop tar y, de m anera  particu lar, de los derechos concre tos cuya 

suspensión  se estim a necesaria; todo, en relación en este caso  con la pandem ia.

C.'. o. En el p resente  caso , de acuerdo  con el d ictam en n° 3 I , de 29 de  m arzo  de 2020 , 

la C om isión  Política de la A sam blea L eg isla tiva  “se [refirió] a  la p ro p u es ta  del C onse jo  de 

M inistros en el sen tido  [que] se [em itiera la] “ Ley de  R estricción  T em poral de D erechos 

C onstituc ionales C oncre tos para A tender la Pandem ia C O V ID -J9 "  y, después de  haber 

realizado  “ JelJ estud io  y an á lis is  co rrespond ien te” , estim ó que dicha ley deb ía  ser aprobada 

p o r el pleno leg isla tivo , de conform idad  con el decre to  que acom pañaba al d ictam en  

favorable  (este  ú ltim o puede ser consu ltado  en el s igu ien te  link, 

h tlp s ;//w w w .asam blea .gob .sv /sitcs/dcfau lt/files/docum en ls/d ic tam cnes/0889r; 148-2467- 

4G 86-9B D 0-13 B E F7766A H 68.pdf). {

Según el a ludido  docum ento , d icha in ic ia tiva exponía  que el arl. 167 ord. 5o Cn. 

confiere  a d icho  consejo  la facultad  para p roponer, en caso de ep idem ia , al Ó rgano  

Legislativo  la suspensión  de los d erechos constituc ionales a los que se refiere  el art. 29 inc. 

1 ° C n ., la cual, de acuerdo  con el art. 30 Cn., no podrá  ex ced er de 30 d ías, con la posib ilidad  

de p ro rrogarse  po r un periodo  igual, una vez  haya  finalizado  el p rim er p lazo , m edian te  nuevo  

decreto , si con tinúan  las c ircunstancias que  m otivaron  d icha  m edida. A sim ism o , la so lic itud  

del Ó rgano E jecu tivo  citaba algunos apartados d é lo s  arls. 5 (referido  a la libertad  de tránsito), 

65 inc. 1 ° (el derecho  a la salud), 66 (el deber del E stado  a b rindar asistencia  m édica gratu ita  

si es un m edio  e ficaz  para p rever la d isem inación  de enferm edades tran sm isib les), torios de 

la C onstituc ión . T am bién  señalaba que  el Pacto In ternacional de D erechos C iv iles  y Po líticos 

(en sus arls. 4, 12 y 21) y la C onvención  A m ericana sobre  D erechos H um anos (en sus arls. 3 

al 6. 9, 12. I 5. 1 7 al 20 , 22 y 23) reconocen , po r un lado, los derechos a la lib re c ircu lac ión  

y a  escoger lib rem ente la residencia  y, por otra, que el e jercic io  del derecho  de reunión  

pacifica  puede esta r su jeto  a restricciones legales para p ro teger la salud.

En ap licación  de ese m arco norm ativo  —expone  el aludido  d ictam en—, el Ó rgano 

E jecu tivo  sostuvo  que la finalidad de d icha ley era con tro lar de m anera  e fic ien te  el

inm inen te  im pacto  san itario  de la pandem ia  de C O V ID -19  que a fron taría  el país |_...J”  y que 

esta  p o d ría  afec tar la to ta lidad  o parle del territo rio  de la R epública; d icha decisión  habría  de 

ser adop tada  por la A sam blea  L eg isla tiva por m edio  del decreto  respectivo , su sp en d ien d o  las

http://www.asamblea.gob.sv/sitcs/dcfault/files/documenls/dictamcnes/0889r
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garan tías constituc ionales estric tam ente  necesarias para  tal p ropósito , esto  es, “ [ . . . ]  con el 

iin de  velar po r la salud de la población , ante el im pacto  de la ep idem ia  de [la] COVLD-19” .

h. Lista sala observa que la C om isión  P o lítica  lom ó en consideración  el m arco 

norm ativo  constitucional que regu la  los p resupuestos y el p roced im ien to  para  adop tar un 

rég im en de excepción. A sí, estableció  que el Ó rgano e je c u tiv o , po r m edio  del C onsejo  de 

M inistros, tenía in ic ia tiva  para p roponer al Ó rgano Legislativo  em itir un decreto  

suspend iendo  algunos derechos constituc ionales con  e lec to s generales o so lo  en  una parle  

del territo rio  nacional, respe tando  el p lazo p rev isto  en el art. 30 Cu. para  su v igencia. 

A sim ism o, si bien la A sam blea  L egisla tiva —tal com o dijo  en su inform e de defensa— alegó 

que se configu raba  com o causal la ex istencia  de u n a  pandem ia  que “afec ta ría” a la población 

sa lvadoreña , con base en las declarac iones de la Q M S y la situación  de  o tros países con

presencia  de la C O V 1D -19, era necesario  que d icha  au to ridad  docum en tará  y acred itará cóm o 

la su sp en sió n  de los derechos constituc ionales concern idos po r el decreto  im pugnado frenaría 

la p ropagac ión  o, en su caso, favorecería  el com bate  de la  enferm edad  ocasionada po r la 
C O V ID -19 .

En e lec to , en el d ictam en  que precedió  & la aprobación  del ob jeto  de contro l, 

ún icam en te  se hizo una m ención  genérica , sin fundam ento  alguno, de que la em isión  de la 

ley ev ita ría  el im pacto  san itario  de la pandem ia  y que tenía el p ropósito  de velar po r la salud 

de toda la pob lac ión , pero  no se expusieron  los tiñ es  concretos que se pretendían  a lcanzar, ni 

la form a en  que cada una de las restricciones aprobadas p o r d icha  ley posib ilitarían  el 

cum plim ien to  de tales Lines. Es m ás, pese  a que se m encionó que solo se suspenderían  las 

“ garan tías constituc ionales” rigurosam ente  necesarias, de acuerdo con el art. 29 inc. 1° C n„ 

al exam inar el tex to  del d ictam en  no se señaló cuáles derechos constituc ionales concretos 

deb ían  ser suspend idos, ni m ucho m enos se m encionó la form a en que  se consideraba que 

tales restricciones fom entarían  o provocarían  el fin trazado.

Del referido d ictam en , no es posib le  co leg irse  los fundam entos técn icos o em píricos 

ten idos en  cuen ta , en  esa  fec h a , p ara  suponer con p robab ilidad  que la restricción  de los 

derechos concern idos garan tizaría  la salud  de las personas. T am poco  aquellos que ju stifican  

la necesidad  de im plem en tar tales m edidas respecto  de o tras m enos g ravosas que pudieran 

generar los m ism os efectos favorab les pretendidos.

Lo an terio r perm ite  a firm ar qué la C om isión  Po lítica  -p r im e r  nivel de la d iscusión  

leg isla tiva- no fundam entó  con base en datos objetivos -e n  este  caso , la m ejor ev idencia

cien tífica  (C om isión  In teram ericana  de D erechos H um anos, reso lución  1/2U2U, ya c itada)— 

que el rég im en  de excepción  era la m ed ida  idónea  —por se r la m ás adecuada y razonable  para 

a lcanzar el fin trazado—, necesaria  - p o r  no ex istir otra m edida igualm ente  idónea, pero  m enos 

g ra v o sa -  y p ro p o rc io n a d a  - e n  cuanto  es m ayor la im portancia  del fin perseguido  en 

com paración  al grado de  afec tac ión  provocado por d icha m edida, por lo que debe prevalecer 

el p rim ero—, ni m ucho  m enos docum entó  la fo rm a m edian te  la cual podría  tenerse por
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estab lec idos d ichos aspectos. Tal com o se aco to  supra , tam poco  efectuó  el exam en  de 

p roporcionalidad  respecto  de cada uno de  los derechos constituc ionales concre to s que serían 

objeto  de  suspensión . Y  es que  ni siqu iera  identificó  los que se verían  afec tados bajo la 
adopción  del régim en de excepción .

D  De igual m anera, en el desarro llo  de la sesión p lenaria  ex trao rd inaria  n" 9, de 29  

de m arco de 2020  —segundo nivel de la d iscusión  leg isla tiva-, en  la que se aprobó  el decreto  

leg islativo  ob jeto  de control en este  proceso (que puede ser consu ltada  en los en laces w eb 

h ttp s://w w w .you tubc.con t/w atch?v= V 9A aH fW rm w M  y h ttp s://vou tu .be/gw qlP K  iif4 ) se 

adv ierten  las m ism as om isiones, fin efecto, no hubo un análisis sobre  cada  una de las 

restricciones adoptadas respecto  de su  idoneidad para  consegu ir efec tos benéficos concre tos 

en el derecho  a la salud de la pob lación , por ende, tam bién  se  om itió  docum en tar la base 

técnica que sosten ía  la p robabilidad  de que la adopción  de cada restricción , generaría  a lguna 

pro tección  al derecho a  la salud. Ú n icam en te  se proced ió  a  la lectura del in fo rm e que ex ig ía

en el que  eel art. 8 del D ecreto Legislativo n° 594, es decir, un  inform e er el O rgano E jecu tivo
debía  ju s tif ica r  la prórroga de las m edidas adoptadas. Pero en ese inform e se om itió  exponer 

cuál era la base técnica que ju stificab a  la ex tensión  de las m edidas restric tivas regu ladas en 

el p royecto  que se iba a ap robar (el D ecreto  L eg isla tivo  611).

E. E n el D ecreto L egisla tivo  n° 611 cuya  constitucionaJidad  se  cuestiona  en este 

p roceso  (el cual puede consu ltarse  en h ltps://w vyw .d iarioofic ial.gob .sv /d iarios/do-2020/03- 
m arzo /29-03-2 0 2 0 .p d f). adem ás de los asj:sp ec to s  m encionados en el d ic tam en  n° 31 — 
derivados de  la p ropuesta  de suspensión  de derechos constituc ionales p resen tada  po r el 

Ó rgano  E jecutivo  al L egisla tivo—, se tienen  com o considerandos que: (i) m edian te  A cuerdo 

M inisterial n° 301. de 23 de enero  de 2020, pub licado  en el D iario O ficial n° 15, tom o n° 

426 , de esa m ism a fecha, el Ó rgano E jecutivo en el R am o de Salud decre tó  com o m edida 

preventiva para  la salud  pública, con base en el contex to  ep idem io lóg ico  in ternacional y  ante 

el avance del nuevo coronav irus 2019, em ergenc ia  san itaria  en todo el territo rio  nacional, a 

partir de eso fecha po r tiem po indefin ido (C onsiderando IX); (ii) por m edio  de D ecreto  n° 1, 

de 30 de enero  de 2020 publicado  en el D iario  O ficial n° 20. tom o n° 426, de esa m ism a 

fecha, se decretaron  en el ram o d e  salud  d irec trices relacionadas con  la atención  de  la 

em ergencia  san itaria  por “ [el] «N uevo C oronav irus (201 9-nC oV )», con el ob jeto  de  p ro teger 

la salud de la población m ed ian te  la prevención  oportuna o la d ism inución  de  un eventual 

im pacto  negativo en térm inos de m orb ilidad , m ortalidad , alarm a social e im pacto  económ ico , 

frente a la em ergencia  sanitaria  por d icha  en ferm edad” ; (iii) pese a la em ergencia  san itaria  

declarada  y las d irectrices relacionadas con su  a tención, entre e llas las ac tiv idades de 

v ig ilancia  para la detención  tem prana de casos sospechosos, al d ía  de hoy  los casos de  

C O V ID -19  se  han p ropagado a nivel in ternacional, con transm isión de  persona a  persona, lo 

que ha generado  un alto  im pacto  en los serv icios de salud y estrés en las reservas de 

sum in istros m édicos esenciales; y (iv) el 11 de m arzo  de 2020, la O rgan ización  M undial para

https://www.youtubc.cont/watch?v=V9AaHfWrmwM
https://voutu.be/gwqlPK_iif4
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adup ludo  p o r  m edio  de l D ecreto  Leg isla tivo  n °  611, deberá  declararse inconstituc iona l p o r  

vio lación  de l art. 131 ord. 2 7 ° C'n. P o r  tanto, y a  no será  necesario  ana liza r los dem ás vicios

la  Salud  declaró  “ el brote del nuevo coronav irus (C O V ID -19) com o una pandem ia; de 

m anera  que la gravedad , con tag io  y d isem inación  del virus ha evo luc ionado  a una situación  

de m ayor im pacto  que  lu de una ep idem ia, concep to  que u tiliza  el [ajrt. 29 de la C onstituc ión  

de la R ep ú b lica” .

N o  obstan te , de los referidos considerandos tam poco  se puede  advertir la e jecución  

de a lguna  ac tiv idad  de docum entación  y  análisis  po r parte  de la A sam blea L egisla tiva sobre  

la idoneidad , necesidad  y p roporcionalidad  de las restricciones regu ladas, pues únicam ente  

se m encionó la ex istencia  del A cuerdo  M inisterial n °  301, de 23 de enero  de 2020, en el que 

se decretó  em ergenc ia  san ita ria  en todo el territo rio  nacional y el D ecreto  E jecutivo  n° 1 de 

30 de enero  de 2020 , del R am o de Salud, que con ten ía  las D irec trices R elacionadas con la 

A tención  de la E m ergencia  S an itaria  “N uevo C o ro n av iru s(2 0 19-nC oV )”, pero dicha 

m ención  no rep resen ta  una base técn ica y su fic ien te  para  acred itar en sen tido  estric to  la 

razonab ilidad  y p roporc ionalidad  de las restricciones adoptadas.

F. En perspectiva con lo expuesto , dado que en este caso la  A sam blea  Legisla tiva  

om itió  docum en tar  y  acred itar Jas razones que  ju s tifica b a n  e l rég im en  de excepción

r, deberá

de inconstituc iona l id a d  que fu e r o n  alegados. ' S >

3. A. A hora bien , este  tribunal debe considerar particu larm ente  que adem ás de las 

regu laciones leg isla tivas —entre  e llas  la  im pugnada- po r vía del órgano e jecu tivo , se han 

em itido  una serie  de decretos que han desarro llado  m ateria lm ente  los e lec to s  de  una ley 

fo rm al; todos ellos, in troducen  restricciones al núcleo  esencial de derechos fundam entales 

invocando  la p ro tección  al derecho  a la salud y u tilizando la rem isión leg isla tiva  para esos 

fines; ello  genera  una situ ac ió n  de conexión  form al y m aterial entre el ob jeto  de control en 

este  p roceso  y los m últip les decre tos ejecutivos.

En ese con tex to , esta  sa la  ha sostenido que la inconslitucionalidad  po r conex ión  o 

de rivada  tiene  po r ob jeto  expu lsar del o rdenam ien to  ju ríd ico  aquellas d isposic iones cuya 

ileg itim idad  constituc ional se deriva com o efecto  de la decisión  adoptada 

(¡nconstitucionalidades 52-2003, 57-2011, 35-2015, 37-2015 y 67-2018). La

¡nconstitucionalidad  p o r conex ión  puede presen tarse: (i) cuando la declara to ria  de 

inconstitue ionalidad  se ex tiende a otras d isposic iones que  co inciden  con la im pugnada en la 

in fracción  a la C onstitución; y (ii) cuando la om isión  de ex tender el p ronunciam ien to  

estim ato riu  a o tras d isposic iones produciría  una inconsistencia  en tre  estas y lo resuelto , o 

a lgún  grado  re levan te  de ineficacia  en  cuanto  a los fines persegu idos por el fallo y sus 

fundam entos, ya sea porque tales d isposic iones p resen tan  el m ism o reproche de 

inconstitue ionalidad  o porque tienen una  función instrum ental de la declarada  

inconstituc ional (sen tencia  de 11 de ju lio  de 2018, inconstitue ionalidad  65-2015).
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fí. a. Este tribunal consta ta  que fue aprobado  el D ecreto  Legislativo  n° 639, que 

con tiene  la Ley de R egulación  para el A islam iento , C uarentena, O bservación  y V ig ilancia  

por C O V ID -19 (L R A C O V C ). D icho  decreto  se pub licó  en el D iario  O ficial n ° 9 1 , tom o 427, 

de 7 de m ayo de 2020. El art. 1 inc. 2o L R A C O V C  declaró  “ todo el territo rio  nac iona l” com o 

zona ep idém ica  su jeta  a control san itario  pa ra  com batir el daño  y ev itar la p ropagación  del 

C O V ID -19, po r lo cual “toda la pob lac ión  deberá  m antenerse  en resguardo  dom iciliar, y  solo 

podrá salir de su v iv ienda o residencia , en  los casos au to rizados por (tal) decre to” . Esto se 

reafirm ó en  el art. 8 inc. I o L R A C O V C , que declaraba expresam en te  la  “cuaren tena  

dom ic ilia r en todo el territo rio  de la R epúb lica” y estab lec ía  los casos en que era posib le  

c ircu la r librem ente. En caso  de in fracción  a la p roh ib ic ión  general de  c ircu lac ión , se  p rocedía  

de conform idad  con el arL 9 LR A C O V C . A l igual que en el caso  de  los decre tos leg isla tivos 

n° 594 y 61 1, la denom inación  de esta  ley, que no fue calificada com o rég im en  de excepción , 

es una “cuestión  de palabras” , pues sus efectos m ateria les fueron los de uno de ellos: 

suspender el derecho  fundam ental a la libertad de c ircu lación  (C arlos V az Ferreira , Lógica  

viva, ya citado, p. 71). Por lanío, tam bién  deba ana lizarse  la  p o s ib ilid a d  de que ex ista  una  

in cn n stitu c io n a lid a d p o r  conexión  respecto  de ella. > *

b. D ado que el D ecreto  L egislativo  n° 639 tiene  efectos de rég im en  de excepción , 

debe estar su jeto  a las reglas constitucionales del p roced im ien to  leg isla tivo  para  su adopción , 

en tre  las cuales in teresa destacar nuevam en te  la re la tiva  a  la docum entación  y acred itac ión  

de las razones que justificaban esa m edida  en sí m ism a y, de m anera particu lar, la suspensión  

de los derechos constituc ionales concretos concern idos po r el decreto  im pugnado. No

inició  el 4 y finalizó  el 5 de m ayo 

el sitio  w eb Iink 

hltps://w w w .j'oulube.oornA valch?v=r7m qvJ 1 NrU Y— se observan  las m ism os v icios de form a 

que en el p roceso  de aprobación  del D ecreto  L egislativo  n° 611.

E sta  sala adv ierte  que tanto la  C om isión P o lítica  com o el pleno leg isla tivo , al conocer 

el p royecto  de ley en cuestión , no justificaron  cóm o el régim en de excepción  con ten ido  en la 

c itada  ley y, en particu lar, cada  una de las restricciones con tem p ladas en esc cuerpo  

norm ativo  eran idóneas liara la consecución  del fin propuesto  —garan tizar la sa lud  de las 

personas frente a  la C O V JD -19—. Ú nicam ente, se proced ió  a la lectu ra  ín tegra del p royecto  

de ley presentado  y, pese a  que algunos d ipu tados —entre  estos, R odolfo  A ntonio  P a rk er  Solo 

y N id ia D ía z -  se opusieron  al m ism o por considerar que vulneraba derechos fundam entales 

y  con trariaba las decisiones em itidas po r e s ta  sala en el m arco de la pandem ia, so lo  se 

h ic ie ron  algunas m odificaciones en la redacción  de algunas d isposic iones, sin  som eter a 

debate  las supuestas inconstituc ionalidades advertidas por ellos.

E n  consecuencia , el D ecreto  Legislativo n° 639, que  con tiene la Ley de R egulación  

para  el A islam ien to , C uaren tena , O bservación  y V ig ilancia  po r C O V ID -19, v io la  el art. 131 

ord. 27° Cn., en virtud de que el O rgano L egisla tivo  no  realizó ninguna ac tiv idad  orien tada

obstan te , en  la sesión  plcm 

de 2020  —y p u ed e

aria  ex trao rd inaria  n° 11, la cual ¡nú 

icde se r consu ltada  cn
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a d o cu m en ta r ni acred itar las razones que ju stificab an , en esa lech a , el rég im en  de excepción  

con ten ido  en d ich a  ley. Por tanto, e l D ecreto  L eg isla tivo  n °  639. que rep lica  e l v ic io  ele fo r m a  

de l D ecre to  L eg isla tivo  n a 611. deberá  declararse  inconstitucional. C om o se dijo, este es  un  

su p u esto  que ju s ti f ic a  la  inconstituc iona l i d a d  p o r  conexión .

4. A  L os D ecretos L egislativos n° 594 y n° 61 11 han  serv ido  de base para  que  -co m o  

ya se d ijo - el Ó rgano  E jecutivo  em ita  una serie  de decre tos e jecu tivos que, m ateria lm ente , 

con tienen  d isposic iones que desarro llan  el con ten ido  de la Ley de R estricción  T em poral de 

D erechos C onstituc iona les C oncre tos p a ra  A tender la P andem ia  CO V 1D -19. A la fecha, los 

decre tos e jecu tivos que se em itieron  com o desarro llo  de los D ecretos L eg isla tivos n° 594 y 

61 1 fueron los s igu ien tes: (i) D ecreto  E jecutivo  n° 5, de  15 de m arzo  de 2020 , con ten ido  en 

el D iario  O ficial n° 53, tom o 426, de 15 de m arzo  de 2020 , sobre  la p roh ib ic ión  de ingreso 

al país de p a rte  de ex tran jeros; (¡i) el D ecreto  E jecu tivo  n° 12, de  21 de m arzo de 2020, 

con ten ido  en el D iario  O ficia l n° 59, tom o 426, de 21 de m arzo de 2020 , sobre  M edidas 

ex trao rd inarias  de p revenc ión  y con tenc ión  del C O V ID -19  en el territo rio  nacional; y (iii) el 

D ecreto  E jecutivo  n° 18, de 3 de abril de 2020, con ten ido  en el D iario O ficial n° 70, tom o 

427 , de 3 de abril de 2020 , sobre  la restricción  a la  c ircu lac ión  en  playas, balnearios y cen tros 

tu rísticos.

pandem ia  p o r C O V ID -19  cuando  el D ecreto  L eg isla tivo  n° 6 1 1 ya no se encon traba  v igente, 

pero que  podrían  in c id ir— por incom patib ilidad—- en  la e ficac ia  del con ten ido  de la presente  

sen ten c ia , po rque  produc " ts  de “ cuaren tena  dom ic ilia r ob liga to ria” para todos o varios

para  la con tenc ión  de la pandem ia. Para este tribunal, todos los decre tos m encionados deben  

ser ana lizados p o r  conex ión . La razón  es, respecto  de los p rim eros, porque son  no rm as de 

desarro llo  de o tras que son  inconstituc ionales, por lo que su ex istencia  supondría  

s im u ltáneam en te  una incom patib ilidad  con es ta  sen tencia  y la posib ilidad  de norm as 

in fraconstituc iona les sin anclaje  norm ativo ; y, respecto  de los segundos, deb ido  a que su eje 

central es  Ja im posición  de u n a  cuaren tena  d o m ic ilia r ob liga to ria  en todo  el p a ís  que  supone 

la  suspensión  del derecho  a la libertad  de c ircu lación . C om o se ha venido  d iciendo en esta 

sen tencia , esto  so lo  es posib le  m ed ian te  un rég im en  de excepción  adop tado  de conform idad  

con la C onstituc ión , po r lo que, en  caso  de perm itirse  la ex istencia  de no rm as que invadan  el 

cam po m aterial de ap licac ión  de d icho  régim en, se  estaría  hab ilitando  que ex ista  un estado 

de cosas que es incom patib le  con  la C onstituc ión  y esta  decisión .

1 A unque en este considerando  XIII 2 B c se anuncia ta declaratoria de inconstitucional ¡dad del D ecreto 
L egislativo  n° til 1, la referencia que se hace en el considerando XIII 3 B sobre  el D ecreto Legislativo n° 594 
tiene sentido. Sobre todo, porque en el considerando IV se  hizo un traslado del objeto de control del D ecreto 
L egislativo n° 594 al D ecreto L egislativo IVo 611. Cn concreto, allí se  d ijo  que ‘ j  . . . J e /  decreto  que se  exam inará  
en ta  presen te  sentencia es e l D ecreta  n° 6 1 1, que es la  norm ativa en que la  au toridad  dem andada reubicó el 
D ecreto  n° 59d, que es el que originalm ente fu e  im pugnado” (las itálicas corresponden a la cita).

De igual fo rm a, el Ó rgano  E jecutivo  ha em itido  o tros decre tos en el con tex to  de la

de los hab itan tes del país esarrolJo de norm as leg isla tivas sucesivas que se em itieron
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Y es que  debe partirse del reclam o m ism o hecho por los dem andan tes, qu ienes  fueron 

enfáticos en argum en tar — cada  uno con  sus palabras—  que un rég im en de excepción  está  

sujeto  a lím ites constitucionales. Esto fue lo que condujo  a  que esta sa la  tuv iese  que 

in terp re tar los a lcances de esta figura, pues, p recisam ente , no se debe incu rrir en el e rro r de

pensar que  una C onstitución  de insp irac ión  hum an ista  y personalista  com o la nuestra  no haya 

previsto  instrum entos legítim os para la preservación  de los derechos en caso  de em ergencia. 

Esto supone conferir un poder que, para  asegurar c iertos derechos, suspende otros, de m anera

que no so lo  hace posib le  que haya derechos afectados, sino que lo p resupone. P o r  ello , el

régim en de excepción no debe en tenderse  com o “ instrum entos de tutela de los derechos 

fundam en ta les” , sino com o “m ecan ism os de afec tac ión”. El sen tido  de estos m ecan ism os es 

el de  lim itar el poder de usarlos, pues todo poder se lim ita en nom bre de los derechos, no se 

am plía usándolos com o ropaje  (Jav ier A nsuátegui R oig , “ Los derechos fundam entales en 

P rincip ia  h tris  (o los lím ites de la T eoría  del D erecho)”, ya c itado , pp. 43-55).

Por lo an terior, lo que en el o rdenam ien to  ju ríd ico  salvadoreño  se llam a rég im en de 

excepción  (orí. 29 y sigu ien tes C'n.) y estado de em ergencia  (nrl. 24 L PC PM D ) debe 

en tenderse  com o un con jun to  de m ecanism os in lcrrelacionados con un núcleo  com ún: todos 

sirven para afron tar situaciones excepcionales, no com unes, y por ello  ta les  m ecan ism os no 

son necesarios para que los ó iganos estatales hagan  uso de sus a tribuciones o rd inarias. Y. 

p recisam ente  por esta razón, su  uso no puede ser excesivam en te  d iscrecional o s iqu ie ra  

m ín im am ente  arb itrario . E n tonces, para cesar un  estado  de cosas suspensivo  de derechos 

fundam entales, deberán  analizarse  po r conexión los decretos e jecu tivos a los que se hizo 

referencia, en tanto que  n inguna norm a proveniente  del Ó rgano  E jecutivo  puede tener d icho  

efecto  suspensivo . Los decretos que no tienen susten to  en los D ecretos L eg isla tivos n° 594 o 
ó 1 1 han sido los que se detallan  en el sigu ien te  cuad ro2:

D e c r e t o P ublicación C o n t e n i d o .
D ecre to  E jecu tiv o  n° 14, 
d e  30  de m arzo  de 2020 .

D iario  O fic ia l n° 66, 
to m o  426 , d e  30 de 
m arzo  d e  2020 .

M ed idas ex tra o rd in arias  d e  p rev e n c ió n  y 
co n ten c ió n  del C O V ID -19 en  el te rr ito rio  
nac iona l.

D ecre to  E jecu tivo  n° 19, 
de 13 de ab ril d e  2020.

D iario  O fic ia l n° 74, 
lom o 4 2 7 , d e  13 de 
abril de 2020 .

M ed idas e x tra o rd in a ria s  d e  p rev en c ió n  y 
co n ten c ió n  del C O V ID -19 en el te rrito rio  
nac ional.

R eso lu c ió n  M in isteria l n° 
101, d e  17 d e  abril de 
2020 .

D iario  O ííc iaf n° 78 , 
lo m o  4 2 7 , d e  17 de 
abril d e  2020 .

C erco  sa n ita rio  en el P uerto  d e  La L ib ertad , 
d ep a rtam en to  de l.a  L ibertad , po r el p lazo  d e  72  
horas.

D ec re to  E jecu tivo  nc' 21, 
d e  27  de ab ril de 2020 .

D iario  O fic ia l n° 84, 
tom o 427 . de 27 d e  
abril d e  2020 .

M ed idas ex tra o rd in a ria s  de p rev en c ió n  y 
co n ten c ió n  tlel C O V ID -19 en el te rrito rio  
nacional.

D ecre to  E jecu tivo  n° 22 , 
d e  6 de m ayo  d e  2020 .

D iario  O fic ia l n° 90, 
tom o 427 , d e  6 de 
m ayo  d e  2020 .

H ab ilitac io n es P rev is ta s  en el A rtícu lo  8 de la 
Ley de R egu lac ión  p ara  el A is lam ien to ,

2 L os decretéis e je c u tiv o s  IIo 2 2 . 24  y  25  no  son  n o rm as em itid a s  a m anera d e  d ec re to s  a u tó n o m o s p o r  pa rte  riel 
O rg an o  e je c u tiv o , s in o  q u e  so n  d e sa rro llo  de  la L ey de  R egu lación  para  el A is lam ien to , C uaren ten a , 
O b se rv ac ió n  y V ig ilan c ia  p o r C O V ID -1 9. D e  igual fo rm a, esta  s a la  es co n sc ien te  d e  ta em is ió n  d e  los D ecre to s  
E jecu tiv o s irt 27  y  28 , q u e  son  re fo rm as al D ecre to  E jecu tiv o  n° 26 . Pero , esto s no su sp en d en  o lim itan  de rech o s , 
sin o  q u e  h ab ilitan  su  e je rc ic io , p o r lo q u e  no en ca jan  con  lo e x p u e s to  cu este  p árra fo .
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C u aren ten a , O b serv ac ió n  y V ig ilanc ia  por 
C O V 1 D -19.

D ec re to  E jecu tiv o  » “ 24 , 
d e  9 de m ay o  d e  2020 .

D iario  O fic ia l n° 93 , 
lom o 4 2 7 , de 9 de 
m ayo  de 2020 .

H a b ilita c io n e s  P rev istas en el A rticu lo  8 d e  la 
L ey de R eg u lac ió n  para el A is lam ien to , 
C u a re n te n a , O b se rv ac ió n  y  V ig ilan c ia  po r 
C O V tD -1 9 .

D ec re to  E jecu tiv o  n °  25 , 
d e  16 d e  m ayo  d e  2 0 2 0 .

D iario  O fic ia l n° 99, 
tom o 427 , d e  16 de 
m ay o  d e  2020 .

R efo rm a  al art. 4 del D ecre to  E jecu tiv o  n° 2 4 , de 
fecha  9 de m ayo  de 2020 .

D ec re to  E jecu tiv o  n" 26, 
d e  2 0  de m ayo  d e  2020 .

D iario  O fic ia l n° 102, 
lom o  4 2 7 , d e  20  de 
inayo  d e  2020 .

M ed id as E x trao rd in aria s  d e  P rev en c ió n  y 
C o n ten c ió n  para  D ec la ra r el T e rr ito rio  N ac ional 
co m o  Z o n a  S u je ta  a C on tro l S an ita rio , u fin de 
C o n te n e r  la P an d em ia  C O V ID -1 9 .

D ec re to  E jecu tiv o  n °  29 , 
d e  2  d e  ju n io  de 2020 .

D iario  O fic ia l n° 1 12, 
tom o 42 7 , de 2 de 
ju n io  de 2020 .

M e d id as  E x trao rd in aria s  d e  ^ P re v e n c ió n  y 
C o n ten c ió n  para D ec la ra r el T e rr ito rio  N ac ional 
co m o  Z o n a  S u je ta  a  C on tro l S an ita rio , a fin de 
C o n te n e r  la P an d em ia  C O V ID -1 9 .

El ú llim o de d ichos decre tos e jecu tivos estab lece  en  sus arts. 8 y 9 una cuaren tena  

d o m ic ilia r ob liga to ria  en lodo el p a ís  y fija las excepc iones de qu ienes sí están  habilitados 

para  circu lar. En tal sen tido , constituye  u n a  no rm ativa  que im plica la suspensión  del derecho  

fundam ental a la libertad  de c ircu lac ión , deb ido  a que la reg la  general es la im posib ilidad  

para  c ircu la r y la excepción  es poder hacerlo. Por tan to , se  configura  com o una norm a del 

E jecutivo  que debe ser con tro lada  (C orte  C onstitucional de C olom bia, sen tencia  C -1 5 6 /1 1, 

ya c itada), porque, de  lo con tra rio , los efectos de esta sen tenc ia  serían  ineficaces y se 

pe rm itiría  un estado  de cosas norm ativo  incom patib le  con  su conten ido .

fí. a. En lo que  respecta  a los decretos e jecutivos reseñados, deben d iferenciarse  dos 

supuestos. El p rim ero  es el de aquellos decre tos e jecu tivos que  fueron em itidos com o 

desarro llo  de los decre tos leg isla tivos cuya inconstiluc ionalidad  ha sido  declarada o que se 

em itie ron  durante  su v igencia. El segundo es el de los que fueron em itidos a m anera  de 

decre tos au tónom os y que  p roducen  el efecto  de una cuaren tena  dom ic iliar ob liga to ria  en  

iodo e l pa ís . En el p rim er supuesto , ex iste  una  inconstiluc ionalidad  por conex ión , deb ido  a 

que la declara to ria  de inconstituc ional idad necesariam en te  debe ex tenderse  a ellos, porque 

co inc iden  con los decre tos leg isla tivos declarados inconstituc ionales (los desarro llan). En ese 

sen tido , dado que los D ecretos E jecu tivos n° 5  (que desarro lla  e l D ecreto  Legisla tivo  n 1' 594, 

según  su  considerando  IV), 12 (que desarro lla  el D ecreto  Leg isla tivo  n° 594, según  sus  

considerandos VIL, V I I I y  IX), 18 (que desarro lla  e l D ecreto  Leg isla tivo  n °  639, según  sus  

considerandos X X I V y  XXV), 22 (que desarro lla  el D ecreto  Legisla tivo  n" 639, según  sus  

considerandos X X I V y  XXV), 24 (que desarro lla  el D ecreto  Leg isla tivo  n u 639. según  sus  

considerandos X X I V y  X X V ) y  25 (que desarro lla  e l D ecreto  Legisla tivo  n “ 639, según su  

considerando  1) se  em itieron  com o desarro llo  de los decre tos leg isla tivos tiñe se deben  

dec la rar inconstitucionales, estos tam bién  se deberán  dec la rar inconstituc iona les p o r  

conexión, que es ju s ta m e n te  uno de los supuesto s  que ju s tific a  ta l Upo de 

inconstilucionalidad- La dec lara toria  de inconstituc iona l id a d  de estos decre tos e jecu tivos  

se rá  a  titu lo  declarativo , y a  que están  derogados.



DIARIO OFICIAL.- San Salvador, 11 de Junio de 2020. 85

I). En lo que  respecta  a los decre to s e jecu tivos que  ríe fo rm a au tónom a dec la ran  una 

cuaren tena  dom ic ilia r o b liga to ria  en  Indo el p a ís , tam bién  ex iste  u n a  inconstituc ional ¡dad por 

conex ión . N o obstan te , en es te  supuesto  d icha  ¡nconstituc ionalidad  se p ro d u ce  po rque, de no 

ex tender el p ronunciam ien to  cstim alo río  a e llos, se p roducirla  una inconsis tenc ia  con lo 

considerado  y resuelto  en esta sen tencia , pues generaron  (y generan) un  estado  de  cosas que 

no es com patib le  con la decisión  defin itiva  —y sus fundam entos- adop tada  en el p resen te  

proceso. Un ta l sentido, los decre to s e jecu tivos cuya  vigencia  y a  ha  fin a liza d o  son  

in constituc iona les y  a si deberá  fa lla r se  a  m odo declara tivo . P or ello, deberá  dec lararse  la  

inconstituc iona l id a d  de los D ecretos E jecu tivos n °  14. 19 (el d e l 13 de a b r il d e 2020, em itido  

p o r  e l M in isterio  de Salud). 2 !  y  26 y  de la R eso luc ión  M in isteria l n °  101, p o rq u e  lodos  

vio lan  el art. 131 ord. 2 7 ° Cn. Solo m ed ian te  un rég im en de excepc ión  adop tado  m ed ian te  

los cauces  constituc ionalm en te  p rev istos es posib le  suspender uno o m ás de los derechos 

fundam enta les en Lodo o cn parte  del territo rio  nacional.

c. Por otro  lado, el D ecreto  E jecu tivo  n° 29, q u e  sigue v igen te  a la fecha, deberá  

dec la ra rse  inconstituc iona l, pero no a título dec la ra tivo , pues es  el ú ltim o en rep ro d u c ir  una  

se rie  de norm as que  m uestran  la tendencia  a  suspender la  c ircu lac ión  de la población  

m ed ian te  decre to s e jecu tivos no fundados en  un rég im en  de excepción  — un estado  de 

em ergenc ia  v igente  no hab ilita  pa ra  suspender derechos fundam en ta les (art. 24 ine. 3o 

L P C P M D )—. En efec to , d icho  decre to  p roducé  el e fec to  m aterial de  su sp en d er d erechos 

fundam entales cn la to talidad del territo rio  nacional. Su art. 1 inc. 2" d ec la ra  torio el territo rio^ IV . . . .nacional com o zona ep idém ica  su jeta  a  con tro l san itario  para com batir el daño  y ev ita r la 

p ropagación  de la C Q V  J í » 9 ,  d c m odo  que  estab lece  que to d a  la  p o b la c ió n  deberá  

m antenerse  cn  resguardo  dom iciliar, y  so la  p o d rá  sa lir  de su  viv ienda  n residencia , en los  

ca so s au to rizados p o r  d icho  decreto . .Su art. 8 p resc rib e  que “ (c jon  la finalidad  de 

sa lvaguardar la salud  púb lica ,.com o in terés de la pob lación  en general, se dec la ra  cuaren tena  

dom ic ilia r en todo el territo rio  de la R epúb lica” . .

A dem ás, el D ecreto  n° 29 incluye o tras m edidas d istin tas  a la cu aren ten a  d o m ic ilia r  

ob liga to ria , cuya adopción  no e s tá  ju s tifica d a  m ed ían te  un decre to  e jecu tivo  a u tó n o m o , no 

obstan te  que el C ódigo  de Salud perm ita  adop tar m edidas san ita rias  ex trao rd inarias. E ntre  

las cuales están: (i) la conducción  a cen tros de con tención  po r el hecho  de ro m p e r con  la 

cuaren tena  d o m ic ilia r  ob liga to ria  (art. 6 n° 2, 17 y  1 8); (ii) la segm en tac ión  de las personas 

que pueden  c ircu la r en  el pa ís usando  com o base el d ig ilo  de  term inac ión  de su D ocum en to  

Ú n ico  de Identidad (art. I 1); (iii) la lim itación  o suspensión  de  c iertas  ac tiv idades que 

im plican el e jercic io  del núcleo  esencial de  c ie rto s derechos fu n d am en ta les  - lib e r ta d , 

au tonom ía , trabajo , econom ía , etc. (po r e jem plo , art. 12); (iv) co n fe rir a las m u n ic ipa lidades  

poderes que  no  derivan  de la C onstituc ión  ni de la no rm ativa  legal, ta les com o im ped ir el 

ingreso  a los m ercados m un ic ipales a qu ienes c ircu len  con d e te rm in ad o s núm eros de 

term inación  de su  D ocum ento  Ú nico  de Identidad o con tro lar que cn e llo s so lo  se vendan
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ciertos p roductos específicos (art. 14); y (v) la suspensión  de serv icios púb licos esenciales, 

com o el transporte  púb lico  de pasajeros (art. 10 n° 5).

La razón  po r la que un decreto  éjecu tivo  em itido  po r el M inisterio  de Salud no puede 

tener n inguno de los e lec to s  m encionados en el párrafo  p receden te  es porque la lim itación, 

suspensión  o pérd ida  de derechos fundam entales o de los serv icios públicos que sean 

esenciales para  su  e jercic io  es m ateria  reservada al leg islador o al constituyen te, según el 

caso . Así se  deriva  de: (i) los arts. 131 n° 5 y  246  inc. Io C n.; (i¡) lo dicho por esta sala 

respecto  de la reserva de ley en las sentencias de inconstituc ionalidad  13-2012 y 22-97 , ya 

c itadas, la sen tencia  de 21 de septiem bre de 2012 , inconstituc ionalidad  60-2005, y la 

sen tencia  de 26 de enero  de 2011 , inconstitucionalidad  37-2004; y (iii) lo d icho  por o tros 

tribunales constituc ionales, com o

E ntonces, los con ten idos m encionados en  los Dárrafos p receden tes no pueden estar

D ecreto  E jecutivo  n° 29  sí con tiene  d isposic iones que son propias de la com petencia  del 

M in isterio  de Salud , com o verificar las m edidas de b ioseguridad  en cen tros hosp ita larios y 

p roporc ionar los tra tam ien tos y cu idados necesarios según la condición  clín ica  del pacien te  

(art. 5), rea lizar la evaluación  clín ica  de los pacien tes o  de los casos sospechosos (art. 3 letra 

j) ,  m anejar la cuaren tena  con tro lada-—-que no puede tener fundam ento  en el incum plim iento  

de una cuaren tena  dom iciliar ob ligato ria  im puesta  por el Ó rgano E jecutivo para la to talidad 

o parte  del territo rio  nacional—  (art. 20) y  re  a lizar la v ig ilancia de casos confirm ados (art. 

21) — todo lo an terio r tiene fundam ento  en  los arts. 41 , 129, 130, 136, 148 y 151 del C ódigo 

de Salud— . Esto se debe, com o se ha insistido , a que u pesar de que con tiene  d isposiciones 

in tensas para con tro lar la pandem ia, que sí son com petencia  del M inisterio  de Salud, su 

objeto  p rincipal es la suspensión  del núcleo esencial de derechos fundam entales, no la 

adopción  de  m edidas san itarias por parte de d icho  M inisterio .

En Junción  de ¡u cjue ha  sido  expuesto  en esto  sentencia , existe  inconstituc iona lidad  

p o r  conexión  en e l D ecreto  E jecutivo  n °  29, p o r  v io lación  de l art. 131 ord. 2 7 °  Cn., y  a s í  

deberá  declararse. La razón  es que, al p roducir una  suspensión  de derechos fundam entales 

que afecta  a la to la lidad  del territo rio  nacional, supone el e jercic io  de una com petencia  que 

no le corresponde al Ó rgano E jecutivo  en  el ram o de salud , sino a la A sam blea L egislativa; 

y solo  excepcionalm entc , al C onsejo  de M inistros (art. 29 C n.) so lo  cuando la asam blea no 

esté  reun ida  en los térm inos reiterados por esta  sala en la presente sen tencia . El Ó rgano 

E jecu tivo  en  el ram o de salud carece de com petencia  para em itir norm ativas con conten idos 

com o el del D ecreto  E jecutivo n° 29. Y dado que las norm as de com petencia  indican quién 

tiene la capacidad  para  p roducir determ inados actos ju ríd ico s  válidos (Jordi Ferrer B eltrán , 

L as norm as de com petencia. IJn aspecto  de la  d inám ica  ju ríd ica . Ia ed ., 2000 , p. 154), debe

ju lio  de 2014, C -507/14 , y de 13 di

p rev istos en ningún caso  en un decreto  e jecutivo  au esto  es así a pesar de que el
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conclu irse  q u e  se está en presencia  de actos inválidos, eslo  es, inconstituc iona les p o r  v iolar 
el art. 131 ord. 27° Cn.

C. Por o tra  parte sala  es conscien te  de que se em itieron , en relación con la pandem ia, 

los sigu ien tes decretos: (i) D ecreto  presidencial núm ero  18, de  16 de m ayo de 2020, 

publicado  cn D.O. núm ero  99, tom o 427, de 16 de m ayo de 2020  (derogado): e (ii) D ecreto  

presidencial núm ero  19, de 19 de m ayo de 2020, pub licado  en el D .O . núm ero  101, tom o 
427, de 19 de m ayo de 2020.

A unque esta sa la  no n iega  que actualm ente  la pandem ia  requ iere  de acciones esta tales 

tenden tes a so lucionar los prob lem as y efectos pern ic iosos que produce cn la pob lación , debe 

insislirse  en que estas acciones necesitan  conducirse  dentro  del m arco  constituc ional y legal 

que les resu lte  ap licable. C om o se lia dicho en esta sen tencia , puede  darse  el supuesto  

excepcional cn que el Presidente de la R epública  declare  po r sí m ism o un estado  de 

em ergencia , pero esto debe hacerse  así so lo  cuando  a  la A sam blea L egisla tiva le resu lte  

im posib le  reunirse. C uando  esa im posib ilidad  no ex iste , el P residen te  debe  d irig ir al 

L egisla tivo  la petición para  que sea este  qu ien  declare  el estado  de  em ergencia , con la 

ob ligación  co rre la tiva  de  sesionar en el m ínim o de tiem po ind ispensab le  para que los 
d ipu tados puedan  llegar a la sede leg islativa.

A unado a lo an terio r, esta  sa la  ha ven ido  in sistiendo  desde  la  adm isión  de la 

inconstitucionalidad  63-2020, ya  c itada, en que  la  expresión  “ no estuv ie re  reun ida” del art. 

24 L P C P M D  no podría  en tenderse  com o “ de m om ento  no está cn sesión  o no es tá  

sesionando", sino com o un im pedim ento  p roven ien te  de fuerza m ay o r o de  caso  fortuito  que 

co loque  a los d ipu tados do la A sam blea  L egisla tiva cn la im posib ilidad  de sesionar. De 

m anera que el P residen te  de la R epública  no estaría  habilitado  para dec la ra r un estado  de 

em ergencia  por el so lo  hecho de  que aquella  no estó sesionando . Para q u e  pueda hacerlo , es 

cond ición  necesaria  que a la A sam blea  L eg isla tiva le resu lte  im posib le  sesio n a r de  acuerdo  

a todo lo expresado  cn esta  sen tencia . A hora b ien , cuando el P residen te  haga es ta  p ropuesta , 

la A sam blea L egislativa tiene  la responsab ilidad  de sesionar con  u rgencia, sin  m ás trám ite  

que el de  la convocato ria , para  de liberar la  p ropuesta  de em ergencia . Y esto  es así aunque  se 

estó en d ías  y horas inhábiles. Y, cn ap licac ión  de esta  reg la, se ha suspend ido  la v igencia de 

los c itados D ecretos E jecutivos n °  I 8 y 19, de 16 y 19 de m ayo, respectivam ente. D e m anera  

que es p reocupan te  pa ra  el estado  de derecho  y la dem ocracia  para  el país, la in sistencia  en 

desconocer po r parto del órgano ejecu tivo  las lim itaciones que la C onstituc ión  Ies estab lece  

y que han sido  señaladas po r esta sa la  cn d iferen tes reso luciones, ten iéndose  en cuen ta  que 

es te  tribunal es el in térp rete  ú ltim o de la C onstituc ión , calidad  que no es au loa tribu ida , sino  

que p rov iene  del constituyen te , a efecto  de garan tizar la seguridad  ju ríd ica  cn el o rden  
constituc ional: art. 183 Cn.

Por lo an terio r, ex isten  argum en tos su fic ien tes para sostener que  c itados decre tos, 

m edian te  los cuales declaró  el E stado  de E m erg en c ia  N acional p o r la pandem ia  del C O V ID -
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19, son  in constituc iona l p o r  conexión, y  a s í  deberá  declararse  en esta  sen tencia . El 

argum en to  que  respa lda  esta  dec isión  es que, de no dec la ra rse  inconslitucionu lidad , se 

p roduciría  un estado  de  cosas incom patib le  con el con ten ido  de  la p resen te  sen tencia , es decir, 

p o r  no haberse  cum plido  con  los estándares ap licab les a su  dec lara to ria , ya reseñados en esta  

sen tenc ia , pero  no porque no ex ista  una  em ergenc ia  m ateria l o  una situación  excepcional.

5. A. E sta  sala debe ahora  referirse  a la in terp re tac ión  del art. 136 del C ódigo  de Salud, 

que ha sido  em p leado  recurren tem ente  para  ju s tif ica r  la em isión  de decre tos e jecu tivos com o 

los declarados inconstituc ionales. E sta  d isposic ión  p revé  que “ [l]as personas que  padezcan  

de en ferm edades su je tas a declarac ión  ob liga to ria  o que  sean cuaren tenab les, así com o 

aquellas  que, aún sin  p resen ta r m an ifestac iones c lín icas de e llas, a lberguen  o d isem inen  sus 

gérm enes o hayan  sido  expuestas a  su  con tag io , podrán  ser som etidas a a islam ien to , 

cuaren tena; o bservac ión  o v ig ilancia , po r el tiem po y en la form a que lo determ ine  el 

M in isterio , de acuerdo  con los respectivos reg lam en tos” . A unque una in terpretación  literal y
. a *

defic ien te  de  esta  d isposic ión  parecería  ind icar que perm ite , en tre  o tras cosas, la cuaren tena  

d o m ic ilia r  o b liga to ria  para  todo el país o parle  de  su  territo rio  o la conducción  a centros de 

con tención  po r la trasg resión  de norm as de c ircu lac ión , a partir de  nuestra  C onstituc ión  esta 

es una in terp re tac ión  que  debe  rechazarse , pues se adm itiría  que el art. 136 del C ódigo  de 

Salud confiere  com petencia  para  rea lizar los cursos de acción que so lo  habilita  un régim en 

de excepc ión , su jeto  a lím ites y con tro les d istin tos y m ás rigurosos que los de d icha  

d isposic ión .

A sí las cosas, lo ún ico  que hab ilita  el art. 136 del C ódigo  de Salud es la cuaren tena  

ind iv idual, es decir, la de una o varias personas específicas, a partir de fundam entos 

c ien tíficos y m édicos fiab les, variados y  d iversos3. P o r tan to , esta  no puede suponer en ningún 

caso  la suspensión  de la libertad de  c ircu lac ión  en  todo  el territo rio  nacional o en p a n e  de  él 

o se r consecuenc ia  de la trasgresión  de p roh ib ic iones a la liberiad  de  c ircu lac ión  con ten idas 

en  un decre to  e jecu tivo , aunque  sí puede im plicar la suspensión  ind iv idual de d icha  liberiad 

para la persona o personas específicas para  las que sea requerida. E sto  ú ltim o se susten ta  en 

el p rinc ip io  de  concordancia  p rác tica  de la in terp re tac ión  de la C onstituc ión  (sen tencia  de 24 

de  oc tu b re  de 2014 , inconstituc ionalidad  33-2012; confron tar adem ás a A ntonio  E nrique 

Pérez Luño, D erechos hum anos, Estado de D erecho  y  C onstitución, 7a ed ., 2 0 0 1, p. 277), en 

tan to  que esta  reconoce  la posib ilidad  de su sp en d er derechos fundam en ta les a personas 

ind iv idualizadas (art. 74 C n.), aunque para ello  es necesario  un anclaje  constitucional 

expreso . P ara  e l caso  de la cuaren tena  individual, ta l fu n d a m e n to  serla  el art. 66 Cn., que  

prevé  que “[ e j l  E stado  dará  asistencia  g ra tu ita  [ . . .]  a  lo s  hab itan tes en general, cuando  el 

tra tam ien to  constituya  un m edio  e ficaz p a r a  p re ve n ir  la  d isem inación  de una en ferm edad  

transm isib le . E n  este caso, toda p e rso n a  está  ob ligada  a som eterse  a d icho  tra tam ien to  ".

3 Esto es asi en nuestro  ordenam iento  ju ríd ico . O tros países tienen una C onstitución distin ta , con habilitaciones 
distintas, por ejem plo , Panam á (art. 27).
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D ebido a esto , en tal supuesto  la persona no puede ped ir el alta m édica vo lun taria , 

sino que está  ob ligada a cum plir las ind icaciones y p rescripciones que le brinde el personal 

de  salud (esto se refleja  en la norm ativa infraconstitucional en el art. 27 letra b de L ey  de 

D eberes y D erechos de los Pacien tes 3' P restadores de Serv icios de Salud); sin em bargo , las 

restricciones que se im pongan com o consecuencia  de decisiones san itarias, tam bién  están  

su jetas a  control ju risd icc iona l, p o r cuanto  d ichas decisiones lim itan  derechos fundam enta les 

y no pueden quedar en una zona exen ta  de control.

De igual m anera, lo regulado  en los arts. 129, 130, 136, 137, 139, 151, 152 y 184 del 

C ódigo de Salud debe in terpretarse  por las au toridades en el sentido de que, aunque  puedan 

tom ar m edidas in tensas para  com batir la pandem ia, n inguna  de estas d isposic iones habilita  

el uso del confinam ien to  por cuaren tena  com o una m edida  de castigo  o sancionadora  En 

resum en, al am paro de estas d isposiciones no se puede de tener o re tener a las personas por 

el m ero incum plim ien to  de una cuaren tena  dom iciliar (segu im ien to  de 15 de abril de 2020. 

babeas corpas 148-2020). Esto se debe a  que el C ódigo  de Salud no p u e d e  ser in terpretado  

bajo ningún supuesto  en clave de p o d e r punitivo  en m anos del Estado, pues este  so lo  se 

corresponde con el D erecho Penal y el D erecho A dm inistra tivo  S ancionador (sen ten c ia  de 

inconstitucional idad  109-2013, ya citada).

B. E n  s im ila r sen tido , los cercos san itarios com o el que estab leció  la R esolución  

M inisterial n" 101 en el Puerto de La L ibertad, departam ento  de La L ibertad , no pueden  

conducir a la suspensión  de un derecho  fundam ental para la totalidad o parte  del territo rio  —

en especial, la libertad de c ircu lac ión— , sino ún icam ente  al m onitoreo  san itario  necesario  a 

cargo de m édicos. ;
Esta sala reconoce  que la v ig ilancia  resulta esencial para  las activ idades de prevención  

y control de  enferm edades y es una herram ien ta  en  la asignación  de recu rsos del s is tem a de 

salud , así com o en la evaluación  del im pacto de program as y  serv icios de salud. Pero , com o 

lo reconocen  la O rganización  Panam ericana de la Salud y la O rgan ización  M undial de la 

Salud, “ [tjodo  sistem a de v ig ilancia  debe estar am parado  po r un m arco legal p rop io  del 

Estado (O rganización  Panam ericana  de la Salud y O rganización  M undial de la Salud,

M ódulo  de p r in c ip io s  de ep idem io log ía  p a ra  e l con tro l de enferm edades. V igilancia  en sa lu d  

púb lica . 2" ed. rev isada, 2011, p. 8).

X IV . E fectos de la sen tencia .

1. La pandem ia p rovocada p o r la C O V ID -19 que afecta al m undo y a El Salvador, a 

la fecha, es un acon tec im ien to  determ inado cien tíficam ente  cuya notoriedad  no requ iere  de  

o tro tipo de p rueba  (art. 314 ord. 2 o del C ódigo Procesal C ivil y  M ercantil; y G iulio  U bertis, 

E lem entos de ep istem olog ía  d e l p roceso  ju d ic ia l, 1" ed., 2017, p. 79). D e hecho , el D irector 

G eneral de la O rgan ización  M undia l de  la  Salud  ha calificado  el bro te de C O V ID -19  com o 

una  pandem ia (h ttps://w w w -w ho .in t/es/dg /speecbes/deta il/w ho-d irecto r-genera l-s-open ing- 

rcm arks-a t-the-m ed ia-b rie ling -on-cov id -19— 1 I-m arch -2020). y  en lo que re sp ec ta  a nuestro

https://www-who.int/es/dg/speecbes/detail/who-director-general-s-opening-rcmarks-at-the-media-brieling-on-covid-19%e2%80%941
https://www-who.int/es/dg/speecbes/detail/who-director-general-s-opening-rcmarks-at-the-media-brieling-on-covid-19%e2%80%941
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país, se ha superado  el um bral de  los tres m il casos confirm ados y se co n tab ilizan  m ás de  52 

fa llec idos (h ttp s ://c o v id l9 .g o b .sv /). Por co n sis ten c ia  con los p receden tes, debe  considerarse  

que “ fejn  los casos d ifíc iles  [ . . . ]  es  necesario  rec u rrir  a lo que se denom ina ju stifica c ió n  

ex terna, que  requ iere , en tre  o tras cosas, que el ju z g a d o r  valo re  las consecuenc ias  de sus 

decisiones. E ste  e lem en to  im plica sopesar cuáles son  los efec tos q u e  p roducirá  la decisión  y 

los co sto s y ben efic io s  que  e lla  tendría. Si bien es te  es un recu rso  excepc ional, es adecuado  

pa ra  ju s tif ic a r  aque llas  dec isiones en  las que  deban  ana lizarse  sus m an ifestac iones 

p ragm áticas, p o rq u e , an le  todo , el D erecho es un  in strum en to  asociado  a la realidad , de la 

que  no se puede a is la r” (adm isión  de 26 de ju n io  de 2019 , inconstituc ionalidad  3-2019).

E ntonces, para este  tribunal, este  suceso  ai que se  en fren ta  nuestro  país a la fecha  y el 

m undo  en tero  ex ige  de una co labo rac ión  social, in stituc iona l c in lereslata l sin  p receden tes en 

la h isto ria  rec ien te  del se r hum ano , porque se tra ta  de una s ituac ión  en la que los ac tos p rop ios 

no  so lo  se  refle jan  en qu ien  los realiza , sino  que  tienen  la po tencialidad  de p oner en  riesgo 

los d erechos fundam en ta les  de  básicam ente  todos los dem ás —-en especial, la  salud  y la 

v ida— . A dem ás, es te  es un asun to  que  no so lo  es esenc ia l para  la com unidad  sa lvadoreña , 

sino  que, deb ido  a  la im parab le  g lobalizac ión  y el con tac to  in terestata l en tre  personas, 

tam b ién  lo es pa ra  los hab itan tes de ios dem ás E stados, puesto  q u e  el m an e jo  inadecuado  de 

uno  puede pe rju d ica r a los o tros. A sí, este  p ro b lem a  san ita rio  inv ita  a  a d o p ta r so luc iones con 

base en  lo que la teoría  ha dado  po r llam ar “ E stado  global de D erecho” , com o form a de 

sa tisfacción  y p ro tección  un iversal — no so lo  a nivel in terno—  de los derechos 

fundam en ta les, en  especial los derechos de superv ivencia  (L uig i herraj o li, “ M ás a llá  de  la 

soberan ía  y la c iu d ad an ía : un  constituc ionalism o  g lo b a l” , en  Jsonomíci, n° 9, 1998, pp. 173­

184; y Luigi Ferrajo li, C onstituc iona lism o  m ás a llá  del Estado, 1“ ed ., 2018 , pp. 41-46).

A sí las cosas, com o ya se ha  hecho  en ocasiones an terio res, esta  sala considera  que  es 

n ecesa rio  m o d u la r los efectos de  esta  sen tencia  de in co n stitu c io n a lid ad  de  la sigu ien te  form a:

a) R especto  de  la  L ey  de  R estricción  T em poral de D erechos C onstituc iona les  C oncre tos 

para A ten d er la  P andem ia  C o v id -19, con ten ida  en el D ecreto  L egisla tivo  núm ero  611, 

y  de la Ley de R eg u lac ió n  para  el A islam ien to , C uaren tena , O bservación  y V ig ilancia  

po r C O V ID -19, co n ten ida  en el D ecreto  L eg isla tivo  núm ero  639, tendrá  efec tos 

d ec la ra tivos , en el sen tido  de que  so lo  im plica  el reconocim ien to  de  la v io lación  a  la 

C onstituc ión  com etida  p o r  estas;

b) T am b ién  ten d rá  e lec to s  dec la ra tivos respecto  de los D ecretos E jecu tivos n° 5, 12, 1 8, 

22 , 24 y 25 (no rm as de desarro llo  de los decre to s leg isla tivos em itidos en el con tex to

de la pandem ia  por C O V ID -19  con  e fec to s de cu aren ten a  dom ic ilia r ob liga to ria) y 

los D ecre to s  E jecu tiv o s  n° 14, 19, 21 y 26, y de la R eso lución  M inisterial n° 101 

(no rm as au tónom as que p roducen  e lec to s  de cuaren tena  d o m ic ilia r ob liga to ria), así 

com o el decre to  p res id en c ia l núm ero  1 8, de  16 de  m ayo 2020;

https://covidl9.gob.sv/
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c) La declaratoria  de inconstilucionalidad  del D ecreto P jecu tivo  n° 29, y  sus reform as, 

no tendrá efecto  inm ediato , sino  que será d iferida p o r el térm ino de 4 d ías con tados a 

partir del sigu ien te al de la notificación de la presente sentencia (sen tencia  de 23 de 

d iciem bre de 2010, inconstilucionalidad 5-2001, y sen tencia de 5 de junio de 2019, 

inconstilucionalidad 37-2015), plazo después del cual quedará expu lsado  del 

ordenam iento  ju ríd ico . Esto se debe a que esta sala es conscien te  de que ex iste  una 

pandem ia que debe  ser afrontada responsablem ente, pero en el m arco del respeto a la 

C onstitución , el D erecho Internacional de los D erechos M uñíanos y la jurisprudencia 

constitucional. Y es que, de no em itirse una sentencia prospectiva, se  perm itiría  la 

libre c ircu lación  inm ediata y se generaría  el riesgo razonable de d isem inación  de la 

CO V 1D -19 en tre  la población;

d) La declaratoria  de inconstitucionalidad  del decreto  p residencial núm ero  19, de 19 de 

m ayo de 2020, tendrá efectos inm ediatos;

e) D urante el p lazo  señalado , la A sam blea  L egisla tiva y el O rgano E jecutivo podrán

em itir la norm ativa que estim en oportuna para controlar, e lim inar y/o errad icar la 

pandem ia provocada por la C O V ID -19 y sus riesgos para la com unidad , s iem p re  que  

sea  üe ca n fo rm id a il con ¡a C onstituc ión  y  la ju r isp ru d e n c ia  co n stitu c io n a l  — en  

especia! esta  sen ten c ia —  (O rganización Panam ericana de la Salud y O rganización 

M undial de la Salud, M ódulo de  p r in c ip io s  de ep idem io log ía  p a ra  e l con tro l de  

enferm edades. V igilancia en  sa lu d  púb lica , ya  c itado , p. 8, y  C ontro l de 

en ferm edades en la  población, 2 a ed. revisada, 2 0 1 1, p. 13).

2. F inalm ente, com o m anifestación  de las ex igencias de diálogo institucional entre 

esta  sala y la ciudadanía, que derivan del d e m e n to  proccdim enlal de la dem ocracia , esta 

decisión se resum e en los puntos que siguen:

A. Los dos decretos legislativos que fueron denom inados “ Ley de R estricción  

T em poral de D erechos C onstitucionales C oncretos para  A tender la Pandem ia C o v id -19” son 

inconstitucionales, po rque  la A sam blea L egislativa no docum en tó  ni acred itó  

su fic ien tem ente  las razones que ju stificaban  la suspensión de los derechos constituc ionales 

concern idos en esos cuerpos norm ativos com o la m edida idónea para garan tizar el derecho  a 

la salud de  la población salvadoreña en el contexto  de pandem ia por la CO VID-1 9, pues para 

esa fecha no ex istían  dalos oficiales que reportaran casos de contag io  en el país4.

/}. Por la m ism a razón es inconstitucional la Ley de R egulación para  el A islam iento , 

C uarentena, O bservación  y V ig ilancia  por C O V ID -19.

C. T am bién  son inconstituc ionales los D ecretos E jecutivos n° 5, 12, I 8, 22, 24 y 25, 

porque su base norm ativa es inconstitucional.

'* A d e m á s , no  se cum plió  con los p resupuestos establecidos en los núm ero  25. 27  y 28 de  I» rc so lu c ió n l/ 20 2 0  '‘Pandem ia 
y  D erechos I lum nnos en las A m íricas" . C om isión  loicram cricnnn de D erechos I lumnnos.



92 D IA R IO  O FIC IA L Tom o N ° 427

D. Los D ecretos E jecu tivos n° 14, 19, 21 y 26 y la R esolución  M inisteria l nü 101 son 

inconstituc iona les  po r v io lac ión  del a rtícu lo  131 num eral 27 de la C onstitución .

E. C om o  todas las norm as m encionadas hasta  este  punto  ya  no están  v igen tes, los 

efec tos d e  es ta  sen tenc ia  son, respecto  de ellas, pu ram en te  dec la ra tivos, es decir, se lim ita a 

co n sta ta r  la ex is tencia  de la v io lac ión  constitucional.

F. R espec to  del D ecreto  E jecu tivo  n° 29 , v igente  en la actualidad , se dec la ra  su  

inconstituc ional idad, deb ido  a que  fue em itido  p o r el M in istro  de Salud, qu ien  no tiene 

com petenc ia  p a ra  su sp en d er los derechos fundam en ta les de las personas m ediante  la 

im posición  de cuaren tena  dom iciliar ob ligatoria  sobre  la base del C ódigo  de  S alud  (art. 131 

ord inal 27° C n.).

G. N o obstan te , com o el D ecreto  E jecutivo  n° 29 sigue v igente, esta sen tenc ia  ten d rá  

e fec to  después de 4 d ias, con tados a  partir del sigu ien te  al de la no tificación . Esto se debe a 

que esta  sitia es conscien te  de  que ex iste  una pandem ia  que debe ser afron tada 

responsab lem en te , pero en el m arco  del respeto a la C onstituc ión , el D erecho  In ternacional 

de los D erechos H um anos y la  ju risp ru d en c ia  constituc ional.

H. T am bién  se dec la ra  la inconstitucionalidad  p o r conexión  del D ecreto  E jecu tivo  n°

i .  T am b ién  com o consecuenc ia  de esta sen tencia  el em iso r de la norm ativa (Ó rgano 

L eg isla tivo  y E jecu tivo) queda inhabilitado  para rep licar los aspectos señalados com o 

inconstituc iona les en esta  decisión , en las leyes, decre tos o cua lqu ier d isposición  futura sobre  

la m ateria  (en sim ila r sen tido  se  reso lv ió  en el auto de 26 de ju lio  de 2017, 

inconstituc ionalidad  42-2012 , y en la sen tencia  de la inconstituc ionalidad  1-2010, de lecha 

25 de  agosto  de 2010). D e rep licarse  no p roducirán  efecto  ju ríd ic o  constitucional alguno. •

• is razones expuestas, d isposiciones, doctrina  y ju risp ru d en c ia  c itadas y

los a rtícu los 9, 10 y  11 de la L ey  de  P roced im ien tos C onstituc ionales, en  nom bre de la 

R epública  de El S alvador, esta  sala FALLA:
Sin lugar  la petición de sob rese im ien to  rea lizada  por la A sam blea L egisla tiva, 

deb ido  a que  si no se excep túan  los preceden tes constituc ionales sobre  el sobrese im ien to , se

excepc ión  de corta  duración , creando  así zonas exen tas de control constitucional.

2. D eclárase  inconstituc iona l p o r  v icios de fo rm a, de un m odo general y obligatorio , 

la Ley de  R estricción  T em poral de D erechos C onstituc ionales C oncre tos para A tender la 

P andem ia  C ovid-19 , co n ten ida  en el D ecreto  L eg isla tivo  núm ero  611, po r la v io lación del 

artícu lo  131 ordinal 27° de  la C onstituc ión . La razón  es porque no se docum entó  ni acred itó  

su fic ien tem en te  las razones que ju stificab an  la suspensión  de los derechos constituc ionales 

concern idos en  esos cuerpos no rm ativos com o la m edida idónea  para g a ran tiza r el derecho a

19, de 19 de m ayo  de 2020 , pubi

2020.

tom o 427, de 19 de m ayo

adm itiría  la  posib ilidad  de que se p roduzca  fraude  a la C onstituc ión  m edian te  estados de
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la  salud  de la  pob lac ión  sa lvado reña  en  el con tex to  de pandem ia  por la C O V 1D -19, pues pa ra  

esa fech a  no ex istían  datos o fic ia les  que  repo rtaran  casos de con tag io  en  el país.

3. D eclárase  inconstituc iona l p o r  con ex ió n , de un m odo general y ob liga to rio , el 

D ecreto  L eg isla tivo  núm ero  639, que  con tiene  la Ley de R egu lación  para  el A islam ien to , 

C uaren tena , O bservación  y V ig ilanc ia  p o r C O V ID -19 , por v io lac ión  del a rtícu lo  131 ord inal 

27° de la C onstituc ión , deb ido  a que no se docum en tó  ni acred itó  las razones en  las que se 

ju s tificab a  el rég im en de excepc ión  con tem plado  en d icho  cuerpo  norm ativo .

4. D ecláranse inconstituc iona les p o r  conexión , de un m odo  general y ol w torio , los 

D ecre to s E jecu tivos n° 5, 12, 18, 22 , 24 y 25 (norm as de desarro llo  de los decre tos 

leg isla tivos em itidos en el con tex to  de la  pandem ia  p o r C O V ID -19  con  efec to s de cuaren tena

R eso lución  M inisteria l n° 101 (no rm as au tónom as que p roducen  e fec to s de cuaren tena

C onstituc ión . La razón  es que so lo  m ed ian te  un rég im en  >ción adop tado  m ed ian te  los

cauces constituc ionalm en te  p rev istos es posib le  su spender uno  o m ás de los derechos 

fundam enta les en todo o en parte  del territo rio  nacional.

5. D eclárase  inconstituc iona l p o r  conexión , de un m odo  general y ob liga to rio , el

para em itir una no rm ativa  que  su spenda  derechos fundam enta les.

6. D eclárase  inconstituc iona l p o r  conexión , de un m odo general y ob liga to rio , el 

D ecreto  E jecu tivo  del P residen te  de  la  R epúb lica  n° 19, de 19 de m ayo de 2020, pub licado  

en  el D.O. núm ero  101, lom o  427, de  19 de m ayo 2020 . Esto se debe a que  no cum ple  con 

los estándares ap licab les a su  declara to ria , m encionados en esta  sen tencia .

7. Diftér.ense  los e fec to s de la dec lara to ria  de inconstituc iona lidad  del D ecreto  

E jecu tivo  núm ero  29  p o r  el p lazo  de 4 d ías, con tados a partir del s igu ien te  al de la 

no tificac ión . E sto  se debe a que esta  sa la  es conscien te  de que ex is te  una pandem ia  en  el país, 

que debe  ser afron tada  responsab lem en te , pero  en el m arco  del respeto  a la C onstituc ión , al 

D erecho In ternacional de los D erechos H u m an o s y la ju risp ru d en c ia  constituc ional. D uran te  

d icho  p lazo  la A sam blea  y el Ó rgano  E jecu tivo  podrán  em itir  la no rm ativa  q u e  estim en  

opo rtuna  para  con tro lar, e lim inar y /o  e rrad ica r la pandem ia  de C O V ID -19  y sus riesgos para  

la com unidad , s iem pre  que  sea de conform idad  con  la C onstituc ión  y la ju risp ru d e n c ia  

constituc ional —e n  especial es ta  sen tenc ia— .

8- T am b ién  com o co nsecuenc ia  de esta  sen tencia  el em iso r de la no rm ativa  (Ó rgano  

L eg isla tivo  y E jecu tivo) queda inhab ilitado  para  rep licar los aspec to s señalados com o 

inconstituc iona les en  esta  decisión , en las leyes, decre to s o cua lqu ier d isposic ión  fu tu ra  sob re  

la m ateria  (en  s im ila r sen tido  se reso lv ió  en  el au to  de 26 de ju lio  de  2017,

d o m ic ilia r  ob liga to ria  en todo el país) y  los D ecretos E jecu tivos n° 14, 19, 21 y 26  y la

d o m ic ilia r o b liga to ria  en todo  el pa ís), po r v io lac ión  ' ' ulo 131 ord inal 27° de la

D ecreto  E jecutivo  núm ero  29, y  sus reform as, por v io lac ión  al a rtícu lo  131 ordinal 27° de la 

C onstituc ión . La razón  es que el Ó rgano  E jecu tivo  en  el ram o de salud  carece  de com petencia
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in c o n s litu c io n a lid a d  4 2 -2 0 .1 2 ,.y  en  la  sen ten c ia  d e  la  in c o n stitu c io n a lid a d  1 -2 0 1 0 , d e fech a  

2 5  d e  a g o s to  d e  2 0 1 0 ) . H e rep lica rse  n o  producirán  e fe c to  ju r íd ico  c o n stitu c io n a l a lgu n o .

9. N oíifiquese.

10. P ublíquese  e s ta  sen ten c ia  en  e] D ia r io  O fic ia l, para lo  cu al s e  rem itirá  co p ia  al 

d irector  d e  d ic h a  entidad .

A*
-A . P IN E D A ---------------------A . E . C A D E R  C A M IL O T ------------------------ C . S . A V IL Ê S -

------------------C . S Á N C H E Z  E S C O B A R ---------------------------M . D E  J. M . D E  T .-----------------------“ “JTjy

¿y
VOTO PARTICULAR CONCURRENTE DEL MAGISTRADO CARLOS ERNESTO 

SÁNCHEZ ESCORAR

C o m p a rtien d o  en  el fo n d o  la d e c is ió n  ad o p ta d a  e n  la se n te n c ia  anterior por lo s  señ o res  

y señ o ra  m ag istra d o s d e esta  S a la , co n sid ero  n ecesa r io  rea lizar a lgu n as p r e c is io n e s
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com plem en tarias  para una m ejo r com prensión  de] a lcance  con el q u e  he v o tado  para 

p ronunciar d icha  sen tenc ia , lo que aclaro  en los térm inos siguien tes:

1. La necesid ad  de una in terp re tac ión  m uy estric ta  del rég im en de excepción .

Es innegab le  que  hay un  con jun to  de  situac iones o hechos q u e  pueden  a fec ta r la 

norm alidad  constituc ional (el funcionam ien to  o rd inario  de las in stituc iones , sus 

com petenc ias y su incidencia  sobre  los derechos). E stas s itu ac io n es  se  pueden  id en tifica r de 

d ife ren tes form as: cris is , em ergenc ias, pe lig ros ex trao rd in a rio s , e tc ., y pueden p roven ir de 

even tos natu rales (desastres  o en ferm edades) com o de fenóm enos soc ia les (a lterac iones del 

orden  púb lico). La resp u esta  d esd e  el D erecho a  e s to s  fenóm enos ano rm ales o excepc ionales  

es el llam ado D erecho  de  N ecesidad , D erecho de C risis , D erecho  de  E xcepción  o D erecho  

de E m ergencia . T odas estas  ca tego rías se  refieren  al uso de poderes ex trao rd in a rio s  para 

hacer frente a un riesgo  grave que am enaza  a la  sociedad  o ni Estado, pero solo  com o un

m ed io  de p ro tección  de la p rop ia  C onstituc ión , que  conserva  in tacta  su fuerza norm ativa , y
............in te  las s itu ac io n es  deen ningún caso  ella  resu lta  “ su sp en d id a” o “ex cep c io n ad a” du rar 

em ergenc ia  que se p resenten .

A nte e llo , c iertas  C onstituc iones  reconocen  d iversas  fo rm as de e je rc ic io  de esos 

poderes excepc ionales (estados de a larm a, de excepc ión , de sitio ). N u estra  C onstituc ión  solo  

reconoce  de m odo expreso  la form a m ás grave o m ás in tensa, el rég im en  de  excepc ión  de los 

arts. 29  a 31 C n., p e ro  esto  no dehería  in terpretarse  com o que an te  cu a lq u ier  em erg en c ia  

co n stitu c io n a l s iem pre  haya necesariam en te  que a cu d ir  a l rég im en  de excepción . E sta  Sala 

ha ac larado  que  una  em ergenc ia  constituc ional no debe ser c o n fu n d id a  con el rég im en  de 

excepción  (sen tencia  de inconstiluc iona lidad  15-96, de 14/2/1997), pues no todo  even to  que  

altere  cn form a grave  la estab ilidad  social o po lítica  ju s tif ic a r ía  una suspensión  de d erechos 

en el sen tido  del arl. 29 Cn. El rég im en de excepc ión  es la m an ifestac ión  m ás ex trem a del 

e jercic io  de poderes de em ergenc ia  constituc ional y sujeto  a cond ic iones  espec ia lm en te  

rigurosas. * 0  v O
P or su eno rm e capacidad  para  afec ta r derechos, este  rég im en  debe in te rp re ta rse  y 

ap licarse  d e  m anera m uy lim itada, estric ta  o “ ex cep c io n a l” (así lo ind ican  adem ás los 

criterios in terp re ta tivos cn m ateria  de D erechos H um anos). En consecuenc ia , an tes de  llegar 

al uso de  esc m edio  ex trem o  de contro l social, lo que debería  en tenderse  es que  el D erecho  

de N ecesidad  o de  E m ergencia  sa lvado reño  rad ica  en las po testades que  los ó rganos 

constituc ionales  ya tienen  para  lim ita r derechos, que po r c ierto  son m uy fuertes y so lo  si estas 

son  in su fic ien tes se debería  acu d ir a Jos arts. 29  a  31 Cn. De este  m odo , son  los f in es  del 

E stado  cn relación  con las co m petenc ias  de los ó rganos púb licos, los va lo res reconocidos cn 

la C onstituc ión , los p rinc ip io s ju r íd ic o s  del sistem a po lítico  y los derech o s fundam en ta les de 

las p ersonas (con su rég im en  constituc ional y  convencional de lim itac iones  ju s tif ica d a s)  los 

que  de te rm inan  el cam po  de ju e g o  de las m edidas es ta ta les  fren te  a una em ergenc ia .
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D icho en  o tras palabras, antea de acud ir  a  la  ap licación  de l rég im en  de excepción, 

las em ergencia s constituc iona les deberían  a tenderse  con  las p o tes ta d es  p a ra  lim itar  

derechos h a b ilitadas en genera l p o r  la  C onstitución, aunque sea  necesario  m odu larlas o 

a d a p ta rlo s  a  las necesidades del tipo  de em ergencia  de que se  trate. P recisam en te  por la 

posib ilidad  de afron tar una situación  de riesgo ex trao rd inario  m edian te  el e jercic io  de las 

co m petenc ias  constituc ionales o rd inarias adap tadas a  la  necesidad  del caso  y p o r el ca rác te r 

ex trem o  que tiene el rég im en  de excepción  con la consigu ien te  suspensión  de  derechos, es 

que  para d ecre ta r este ú ltim o se necesita  una ju s tif ica c ió n  refo rzada, ex igen te  o rigurosa que 

debe ser con tro lada  p o r esta  Sala, cuando  así lo dem anden  los c iudadanos afectados.

2. El rég im en  de excepc ión  y los poderes no rm ativos del O rgano  E jecutivo.

La C onstituc ión  sa lvadoreña  no reconoce  expresam en te  una  m ayor concen tración  de  

p o d e r  en e l E jecu tivo  duran te  el rég im en  de excepción . Esto so lo  podría  in terpretarse  así en 

relación  con  los derechos que se suspenden , que lóg icam ente  im p lican  una  am pliación  del 

p oder púb lico , p e ro  en  este  caso  el decreto  de excepc ión  es el m ateo  y el a lcance de esa 

“ co n cen trac ió n ” tem poral de  poder en  el Ó rgano  E jecu tivo  y ún icam en te  dentro  de los 

e stric tos lím ites del decreto  que declara  el rég im en de excepción. La su spensión  de derechos 

que  im p lica  el rég im en  de excepción  y a  es en  sí m ism a una su fic ien te  y grave am pliación  del 

p oder púb lico . N o  se  debería  in terp re tar el rég im en  de  excepción  de una m anera tan generosa 

a favo r del Ó rganb  E jecu tivo , sino  que, po r el con tra rio , se debería  po tenciar el 

funcionam ien to  v igoroso  de los con tro les y con trapesos de los o tros ó rganos fundam enta les 

y constituc ionales , porque en estos con tex tos es cuando  increm enta  el riesgo de excesos y 

a rb itra ried ad es  de los funcionarios hab ilitados p a ra  in terven ir sobre  los derechos de las 

personas.
Lo an te rio r sign ifica  que, de acuerdo con  nuestra  C onstituc ión , los d iferen tes órganos 

púb licos son  los que deb en  coord inarse  para  fo rm u la r y ap licar las a lternativas de p ro tección  

de las personas frente a  los riesgos ex trao rd inarios. N inguno de estos ó rganos tiene  

reconocidas po testades  excepc ionales de concen tración  de p oder para dec id ir las m ed idas 

que  serán  ap licadas. Si acaso , las a tribuciones respectivas fijarán  una p rio ridad  de 

in tervención , pero  no un m onopo lio  decision ísla . Por el con trario , la lógica de contro l del 

poder que in form a la estruc tu ra  del rég im en  de com petenc ias esta tales ind ica que du ran te  una 

em ergenc ia  d ichos con tro les deben  robustecerse , porque en las situaciones de incertidum bre 

se  increm en ta  la  necesidad  de garan tizar decisiones po líticas de calidad , esto es, su rg idas de 

los p rocesos dem ocráticos fijados por la C onstitución . Estos p rocesos son  los que perm iten  

el p lu ra lism o , la de liberac ión  y la  m ayo r consideración  posib le  de in form ación  d iversa, de 

variadas voces, com o presupuesto  para las d ec isiones rac ionales y razonables. En los casos 

de ex trem a  urgencia  o necesidad  ap rem ian te  de  eficac ia , esas cond ic iones dem ocráticas 

pueden ser adap tadas al con tex to , pero  nun ca  suprim idas a  favor de un solo  órgano  del

Estado.
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E n  o tras pa labras, la  C onstituc ión  sa lvadoreña  no reconoce  una  p o s ic ió n  

priv ileg ia d a  del Ó rgano E jecu tivo  duran te  e l rég im en  de excepc ión , aunque  po r su s  

com petencias d icho ó rgano  deba tener c ierto  pro tagon ism o para  hacer fren te  al peligro  

ex trao rd inario  que am enace  a lu sociedad  o al E stado . Por tanto, es m uy im portan te  tener 

claro e  insistir en que el régim en de excepc ión  no erige al Ó rgano E jecu tivo  en un suprapoder, 

ni siqu iera  tem poralm ente . La C onstituc ión  no reconoce sem ejan te  estado  de  cosas. La ún ica  

form a de “ poderes ex trao rd inarios” es la suspensión  tic derechos, pero lim itados con 

p recisión  en el decreto  legislativo que declara  el régim en de excepción  y de ningún m odo 

com o una habilitación  para am p lia r esos poderes m ed ian te  decre tos e jecu tivos so b re  m aterias 

reservadas a la ley.

El rég im en de excepción  no e s  una in terrupción  tem pora l de la  reserva  de ley. E n el 

decreto  leg isla tivo  que declare  el rég im en de excepción  deben  inclu irse  las suspensiones de 

derechos y cua lqu ier lim itación ad icional que se requiera, pero  de ningrin m odo se podría  

“ des legal i zar” la com petencia  para c rear o im poner nuevas restricciones de derechos. Al 

contrario , en ese estado es cuando cobra m ás sen tido  la p ro tección  que  se deriva  d e  los 

p roced im ien to s dem ocráticos. Por tan to , durante el rég im en de  excepción , las po testades 

norm ativas del Ó rgano E jecutivo  están  estric tam ente  lim itadas a opera tiv izar, d esarro lla r o 

de ta llar las su spensiones de  derechos decretadas conform e al art. 29  C n., sin  que  en ningún 

caso se pueda, m ed ian te  norm as adm in istra tivas, am p lia r o crear nuevas form as de 

in tervención  sobre  los derechos fundam entales, d istin tas a Ja au to rizadas en form a estric taitales,a* Vión  y lim itación de derechos.

ha m anejado  com o una de sus d istinciones m ás 

os re lacionados con la reserva de ley. la d iferencia  en tre

por el Ó rgano Legislativo.

3. L a d iferencia  cnl

La jurisprudenejí 

ú tiles, en la reso lución  de c 

regulación y lim itación de  < Jcrcchos (puede ser c jem plifica tiva  la sen tenc ia  de 

inconstitucionalidad  1 1-2012, de 20 /4 /2015). S iguiendo n parte  de la  d oc trina  se afirm a que

la regulación se  determ ina  “ por de fec to ”, es decir, cuando no haya  una  lim itación  del
j y  , . ,

e jercic io  del derecho . La regu lación  co rrespondería  a  la de term inación  de las cond ic iones

para  el e jercic io  de los derechos, m ientras la  lim itación , al es tab lec im ien to  de  obstácu los o

im pedim entos para  e jercer las conductas o posib ilidades de actuación  com prend idas cn el

a lcance del derecho . En la sen tencia  c itada se  a firm a que esta d istinción  es un p ro b lem a

in terpreta tivo , de m odo que en realidad  no ex iste  una separación  tajunte, en abstracto , en tre

am bas fo rm as de in tervención  sobre  los derechos fundam enta les, sino  que siem pre  podría

requerirse  una  decisión  de caso  concreto .

Las form as válidas de in tervención  púb lica  sobre  los derechos podrían  iden tificarse , 

de m enor a  m ayor nivel d e  in tervención , así: i) regulación  (configu ración , confo rm ación , 

desarro llo , de lim itac ión ) del derecho; ii) lim itación , restricción  o a fec tac ión ; i i i) suspensión  

o p rohib ición  excepcional d e  e jercic io ; y ¡v) pérd ida, derogación  o anu lac ión  del derecho . Si
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una in tervención  de los poderes públicos o p rivados en  los derechos fundam entales incum ple 

los requ isitos constituc ionales para ello , se com ete  una vulneración  o v io lación  de esos 

d erechos (lo  que el art. 246 Cn. llam a “ a lte rac ión”). En todo caso, no parece ex is tir  una 

fijación  ríg ida  o c ierta  del uso de estos térm inos, p o r lo que  se trata so lam en te  de una 

p ropuesta  o rien tadora  (po r ejem plo , el C onven io  E uropeo  de D erechos H um anos en su art. 

15 usa el térm ino “d erogac ión” para  referirse  a  lo que en realidad so lo  podría  ser una 

suspensión  de los d erechos reconocidos en dicho pacto).

Si la d istinción  en tre  regu lación  y lim itación de un derecho  puede ya ser com plicada, 

las dudas tienden a ser m ayores al tra tar de  d ife renc iar en tre  lim itación  y suspensión . E n tre  

los e lem en tos de ju ic io  relevan tes en el anális is  de este  asunto  debería  estar: el 

reconocim ien to  de que se trata de un p roblem a va lo ra tivo  de in terp re tac ión  constitucional 

(en el sen tido  de que pone en ju eg o  el a lcance de la p ro tección  de  los derechos); no hay 

criterio s tex tuales expresos sobre  la d istinción ; y la com petencia  para constru ir en últim a 

instancia  esos criterio s es de la S ala  de lo C onstitucional, siem pre bajo la lógica de estab ilidad  

relativa (no petrificac ión ) de su ju risp rudenc ia .

E n  relación  con lo que ya se d ijo  sobre el rég im en de  excepción , hay que  reco rdar que 

la suspensión  de  derechos im plica  un rég im en  p rop io  de ap licac ión  y con tro l, deb ido  a que 

ella  im plica  un aum ento  del poder d iscrecional de las au to ridades públicas que  o rdenan  las 

m edidas. Ese increm en to  de poder se deriva del carác te r excepcional o ex trao rd inario  del 

peligro q u e  se p retende ev itar, que es lo que increm enta , en princip io  o en abstracto , la 

ju s liiica c ió n  del Estado para  in terven ir sobre  los derechos de las personas. En com pensación  

de este  m ay o r poder e sta ta l, la suspensión  de derechos ex ige un proced im ien to  cualificado  

de con tro l dem ocrático ; de te rm ina  un lím ite tem poral ríg ido; ex ige la em isión  de una 

regu lación  de la excepcional ¡dad que responda estric tam en te  a su  finalidad o p ropósito , así 

com o a  estándares ex igen tes de p roporc ionalidad ; conserva  las garantías ju d ic ia le s  

ind ispensab les para la p ro tección  de los derechos (por e jem plo , para  la rev isión  de la validez 

ju ríd ica  de  su suspensión); y activa lin  m arco  de superv isión  in ternacional sobre  las acciones 

del E stado  du ran te  la suspensión  de derechos (art. 4.3 del Pacto  In ternacional de D erechos 

C iv iles y  Po líticos; art. 27.3 de la C onvención  A m erican a  sobre  D erechos H um anos).

E n  v ista  de lo an terio r, los criterios para  iden tificar una  suspensión  deberían  

constru irse  con la d irec triz , pauta o finalidad de reducir su uso al m áxim o, porque la 

responsab ilidad  de la Sala en la defensa  de la C onstituc ión  se traduce en  con tener el uso de 

poderes excepc ionales y no p rom over, fom entar o fac ilita r su m ultip licac ión . En tal sentido, 

sin  p e rju ic io  de que he suscrito  la sen tencia  de este  proceso , sugiero  una m anera  de d istingu ir 

en tre  suspensión  y lim itación  de derechos con base en  dos criterios: p rim ero , el m ayor grado 

o in tensidad  de la restricción  del derecho  y, de m odo com plem en tario  o corroborativo , el 

ca rác te r excepcional o ex trao rd inario  de d icha  form a de in tervención estatal. En am bos 

crite rio s se  trata de ju ic io s  com parativos cn relación  con las d im ensiones de una realidad
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binaria: no rm alidad -excepc ión ; y tom ando  en cuen ta  que el ob jeto  de la d istinción  es 

o p tim iza r la p ro tección  de los derechos fundam entales.

Sobre el p rim er c riterio , lo  que debería  ana liza rse  es la m edida , grado , nivel o fuerza 

de los obstácu los, im ped im en tos, barreras o d ificu ltades para  el e je rc ic io  del derecho  que  

surgen  de la in tervención  esta tal. E s  decir que se tra taría  de iden tificar una lim itación  

p a rticu la rm en te  in tensa  o especia lm en te  grave  p a ra  el e jercic io  de los derechos. C iertam en te , 

estos ca lificativos rem iten  a ju ic io s  de va lo r y esto  parece  inevitab le . U na p o sib le  herram ien ta  

teó rica  o ana lítica  para  fija r o  de te rm inar la  in tensidad  de la m ed id a  se ría  la  c lasificac ión  de 

los ám bitos de validez norm ativa, es decir, a  cuán tos o cuá les su je tos a fec ta  (ám bito  

sub je tivo); en qué conductas perm itidas usualm ente  por el a lcance  del derecho  (ám bito  

m ateria l); con  qué alcance  territo ria l (ám bito  espacial); y p o r cuán to  tiem po  (ám bito  

tem poral):

Sobre el segundo  criterio , puede observarse  que en el art. 29 Cn., la su spensión  de 

derechos es tá  ligada a p resupuestos fácticos de carác te r excepc ional, esto  es, hechos 

inusuales o poco  frecuentes. Este rasgo  de los hechos generadores (lo  excepc ional, 

ex trao rd inario  o anorm al) tam bién  p o d ría  p red icarse  de  las fo rm as de in tervención  estatal 

m erecedoras de ser tra tadas com o suspensión  de derechos. D icho de o tro  m odo, un criterio  

de iden tificac ión  de  la suspensión  de  derechos, ju n to  a la  especial g ravedad  o in tensidad  de 

la  m ed ida  esta tal, podría  ser la va lo rac ión  de que  d icha  m edida  se aparta  (en su  form a o 

m anera  de rea lizac ión , en  su  estruc tu ra  de  barreras al e jercic io  del derecho ) de las 

lim itaciones de derechos usuales, com unes, o rd inarias , regu lares o no rm ales, en  cuan to  al 

m odo , el tipo  o la c lase  de obstácu lo , im ped im en to  o d ificu ltad  que se pone al e je rc ic io  del 

derecho .
E n d efin itiva , pod ría  va lo rarse  el nivel de g ravedad  de una lim itación  (su  especial 

in tensidad) y su  d iseño  o form a excepcional (“ an o rm alidad” , rareza  o carác te r inusual en 

cuan to  a la m anera  en  que lim ita  el derecho) en com parac ión  con las carac te rís ticas  de  las 

restricciones usuales de derechos en el o rdenam ien to  ju ríd ico . Por e jem p lo , la cuaren tena  

d o m ic ilia r ob ligato ria  parece  una lim itación  razonab le  de derechos an te  la necesidad  de 

x ió n  de la salud , pero la p roh ib ic ión  del tran spo rte  y del paso  de un m un ic ip io  a o tro 

taría  dem asiado  grave para ca lificarla  com o m era lim itación  y parece que sí ju s tifica ría  

que su ap licac ión  debería  haberse  som etido  al cum plim ien to  p rev io  (de co n tro les  m ás 

rigu rosos) del rég im en  de excepción . L ógicam ente , es ta  ca lificac ión  ju ríd ic a  del tipo  de 

in tervención  sobre  los derechos no sign ifica  que esta  Sala  favo rezca  el uso de la su spensión  

de derechos, sino  solo  que d ichas m ed idas serían  inconstituc iona les p rec isam en te  porque no 

cum plieron  con el p roced im ien to  del art. 29 C n. D e hecho, si respecto  de esas m edidas se 

hub iera  segu ido  el p roced im ien to  del rég im en  de excepción , nada  garan tiza  que ta les  fo rm as 

de suspensión  de  derechos hub ieran  sido  decretadas, pues habrían  requerido  del consenso  

cualificado  de las d iversas opc iones po líticas rep resen tadas en la A sam blea  L eg isla tiva .
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C o n c lu s ió n

Me q u erid o  dejar co n sta n cia  de estas id ea s porque m e p arece q u e  el p resen te  ca so  ha 

d ado a  esta  S a la  la oportun idad  d e avanzar en  la  interpretación  co n stitu c io n a l d e  tem as en  

b uena m ed id a  n o v e d o s o s  dentro d e su ju risp ru dencia , co m o  el a lca n ce  d el rég im en  de 

e x c e p c ió n  y la su sp e n s ió n  d e d erech os. A co m p a ñ o  la d e c is ió n  del T ribunal co n  e ste  én fa s is  

esp e c ia l en  la  n eces id a d  d e la interpretación d e la C o n stitu c ió n  sob re e s to s  tem a s se  dirija  

co n  la m ayor in ten sid ad  p o s ib le  a con ten er lo s  a b u so s d e poder, a lim itar el e jerc ic io  de 

p o testa d es  e x c e p c io n a le s  y  a salvaguardar los d erech o s fu n d am en ta les, no s o lo  in c lu so , s in o  

con  m ayor razón, durante las s itu a c io n es  d e cr isis  co n stitu c io n a l, q u e e s  cu an d o  m ás se  p o n e  

a prueba la e f ic a c ia  d e la L ey  S up rem a y  su  capacidad  de p ro tección  d e tod as las p erson as.
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